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NOTA DE GRATITUD 



Al fin sonó la hora. 

Desde Moret á Maura han transcu- 
rrido veinticuatro años. ¡Cuántos escri- 
tos, cuántos discursos, cuántos proyec- 
tos! Pero al cabo, he aquí la obra. 

Moret fué el pensamiento; Maura, la 
acción. Aquél la semilla, el estudio; éste 
el ñ-uto, la ley. Aquél el creador de las 
Juntas de reformas ultramarinas en 
1869; éste el autor de las realizadas 
reformas en 1893. Este y aquél, forman 
las alas salvadoras del genio bienhe- 
chor del pueblo filipino; y el pueblo 
fihpino guarda para los dos palmas 
gloriosas y coronas de gratitud. 

Nimca olvidaré el nombre del Minis- 



tro de Ultramar que en 1869, con todos 
los ardiinientoa de la juventud y los 
entusiasmos de escuela, había tomado 
la iniciativa de resucitar el régimen 
municipal en Filipinas. Jamás dai-é al 
olvido el nombre de Moret, porque este 
nombre lo aprendí de labios de mi 
madie; ella lo repetía á cada instante; 
ella lo bendecía á todas horas. 
' , Era el eco de la muchedumbre que 
lo prontmciaba sin cesar con respeto y 
cariño; que colmaba de aplausos al jo- 
ven elocuentísimo, de fácil é inspirada 
palabra, dedicado al estudio de los pEu 
decimientos y necesidades de nuestro 
pueblo; que bendecía, ya silenciosa, ya 
ruidosamente, al noble é infatigable es- 
píritu consagiado en largas vigilias á 
la redención de nuestro Archipiélago. 
Y era, porque el Sr. Moiet acometió 
el estudio de todo género de refoiTuas, 
económicas, a droinistrativas, políticas, 
y especialmente de la refoiTua poi' ex- 
celencia, la más importante, el alma 



mater de todas las demás: la del régimen 
municipal. 

El interéa que los asuntos municd- 
Lpales revisten pai-a todos, es rriúltiple, 
■ti'atándose del pueblo filipino; el cual 
■estaba tan bien hallado cou su anti^o 
; Barangay, adniii"ablemcnte adaptado á 
8U8 usos y tradiciones, que el mismo 
i Legazpi lo lespetó y lo consideró 
omo el mejor medio de adininiatrar. 
Pero ciertas ideas después dominan- 
■"tes, ora modificando piincipios esencia,- 
rjea que inspiraban aquel antiguo régi- 
men, ora matando con ima absiu-da 
centralización las iniciativas de aque- 
llos munícipes, ora, sobre todo, impo- 
niéndoles duras y, penosísimas obliga- 
doues, que recordaban la-tiiste suerte 
de los curiales romanos, hicieron de 
aquella institución, en otros días amada, 
objeto de horror y motivo de alejamien- 
to de sus hom'osos oficios. Y privado 
el pueblo de aquel vital elemento de 
independencia, de moralidad y cultu- 




É 



ra, agonizaba con inevitable fatalidad^ 
Vino entonces Moret, hijo predilecto 
de las ideas de 1868, y acudiendo á 
tan tiiato agonía, empleó los ardores 
de su activa juventud, vibró su má- 
gica palabra, desplegó su constancia 
y laboriosidad iafatigables; y aunque 
el tiempo no le enti-egara el ñuto de 
su trabajo, el Archipiélago supo apre- 
ciar el deseo, el noble afán, el vei'da- 
dero ajilielo del Ministro por la salud, 
por el progreso y bienestar de las islas. 
El pueblo conoció su honrada inten- 
ción; y en Filipinas siempre hay justicia 
para la honradez, y siempre bendicio- 
nes para la buena voluntad, 

Ho aqui al mismo tiempo la espUca- 
cióu del nuevo alegre eco alzado al son 
del nombre Mam-a; el popular clamor 
de veneración y afecto con que es pro- 
nunciado; el coro do alabanzas y aplau- 
sos con que le festeja un pueblo agi'a- 
deuido. Aplauden entusiastas, porque - 
comprenden el noble y levantado pro- 
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pósito del actual llinistro, apreciando 
su obra como aceitado paso en el ca- 
mino de la redención social del Archi- 
piélago. Aplauden entusiastas, porque 
resucita el derecho electoral de quego- 
zabau en lo antiguo; vuelven en lo esen- 
;cial las funciones de sus amados Capita- 
'Bes y Caberas de Barangay, y éstos á ser 
¡enaltecidos, dignificándose la repi'esen- 
[tación de sus tiudicionales Principaiias; 
renacen los ahentos vitales que infun- 
dían calor y moviniiento á sus Munici- 
pios, acercándose su nueva organiza- 
ción, atribuciones y recursos á los que 
debep tener los deseados Ayuntamien- 
tos. Aplauden entusiastas, porque ven 
que se empieza á consignar en la ley sus 
derechos y á atenderles como hombres 
y ciudadanos, con el uso de sus facul- 
tades propias y con los medios de ac- 
ción para acudií' por si mismos á sa- 
tisfacer sus necesidades. 

¿Y seré yo quien regatee los aplau- 
sos á Maura; yo, que conozco las vallas 



V kifi nTiBHfnln*! i'onni'lRblRH pí*ra hon-- 
i-;ir v" bivornfrr A ln<i ¡n/lfí^enas filipinos: 
vil. (\^^^r• r-r,-r\rf/rr> Ifis art.f?3 ompleadaB 
p,-irii. f\vo iiliortnm., oomo otras tanta» 
Vi-foj;, -ín rínlvafloV pvoyñt^.to; y6, que ÓO- 
nfiZ''0 Ins la/rts t-fni'lii'lfts, las intrigas 
iri^iflifis;i!=, ln=í hfiTr/!a« Inf-bas, las sóTdítft 
tcrrifósf-nrlíis. \ns í'frlla'lffs l^atMlAs, en; 
fin. florifíf frtTitíff hf-TíiíiTfw erftíHCTite* 
íifiií ^iifiuuUhhi. ^M>< *í>hííi(1íis pí.* ol 
(idt'lc M((|l^rin y í'Ii(>i-íí)'*" cm'íí.ctcr? 

Ni.. MiiiniHt. in tiiiÍRU.m; h^jn (tu nqiiel 
MtlMíi. IH |ii'!tu('hi ttni- (.|HÍi luB t.iiNt?rí(\ A 
v\\\i\-M- ttH intiitvn M trt lie Ifl. Ki'fttitud. 



LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 



El que desee conocer el Real decreto 
de 19 de Mayo último, debe, ante todo, es- 
tudiar sus razones fundamentales. Cuan- 
to más se las conozca, tanto mejar se 
comprenderá su articulado. 

La obra es Ijermosa, y tiene atractivos 
singulares. Enseña el génesis de las cor- 
poraciones municipales de Filipinas de 
un modo, en lo general, tan claro como 
exacto. Revela ideas profundas en bien 
escritos párrafos, y hace saborear la 
ciencia del Derecho. Manifiesta con fran- 
queza, refrenada, sin embargo, por la 
educación dominante, la causa impulsiva 
de la presente reforma. Desde luego se 
comprende que no ha de lesionar inte- 
reses de nadie. 

Basta conocerla, para tener idea com- 
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cíndese de cómo y por qué se hizo el mi- 
lagro, ya que antes ninguno lo ha hecho, 
ni tampoco hay quien presente lo per- 
fecto, y aplaúdese con sinceridad suma 
lo conseguido, por tanto tiempo ansiado, 
sin dejar por eso de poner la mirada en 
soluciones que al fin hará viables el pro- 
greso de las ideas en nuestra patria. 



KXF-OSICION 



ÍSEÑOKA: Siempre importa el régimen comu- 
nal, más que toda otra institución política, para 
el bienestar y la prosperirta-d de los pueblos; y 
" cuando éstos se hallan en la infancia, es toda- 

vía míts decisivo el influjo de su organización 
Í municipal. 
El enlace estrecho y cotidiano de la vida de 
loa individuos y de las familias con la del común 
de los moradores, constituidos en pueblo, hace 
intolerables ai se cumplen, y pone en grave in- 
minencia de quedar incumplidas, cualesquiera 
leyes que en semejante materia no se acomoden 
ii los hábitos, las tradiciones y toda la g-enial 
manera de ser de los naturales. So sirven, pues, 
las Combinaciones íng'enjosas que teóricamente 
parecieren más perfectas, ni siquiera loa ejem- 
plos y los usos que en oíros pueblos, de civili- 
idn y costumbres diversas, haya acreditado 
como buenos la experiencia; el sistema rauni- 
Icipalha de fundarse sobre lo que tiene arraigo 
I j está admitido, sin que por ello se deba renun- 




ciar á la enraienda de los errores, la correcciún 
de los abusos y e! mejoramiento acompasado 
que traza la ley natura! á laa sociedades hu- 
manas. 

Laa iustitucionea locales del Archipiélago 
ülipiuo han venido á tal estado de decadencia 
y (leacoiicierto, que estén atrofiados ó inútiles 
aquellos ile sus miembros que no han llegado 
á corrompeptíe; quedan los nombres apenas de 
laa dignidades, las categorías y los oficios en 
qne sécula rmenle consietió y se asentó la orga- 
iilmoión ail[iiÍiilslrHtÍvade tos pueblos, habién- 
ilosH ti'octiilo en carga odiosa, cuando no en 
Íiialruni«titii (1« grniijt>riii, lo que fueron hono- 
ftu H)ifiti<L>iiliiH y nobles ministerios de los prin- 
ol|m|iui. UiH'Hiiítulnr los diversos orígenes del 
tlftftii, luipiirlH moiiua (|H0 acudir A remediarlo; 
|writ imnf liH ilf ciiIIhi' (juo nun en aquella par- 
\«iU Utt i^tiiiiíft» ijup, iln buftUft raadn, fuere im- 
|ttl|Htil<^ ^ iliwm«i*t^l(*t|.i» illniiiiftliiionoa do los Go- 
hlf^ttiM, w« «nliioU h1 «lili ti-ttOlolonHl de uui«- 
(t* ln<lUl-»f» l''llli»l»M. .|H*»i>llrnoitompJaute 
»W í« \\\M^'S\•^ \'M\yM i»P »•»»» "'wW» nl(f\ina, 
M W\M'«.' >'i^ >'i >i^""* ^' -«U.i'UlM y III niHÍT- 

\ 'iilitudoa 



, Equivocóse eu !a diScilisima medida de 
liaconfiauza que puede ponerse en la gestión 
I autónoma de cada pueblo y en la estimación 
I de loa medioa efectivos de que el Estado dispo- 
I ne ailí, para que su ingerencia resulte benéfica 
I y provecliosos á loa subditos sus desvelos tute- 
I lares. 

Hace largos años que, conocido el error, se 
leatudia y prepara el remedio; y k loa anteceden- 
r te3 y dictámenes acopiados deade 1870 sobre la 
reforma del régimen municipal, se agregó poco 
lia un luminoso informe, que pidió el Ministro 
que suscribe al Consejo de I-'üipinaa y de las 
posesiones del Golfo de Guinea. El Real decreto 
de 12 de Noviembre de 1889 anunciaba y pre- 
paraba, como un medio de transición, la refor- 
ma que aliora se acomete; ratificó la autoriza- 
ción al Gobernador general para crear Ayunta- 
ihientos, a aemejanza delude la ciudad de Ma- 
nila, en la cabecera de provincia y demás pue- 
blos cuya importancia lo requiriera; pero hasta 
el día sólo se han constituido los tales Ayunta- 
mientos en las capitales de las provincias de 
Albay, Batangas, Camarines Sur, llocos Sur, en 
la cabecera del distrito de Cebú, y en las ciu- 
dades de Jaro y depilo- lio, debiéndose advertir 
que al lado de ellos, y en loa mismos términos 
municipales, aubaiaten las Principalíasy los ins- 
titutos tradicionales. Ahora ae trata de regular, 
no las contadas excepciones, sino la organiza- 
ción municipal de la generalidad da los pueblos, 



B3Í en Luzón como en VÍSByas, y por esto en el 
adjuuto proyecto de decreto se conservan, tantu 
cuaato las circunstancias de la época presente 
lo permiten, loa elementos liislóricos de aquel 
régimen, y aun las denominadoDes consagradas 
por el uso entre loa naturales. 

La ^randisima diversidad que se observa en- 
tre los pueblos de aquellas provincias, haría im- 
practicable el decreto si éste contuviese una 
minuciosa reglamentación que por ig-ual de- 
biera cumplirse en todas aquellas provincias. 
Se han establecido tan sólo las reglas orgánicas 
que parecen bastantes para definir la constitu- 
ción y el modo de funciouar de la Administra- 
ción loca!, y se remite á los reglamentos, que 
habrán de ser redactados, revisados y aproba- 
dos para cada provincia, loa pormenores aco- 
modables á las circunstant^ias de cada comarca. 
Korma priucipal ha de ser en la redacción y 
aprobación de estos reglamentos el empeño de 
que no pierdan, antes aumenten, la sencillez 
que se procura en ¡a organización y el procedí - 
miento de los institutos ¡ocales. 

Cuidadosamente se ha huido de organizar 
como integrantes de la idministración de los 
pueblos, la carrera de Secretarios i'i otra análo- 
ga. Sería opuesto al pensamiento cardinal de la 
reforma colocar junto á las AutoridaiJes y cate- 
gorías del pueblo, electivas y transitorias, 
aquellos servidores nominales que por su per- 
manencia y por la índole general de los nata- i 



H^ rales, fácilmente degenerarían en irresponsa- 
bles ydisiiDulados directores de la Admioistra- 
citín. Ea buen hora que cada Tribunal busque 
8U9 servidores; pero la ley uo tiene con éstos 
trato directo. 

La órbita en que el adjunto decreto consagra 
yotorgaáloB Tribunales municipales una libre 
y peculiar competencia, está circunscrita á los 
intereses genuinamente locales, tanto cuanto 
ea posible distinguirios del general interés á 
que están siempre unidos de un modo indisolu- 
ble; y dentro de aquella limitada jurisdicción, 
con tal que se salven los intereses generales y 
la obediencia de las leyes, ae ha de considerar 
por las Autoridades superiores que la ventaja 
transitoria de mejorar algunos acuerdos no 
compensa et daño permanente que se causa so- 
focando y anonadando las iniciativas locales. 
Cuando sea defectuosa la gestión de los electos 
y los delegados de una Principalla, tendrá si- 
quiera la singular excelencia de que sus yerros, 
de todos modos inevitables, no se puedan im- 
putar sino á los mismos naturales del pueblo, 
en cuya mano queda la enmienda para lo veni- 
dero. 

Sin quitarles la ocasión de ejercitarse en el 
manejo de los intereses y la satisfacción de laa 
necesidades del pueblo mismo, contribuirán á 
s aciertos: primero, la asistencia del Cura pa- 
ta iroco, con o ficios de inspección y consejo, á las 
Ideliberaciones más importantes, y después, la 
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dos locales: aemcios que, por ahora al mepos, 
han menester de esta garantía para qbe los in- 
tereses generales no queden, en ningún lugar 
ni tiempo, desatendidos. 

Sin que la Administración general abandone 
ni disminuya las obras públicas, contando que 
siempre aplicará á impulsarlas y activarlas to- 
dos los elementos disponibles de personal y de 
dinero, adicionando el nuevo al antiguo esfuer- 
zo, y no restando el uno del otro, se pone ¿ laa 
Principaliasdeloa pueblos en aptitud de acudir 
por si propias, emancipadas de iralias adminis- 
iraiivas, cojí los recursosque oiieiigan de los pue- 
blos misinos, íi ejecutar ó iniciar aquellas mejo- 
ras materiales que singularmente interesen k 
un solo pueblo, ó ¿ varios que se asocien y for- 
men mancomunidad para tal empresa. Dema- 
siado duradera fué la centralización de los ser- 
vicios locales en manos de la Administración 
general, para que pueda esperarse ahora que 
despierten de un modo repentino y se ejerciten 
vigorosamente estas iniciativas; pero el uso de 
las facultades que tendrán los Tribunales mu- 
nicipales, y el apremio cotidiano de las necesi- 
dades públicas, más ó meiioa pronto lea induci- 
ríin á no desperdiciar los recursos que se les 
franquean. 

No cabla poner k disposición de los pueblos, 
para sus obras de interés local, fondos de los 
presupuestos que con uno ú otro calificativo 
administra el Estado, porque estos fondos resul- 




taa escasos para las mejoras que sólo la pericia, 
la perseverancia y la potencia del Estado mis- " 
mo pueden realizar. Pero ya que en el mayoi- 
número de los pueblos los arbitrios no propor- 
cionarán bastairtes recursos para aquellas obras, 
después de eatisfe-chaa las otras necesidaded 
permanentes é ineludibles, se deja á beneficio 
de laa Corporaciones locales la facultad de 
crear el impuesto directo soíire la rii)ueza ri'is- 
lica territorial, que hoy no soporta todavía con- 
tribución alguna en Filipinas. La sencillez y la 
relativa facilidad con que se puede administrar 
y recaudar esta contribución, y la notoriedad 
con que, empleado su producto única y exclu- 
sivamente en obras beneficiosas para el común 
del pueblo, restituye á la misma riqueza gra- 
vada ventajas equivalentes al sacrificio, per- 
miten esperar que la tal contribución se esta- 
blezca en los pueblos más adelantados, y se 
vaya g-eneral izando á medida que la propiedad 
rústica entre en condiciones de consolidación 
adecuadas para soportarla, y que el adelanto de 
la cultura fomente las necesidades mas allá del 
producto de los arbitrios. 

El Ministro que suscribe someterá en breve 
plazo á la aprobación de V. M. otro decreto 
para variar el régimen de ventas y composicio- 
nes de terrenos realeng'os, favoreciendo y alla- 
nando grandemente la adquisición y consolida- 
ción de la propiedad individual. A este mismo 
fin, entre otros, van encaminadas las reformes 




considerables ile la, Ley Hipoteciiria, de que en 
breve dará también cuenta ó V. M. 

Por esto ahora se proliibe h los Tribunales 
munieipalea establecer la contribución nueva 
sobre la riqueza rústica cutliíada, si no la ex- 
tiendcQ á las propiedades incultas. 

Las coniiiciones sociales y económicas de los 
pueblos de Filipinüs no coasienten que los te- 
rrenos realeng'os se reserven para quienes va- 
yan ít solicitarlos á costa de crecido desembol- 
so, previa posesión de capital suficiente para 
ponerlos en cultivo; y si se ha de facilitar (a ad- 
quisición, menester es alajar los inconvenien- 
tes económicos del sistema, por la experiencia 
demostrados, evitando que la tierra quedfi aca- 
parada en manos ociosas y e^oi-^tas, como nues- 
tra legislación de minería lo evita respecto del 
subsuelo. La contribución de la propieJail ríis- 
tica, como e! canon de las pertenencias minera» 
registradas, debe estimular á los poseedores á 
que exploten la tierra, ó la abandonen y la dejen 
6 disposición de quien se determine h fecundar- 
la con el trabajo y el capitaL 

Al Haber de los pueblos se incorpora la pres- 
tación persona!, que es un recurso valiosísimo 
si se administra y aplica con pureza y con in- 
teligente celo. El empleo de los polistas en las 
obras comunales estimulará la adquisición de 
los materiales que la Naturaleza nos ofrezca 
[ desde luego, y obligará á Los administradores 
I de los pueblos á arbitrar loa fondos necesarios 




(jur l'M tattiina 'jui; au Iüm rmu'jm^Hn. Vü reg-la- 
niei))», iiii«|>t(ulo «I r^aimi'u 4ju« ahura se en- 
tAUaco, 'Jije aprtharft ei < ioberiisdor (general, 
¡mivUi íiifwriifi ilel CoinieJ» iJe Aflmlnlatración, 
tliitinró itvilitr l'M nljiíüoit 4 i|iiii Hlempre ea oca- 
olujiuila Ih jtinulHcIf'fli (lerHOiiul. 

AhiiiiIu ImiiurtaiittHliiiii do re^flrtinoutacioneA 
«liíiliJH'iiB Imltr/t ílü jseí' In fiiriiiii ilo llevar [a con- 
{'lililllilnil y iiimi''jHr t'iil foiulnH d»! loit piieblosj 
[iiiK» ni nn lin ila oriill.lr' lii iiornm "Htrlotiimonle 
naiintíitrla |inrft nvltiir lit iimlvdruHckíu y la co- 
l'ril[ii!ii^ii, iil un Im iln nsiilrar A porfoccionus In- 
auiiullliil>l«rtiutii lüM lii\bltu»<y luH ulruuiistauctaB 
\\t> Hiiu»! iiaiii. Ul <liHinilu (lili) n(t iirnpnne á V. M. 
HHimitu tim BiUu iilh'tumn haae^ qwtt ge reputan 
bAAlunliAu |)iu'a i'euurn(>iiilHr la Henciitlpii en sus 
(ltiAi:)iiv>>lvnitientiiá. Eli\yf«ite de la ooiciaa ropeti- 
ubS» df irAmltea, (iim esiyirta una rtíiiovacióu 
|ierlüilti-« Aú \m iinM\fWi\üi muulcipatcs; y co- 
mu qulom i]t)0 lio oabe fiuttrimtr wnloratuetite 
lüdapuula iiuoitúrotalli.'»:' loá iujfr«siM,T lus gt^s- 
lúa, ikt «uátatittM^P^uo ttniíuwir otriMM forme re- 
lavu'tn. iwi^ >4ii« mibalsta ^nir tt<*m(H) iiidelimtio, 
mIvh 4i>^nl|ln> l<t )><Mihili<)a<) i1<*m«ilitlcar¡ap«ni 
ii' . .-<■■• ....... , ,.>mj¡ina»3 de 
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:uáxttaode 
..Tvujiji* la penaa- 
- .'«Unarius y te pío- 
.' <i«l aúo aatazml se 
„.,-. .v^-..^* ^tf loa mismos. que 3e 
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I ha de aplazar para el 'año siguiente, aun des- 
I pues de aprobada, quedan expeditas y fáciles la 
|,reDdidón y la censura de las cueatas anuales. 
l'Todo g-asto extraordinario ó traositorio, asi co- 
Imo toda obra emprendida por cuenta del haber 
I municipal, deben quedar excluidos del presu- 
i puesto permanente y de ia cuenta anual ordi- 
aaría, tratándose por separado loa acuerdos, 
las aprobaciones, los recursos, la liquidación y 
la cuenta relativos á estos dispendios anorma- 

ÍJes ó accidentales. 
Quedan á salvo las necesidades de gobierno 
y los atributos de la autoridad, asi en el G-o- 
bieruo general como en loa Gobiernos de pro- 
vincia, mediante loa artículos de! decreto que 
regulau la suspensión y la separación de los 
miembros ó las Corporaciones que han de admi- 
nistrar los asuntos locales; pero en el curso or- 
dinario de las cosas se dejag^randísimaholgura 
á las PrincipaÜas, y de su iniciativa y respon- 
sabilidad se hace depender en cada pueblo lo 
más esencial para el buen rég'imen de los inte- 
reses comunales. Los órganos colaterales y su- 
periores k quienes ae confíen la inspección, el 
consejo y la censura, podrán, sin duda, favore- 
cer loa aciertos y obviar el remedio de tos ex- 
travíos ó los abusos; pero no pueden asumir los 
atributos de la a autoridades Locales; y como no 
pueden anonadarlas, sino tan sólo dirigirlas, 
cabe esperar que resulte tan perdurable como 
al feliz éxito de la reforma conviene, la eman- 



ci pación de cada pueblo para regir sus privati- 
vas negocios. 

Aunque loa beneficios, que en ning-ün caso 
pueden ser instan táñeos, de esta emaucipación 
resultasen tardíos ó escasos, se han Oe esperar 
sin recelo de que la g«atión de los pueblos em- 
peore el actual estado Je lo que se les confia, y 
también sin el menor sobresalto por los servi- 
cios de interés general; porque éstos quedan 
retenidos en poder de la Administración, mien- 
tras la experiencia no acredite que estarían se- 
guros j aventajados en manos de las Princi- 
pa lías. 

La mejora de las instituciones locales no de- 
pende sólo de las leyes ni de la política de los 
Gktbiernoa; la colaboración del tiempo y la per- 
severancia en el esfuerzo, son esta vez más ne- 
cesarios por la condición de nuestros naturales 
filipinos, tiempo lia sujetos á una desacertada 
centralización de los negocios comuneros y ve- 
cinales; pero el Ministro que suscribe confía en 
que los preceptos que propone íi V. M. serán, 
en no lejano plazo, más que todos los otros es- 
fuerzos en que est& empeñado, provechosos para 
aquellos pueblos que la Providencia confió i, la 
generosa soberanía de los Monarcas españoles. 
Bn vano se esperaría que allí broten iniciativas 
tales como las que gentes de otra raza, otra 
cultura y otros h&bitos desplegarían dentro de 
idéntica autonomía municipal; pero ui aun pa- 
rece dÍBcreto lamentar que así sucedan las co- 
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sas, porque cada pueblo ha de vivir según co- 
rresponde á su índole; es preferible lo que mejor 
se aviene con ella, y degenera en una especie 
de tiranía imponer, por más perfecto, aquello 
que desaman ó repelen los subditos. Cuanto 
más singular y más varia es la condición de 
los habitantes del Archipiélago filipino, tanto 
mayor estimación se ha de hacer de una refor- 
ma que respeta las diversidades, las inclinacio- 
nes y las iniciativas locales, en vez de cerce- 
narlas y contrariarlas por el ambicioso anhelo 
de mejorarlas. 

Fundado en estos motivos, el que suscribe, 
de conformidad con el Consejo de Ministros, 
tiene el honor de someter á V. M. el adjunto 
proyecto de decreto. 

Madrid 19 de Mayo de 1893.— Señora: Á L. R. 
P. de V. M., Antonio Maura y Monúamr. 
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Zas Corporaciones j 
las Islas Filipinas «Tri^Wíales de los puehlos», 
se denominarán en lo sucesivo <tTriSuna¡es mu- 
nicipalesn. Cada uno de éstos representará la 
asociación legal de todas las personas que residen 
en el lérmíno del pueblo, y administrará, los in- 
tereses y Éienes comunales. 

Ley Municipal vigente en la Península 
de 2 de Octubre de 1877 
Articulo 1." Eb Municipio la ftsooiaciún legal de 
todas laa pereouaB que residea en ud térmluo miiaicipal. 
SurepreseQtaciiÍD legal corresponde al Ayuntamiento. 
Art. 72. Es de la exclusiva competencia de loa Ayun- 
tamieiitoa el gobierno y dirección de loa intereses pecu- 
liares lie loa pueblas, etc. 

3 este primer articulo vóse el lau- 
dable propósito del Ministro de iutrodiicir 
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ffeeñala la representación y otra la furición 
f^adminisirativa. 

Obsérvense tres puntos: L Que los tér- 
iíninos usados en él Real decreto para 
Idefinir, aunque inciden taimen te, el Mií~ 
fmapio /ilipino, son los mismos empleados 
lipor la Ley vigenle para determinar el 
\Municipw peninsular. — II. El Real de- 
creto establece que cada uno de los Tri- 
unales municipales constituye verda- 
fdera representación de la asociación mu- 
nicipal; carácter idénticu al que ostentan 
[los Ayuniainientos áñ\a Penínsulay An- 
I -tillas, — III, El Real decreto estatuye tam- 
íbién que el Tribunal municipal adminis- 
4ra los bienes é intereses peculiares del 
■pueblo, como los Ayuntamientos penin- 
Fsulares. De donde, se deduce que Ayunta- 
miento y Tribunal municipal son, en la 
esencia, una misma cosa. 

Usando otras palabras, entendemos, 
pues, por Tribunal municipal el cuerpo 
encargado de representar al pueblo y ad- 
ministrar los intereses propios y .pecu- 
liares de la comunidad. 

El legislador, guiado por el espíritu de 
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diferéttciación (fuíi fiíf^ingue la vida rte ] 
los pHeWft;í, y valit^ndcrse fie ana fórmala 
tflfl hálnl comí» fráctioa, (lííja casi intacV» | 
el wrganismfi externo, pero cambia por 
completo la vida intemn, («rsua/liilo de 
qUclüsacoi'leiilesfinlian'le porjuilioar laa 
virtu'lcs esetlcialea de las cosas. «Por 
esto. '3omo dice el inÍ3ino Ministro, ea el 
fltljiíntü prnyeelo deilecrelo se conservan, 
tanto cuanto las circimstantiiHH de la 
¿poca presente lo |iertiií(,en, los elementos 
liisttiricos de atiuel iti^iiiiiín y aun las 
rleilOQtiuaoioniw consagradas por el uso 
éntrelos nalnralts.» 

Todos los indios, aun los muchos que 
i^nomn el caítellano, entienden el vo- ' 
cabio Tribunaí, admitido en todos los 
dialectos asados en el país; mientras que 
el Aytintamiento es absoliilamente des- 
conocido en algunos pueblos interiores. 
De aquí el conservar el Sr. Maura la voz 
7Vi(n(nat en su decreto destinado para la 
generalidad ffe hs ¡nt^os, asi en Luzón 
como en Visatffts, á diferencia del sus- 
crito por su correligionario el respelabJe 
liombre i>rtbti<to, D. Mamiel Becerra» dee- 
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tinado tan sólo á los piteblos de impor- 
tancia (1). 

Por otra parte, déjase traslucir el pen- 
samiento del Sr. Maura de que las deno- 
minaciones consagradas por el uso entre 
los naturales. Tribunal, Capitán, Ca- 
beza DE Baranoay, deben abolirse con el 
tiempo, no sólo en que no reconoce como 
tribunos á los munícipes, ni hace jueces 
á los capitanes, ni les considera, aun reu- 
nidos, como constituidos en Tribunal de 
justicia, sino también en que respeta la 

■eforma Becerra, donde se consagran los 
nombres de Alcalde y Ayuntamiento. Y 
hasta para evitar dudas, el Sr. Maura lo 
expresa al decir: «El Real decreto de 12 

le Noviembre de 1889 ammciaba y pre- 
paraba, como un medio de transición, la 
refonna que ahora se acmnete.yi De modo 
que el Ministro señala su propia reforma 
como un paso más para llegar á los Ayun- 
tamientos y Alcaldes. 
De desear es que desaparezca esa diver- 



(1) TéttBe la Exposición del Real decreto de 12 de 
^í^ovienibre de 1889, pam la orgaDÍzaciúa j régimen de 
lo« Ajiiutamieotojí dM'ilipina*. 




skiari lio vocablos para la unificación dol 
tecnicismo del Derecho, designando las 
personas y las cosas en todo territorio es- 
pañol, así peninsular como ultramarino, 
con un mismo nombre; pero, á decir ver- 
dad, preferimos mil veces los términos 
consagrados por el Sr. Maura, que aunque 
anacrónicos se refieren á corporaciones 
con facultades propias de Ayuntamientos 
y Alcaldes, á esos Alcaldes y Ayunta- 
mientos do mera apariencia del ilustre 
demiiorata Sr. Becerra. 

Es cierto que éstos son considerados de 
mayor jtíi-arqiiía; pero preferibles á esos 
Ayuntamientos decorativos, sin voluntad 
ni fondos especiales, nos parecen los nue- 
vos TribunalesmuuicipaíesdelSr. Maura, 
con carácter electivo, siquiera tan limi- 
tado, recursos pivpios y cierta libertad 
para gastarlos. 

No queremos seeruir adelante sin adver- 
tir el jiaso trascendeutal que gana ahora 
el pueblo filipino en el concepto del De- 
rochü. 

El pueblo filipino, según los enoomen- 
deros, es un vertladero fcudo; bajo el do- 



[minio monacal, es simple rebaño de sus 
I pastores; para la reforma municipal de 
|Becerra, es masa personalizable; ahora 
leí decreto Maura declara que es aso- 
I ciación de personas. 

Enefecto, el presente articido establece 
I que cada pueblo es una asociación legal 
[de todas las personas residentes en la 
[localidad respectiva; reconoce expresa- 
Imente el derecho representativo de la 
I asociación en el poder municipal; y como 
[elderecho electoral para el nombramiento 
de los representantes es consecuencia del 
derecho representativo, lógico y justo el 

gislador estatuye también el derecho 
(electoral. 

Siendo ley la reforma Maura en Filipi- 
[■nas, ya podemos explicar lo que antes era 
f inexplicable: los fundamentos de larepre- " 
I sentación municipal. 

Según el Real decreto, el Municipio fili- 
pino, asociación legal de las personas que 
residen en el respectivo término, repre- 
I senta intereses de diversa especie. 

Los asociados tienen innegable derecho 
lá proveer á la seguridad de todo cuan- 
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lo al procomún inmediatamente con- 
cierne. 

La función municipal, referente á esos 
intereses peculiares, requiere que en la 
gestirtn y gobierno de los mismos inter- 
vengan toiJoa los (lufl en ellos tienen par- 
ticipación, esto es, todas las personas que 
forman la sociedad municipal; pero tro- 
piózase con la imposiljilidad de practicar 
esa dii-ecta é inmediata intervención de la 
colectividad en el conocimiento y resolu- 
ción do las cuestiones y asuntos que la ad- 
ministración del Municipio atarea; por- 
que ni pueden de continuo reunirse todos 
los habitantes con ese objeto, ni aun 
cuando esto fuera factible, liabria medio 
do llegar á decisiones concretas, sin gran 
pérdida do tiempo en reuniones numero- 
sas. Ha habido, pues, necesidad impres- 
cindible de aplicar 1:^11 la viila municipal el 
sistema representativo, qne por otra parle 
es el tradicional ñxist*:nt« en el país desde 
lo antiguo. Kl sistema representativo está 
adeniAs detj>rminado por la analogía que 
el buen orden de la Nación exige que 
exista ontre la organiraición del Estado y 






de las asociaciones publicas que dentro 
él viven (1). 

Ahora bien; la vida municipal puede 

irarse bajo dos aspectos: ó bien como 

njunto de servicios org-anizados en be- 

leficio del vecindario, ó bien como con- 

mtración de fuerzas que para la presta- 

ión de aquéllos se reúnen. Eñ el primer 

ispecto, todos los vecinos, sin excepción, 

leñen interés directo en la administración 

pueblo; pero en el segundo afecta de 

modo especial é inmediato á los que, 

■mo contribuyentes, han de soportar los 

gravámenes necesarios para atender á los 

comunes. 

Resulta de esto que, si á la gestión de 
i intereses generales la designación de 
los mandatarios y representantes importa 
hpor igual á todos, en la de los intereses 
ipeciales, como los económicos, debete- 
lerse eu cuenta^el singular carácter de 
las clases contribuyentes para buscar en 
ellas los encargados de promoverlos y de- 
fenderlos; pero armonizándolos con los 

(1) Viaae Abello, Derecho AdmwistraliTxi etpaüol. 



M Béttuut utrnavÁi 

(innifCim por inodlo úo un organismo ad^ 
otiflilf), «n (|ií(! iintis y ípIi-oa, imi in-oimi-oirtii 
c(irr'fB|ii)rnlÍHiilf)dHii nís|n(cl,iva iiniwrtaii- 
(ííh, iibtentíflii roprcfiüiilaolón. 

Lfl i'iU'.ii'iim Maiii'fl, si|?iiÍoii(lii nh'oo'leii- 
I,i3s hist'VlRiis (I), ounque con difcnjiicia» 
ilñ <Mi-flnn«lnncÍfl9 y liompoí», ha twtjiblc- 
fil«Ii) fMibtfi ewM print^iiños la ivpresí^nla- 
ríiiiil ilel piiehlti íllipiniK enconifindanilosn 
ffestii^n á ciMíW iniiiviiiiios qiw formAn et 
TSihmn!, cúvi\n tfiiai''tiftnes inmediatos de 
los intom-ws ffeneíftíex^ y A otros rfooí 
vecinos, dclegadns por la clase más influ- 
yante, la Príncipalia, como fruardianes 
directos do los intereses espfcia/.es. He 
aqni el Áj/tmtawi^nto y la ,htntn tauni- 
cipalÚG\í{ Peninsfita, siqniüra on modos^- 
las proimivioncs. 

D.? una vej; para siempre iiidir-nremos 
aqni olra íidvcrtflneifi, á sabor: Qwe. siem- 
pre (jue en la inU'rprotacJi''n del Real de- 
creto que nos ocupa se ofrezca al^^una 
(luda no rosnelts por el mismo, (• por otra 
dísposieiiín especial, liahra de resolverse 



(I) VMe nnMn oMa K¡ Bai-nga^. 
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'gía segi'm los preceptos de la Ley 

Municipal vigente en la Península, que 

duda constituirá doctrina respetable, 

10 antes de la publicaciíjn ile ciertas 

3s civiles y penales en Filipinas eran 

atendidas allí,' con el propio carácter, las 

pronHll^^^da3 para la Península; y ahora 

smo existe un precepto terminante en 

propio sentido, en el art. 95 de la Ley 

ivisional para la aplicación del Código 

penal en el Archipiélago. 

Es antigua la aplicacidn de esta doc- 
trina; y para demostrarlo, copiaremos 
a Real orden de 7 de Diciernhre de 
)85-i, fundada en una Ley de Indias, des- 
istimando la instancia de los Abogados 
de las Islas que solicitaron la exención 
de cargos concejiles: 

«ETcrao. Señor: He daiio cuenta á la Reina del espe-- 
diente iustruído á coueecueuuia de k solicitud de exen- 
ción de cargos concejiles qne reclaman loa Abogados de 
'«saa lakB, y en su vista, y de confonoidad con lo con- 
tado por el Conaejo Real aobre el asonto, ba tenido á 
deseeiiíaar la preteiisiún, considerando el privilegio 
que desean obtener como contrario k laa leyes, y aten- 
diendo & que ei un principio connignado ea la S.", fílalo 
primero de la Reoapilacián de Indias, el que cuando la 
Itgialaciúji especial giiarda ñUnoia sobre ma maieria, 
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(I) ^, 



todo término municipal: 
dmero de eos habitantes 






Son circiinstanciaB preciaas e 

1,' Quenobajede 2.000 el iiüt 
leaideotea. 

2.' Que tenga ó se le pueda 
proporcionado k au población. 

3.* Qtie pueda sufragar los gaitua miinicipalea obli- 
gatorioB gon loa recurgoa que laa leyea autoricen. 

Subsistir^D, bíq embargo, loa actualee térroiaoa muni- 
cipalesqaeteagaa Ayuntamiento, aun caando do reúnan 

ÍIss citcuuBtancias anteriores. 
Notas 
Con gran exactitud, un ilustre escritor 
y profesor de la Universidad central, ha 
dicho: «El Municipio es un organismo 
que tiene sus raices en las entrañas mis- 
mas de la sociedad.)) 

Simultáneamente es el hombre miem- 
bro de la familia, vecino de su localidad, 
ciudadano en su patria. Las relaciones que 
dimanan de cada uno de estos aspectos de 
supersonalidadjurídica, aféctanleengra- 
do diferente. El Municipio ocupa el inter- 
medio entre las relaciones políticas y la-s 
I domésticas. Menos íntima que la familiar, 
la vida municipal es más cercana que la 
general del Estado. Muévense en lejanas 
esferas los poderes públicos, y apenas si 



miran á la persona. Un Ayuntamiento, un 
Alcalde, son para sas convecinos la más 
próxima, la raá^ viva representación de 
la autoridad. La proximidad hace deci- 
sivo el intlujo que ejercen los funcionarios 
municipales sobre la prosperidad 6 ruina 
de sus pueblos. 

Filipinas, no sólo después de su anexión 
á España, sino aun antes de llegar allí los 
españoles, en las comarcas donde buho 
población civil ha tenido constantemente 
vida y desenvolvimiento comunales; an- ■ 
tecedcntes que sirvieron <le fundamento 
á las instituciones municipales estable- 
cidas por Legazpi. 

Siglos hace ya que tenemos en Filipinas 
haciendamunicipal. Tenemos los Propios; 
venimos pagando arbitrios municipales. 

No hace mucho pagábamos medio-real 
fuerte para cajas de coniunidad, cuyas 
atenciones eran de carácter municipal. 

Hoy no pagamos por ese concepto, pero 
en su lugar, el 50 por 100 del importe de 
cédulas personales; recargo que corres- 
ponde al Municipio. De nuestra contribu- 
ción sobre propiedad é industria se dedu- 



ce otra cuota proporcional para el mismo 
objeto. 
L Y con todo eso, sin embargo, en el Ar- 
chipiélago no hay Munieipios. 

Hora era ya, pues, que el pueblo filipi- 
no tuviese Municipio verdad, y al fin han 
llegado los Tribunales municipales. Por lo 
nismo que hemos esperado largos años, 
nuestro aplauso, en vista de lo que en esa 
iirección se adelanta ahora, es tanto más 
entusiasta. 



Pueblo es la agrupación de cierto nú- 
Fniero de familias, que tienen intereses es- 
peciales y otros comunes á la nación á que 
pertenecen. Por esto baj que reconocer 
en los pueblos una doble existencia, ya 
como un todo acabado en sí mismos, con 
necesidades y medios propios, ya como 
parte de otro todo mayor de quien depen- 
den, y á cuyo desarrollo deben tender. 
_ ^1 pueblo, como hemos indicado ya, vie- 
, ser el lazo entre la famiha y la 
ilación. 

;a reciprocidad de intereses, unida al 
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Ede la Península tle 2 de Octubre de 1877, 
Aque tratan de los empadronamientos, y 
■que, aun á riesgo de hacer un tanto ex- 
Itensas estas Notas, vamos á reproducir 
I aquí, siquiera para que sea conocido en el 
jArcliipiólngo lo que en este particulafestá 
■dispuesto; creyendo nosotros que los Trí- 
iliunales municipales llenarán mejor sus 
f deberes cuanto más se inspiren para estos 
¿servicios eii el espíritu de las disposi- 
Icíone» ((ue los regulan eula rnadt-e patria. 

Del empudronantienlo 

Art. 17. Vt» oMJgadiín de lúa Aj^uataraieutua formar 

I al padrón lie todos loa huliitnntca exiateutea en iu USr- 

r mino, cotí expreaiiín de eu calidad de vecinoi, domicilia- 

itoK y trnnaeucstuB, nombre, edad, estado, proresiún, reai- 

denoia y átwAa círouuatUQCiaa que la estadística eii.JB y 

el Quhiemo determine, 

I Art. 1». Odaaiuco aüos se harfi un nuevo empa- 

I dron amiento, el cual aerÜ rectificado lodos las aQos in- 

I' terin«dioti con las in sari pe ion es de oficio ú & instancia de 

parte, y li* el i mió aciones por iimapacidad legal, defuu- 

ciún & traslación de vecindad, ocurridua durante el año. 

Loa vecinos que ctiinbien de 410101^110, toa padrea 6 

Intorea de loa que se icicapaciten y lus herederoa y tes- 

tameiitarioB de los finados, estin obligados & dar al 

Apuntamiento la dedaraciua cor respondí ente para que 

tenga etecto la eliminación. 

.\rt. 19. Hecho el empadronamiento qninciuenal 6 so 




Vil cilfiíiin ' una quií «>|ira>c ími klUrtuítuDM ocurrídu 
Jufitiilu »l nOfr, )' uti« coiujKtuiiva dn ttiu» lot tiabi- 
IttU'M iiu« roiultcii au al diuUlU) al uUiíuiuwi U opera- 

IJalu* liili» Ka piiljliuiir&ii liiiiieillutiiiiuiule. 

Ail. 'dU. Hl uiiiitu'l fililí tul un tu y lt« i'eaUftoauluuoi H 
vvriltimiáu un ul m«» ilu DIuliunlirB, y «niaráu, aif auino 
liK ii'^ifM. n >iiu|.i>..i,'i.iii lie uiiuiiiut i|iiiuraii ■«Hiuliiartoi, 
.'.I < t .uiitiinilciitiUii* ilUiy tiiiraaiitileii. 

i^nlvutci, ni AyiMitnmlijuti) r«ai- 
i .. .,.«-! i-.iiiilqiiiür tc*l<tBl)ta en «1 tir- 

i< ' liuiígiiIii o »iit niatifloa- 

>' lili» tin lu T«ltM)l« il«l 

i> . ttouii ttl aottDidu lina 
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Art. '23. LuB Ayuntamientos remitirÁD toiioa lúa atlas 
i la DiputaciÓD provincial, en el ultimo mes de cftdaBQo 
econúmico, un reaumeu del número de vecinos domiei- 
líadoB y transeuutes, clasificado eo la forma que para el 
ceoío de población determine el Gobierno. 



El autorizado periódico La Época, al 
ocuparse del presente Real decreto, dice, 
no síq razón: 

En el art. 2.° se vuelve á atroitellarel 
tecnicismo, pues se lee: 

«En cada pueblo de las islas de Luzón 
»y (le Visayas que, no habiéndose consti- 
Htuídoen Ayuntamiento, ete.n Los pue- 
blos no se constituyen en Ayuntamien- 
tos; aquellos pueblos á que se refiere el 
Sr. Ministro, se habrán constituido en 
'Municipiosy habrán elegido Ayuntamien- 
tos.» 

Ordinariamente se confunden las ideas 
de Municipio j Ayuntamiento, dando es- 
te último nombre tanto á la asociación 
como al Cuerpo que la representa; y es 
que la palabra Ayuntamiento se toma de 
dos modos: ó en su signiñcación general, 
6 en su acepción estricta. Si se toma en su 



significación g'eneral, el Ayuntamiento 
es la unidad elemental de la división te- 
rritoi-ial; considerado como reunión de 
ciudadanos unidos por los lazos de vecin- 
dad, forma parte de la administración 
pública; como la reunión de familias uni- 
das por los intereses, los bienes y los de- 
recUos comunes á todos, entra á consti- 
tuir las personas jurídicas, capaces de 
contratar, adquirir, poseer, litigar, etc. 

Si se toma en la acepción estricta, 
Ayuntamiento, qne viene del antiguo ver- 
bo ayuntar, juntarse, reunirse, quiere 
decir junta ó unión de dos ó más indi- 
viduos ó miembros, que vienen á compo- 
ner un todo, y así se usa para designar un 
Cuerpo de cierto número de personas á 
quienes se halla encomendado el gobierno 
civil y económico de cada pueblo de la 
nación. En este sentido se le conoce tam- 
bién en España con las denominaciones 
de Concejo, Regimiento, Cabildo, Muni- 
cipio y Municipalidad. 

Los nombres de Concejo y de Cabildo 
son los que se han preterido generalmen- 
te en Ultramar. 



k 



Nosotros creemos que las reformas dg! 
Sr. Maura son tan benéficas, que debiera 
suprimir las excepciones qu.e señala en 
este articulo, extendiendo su huena nue- 
va á Mindanao, Marianas y á las de- 
más islas del Archipiélago. Aún más: si 
aplicara su decreto á los arrabales de Ma- 
nila, quizá tas localidades ihás á propósito 
implantarlo, y donde las autoridades 
superiores de Filipinas pueden ver y am- 
parar directamente las sanas iniciativas 
de los indígenas más adelantados del país 
por el trato constante con los europeos y 
extranjeros, recogería sin duda el mismo 
Ministro en poco tiempo, tal vez al año, 
el fruto de sus desvelos. 

Y ¿por qué no hacer extensivo desde 
luego el beneficio de las reformas, con- 
venientemente ampliadas, al histórico 
Ayuntamiento de españoles de Manilal 
Siquiera por no avergonzar á aquella 
Corporación fundada por el gran Lagazpi 
como capital del Nuevo Reino de Castilla; 
pues si pronto no se la reorganiza, va á 
ser materia de ludibrio de los Tribunales 
municipales de naturales ó mestizos de 



sanfíley. Bien merece el aliidiiJo Aymta- 
miento de españolen, por tantos servicios 
¡irestailo» á In patria, se le baga especial 
ilialincirtn , igualándole completamente 
con los Ayuntamientos de la Península. 

Nuestra peticií'in no parecerá á nadie 
sospechosa, despuóa que un diario tan 
autorizado y tan conservador como La 
Época dice lo siguiente: 

«A'^iiulla Gorporaciún, fnndada porLe- 
gflzpi como cabeza gcnninnmente nacio- 
nal del reino de Nueva Castilla, debió 
oonservnr ante los indígenas toda la ira- 
pürtaneia que su fundador le dio. 

«Pero ni el Sr. Becerra en 1889, ni el 
Sr. Maura eh 1893, lo han comprendido 
asi, pi-efiricndo aquél crear otros ,4jí«rt- 
tamietU(is semejantes al de Manila en 
inutilidad, y éste liw 7Vtí*Mmi/es muniei- 
paíes, en vez de comenzar por reconocer 
explícita mente al Mimiciiuo de Manila, y 
reurganiairála mmlerua el A^nintamieo- 
tu que lo representara» (I). 



<1) \iam La SptM ^t áS ds J«lw di 103. 
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Establécese en este artículo 2." que la 
de la institución popular ha de bus- 
rse en la tributación de los pueblos; 
la medida no puede ser más acertada; 
rque el único dato que real y posltíva- 
ente puede dar la clasificación racional 
la importancia de los mismos, es el de 
.3 obligaciones respectivas. Pueblo suje- 
á obligaciones de ciudadanía, debe, en 
proporción á éstas, gozar de los derechos 
inherentes á esa ciudadanía y viceversa. 
Lejos de nuestro ánimo desconocer que 
[a cultura de los pueblos es elemento 
esencialísirao para determinar las insti- 
tuciones que mejor les cuadren; pero afir- 
mamos que no debe ser ese el único cri- 
terio, sobre todo en las Islas Filipinas, 
donde, en este punto, tanto se ha abusa- 
lo de la vaguedad y del sofisma. 
No hay más que fijarse en la manera 
■mo se suele discurrir cuando se trata 
de los asuntos de aquellas islas. Conforme 
sea el interés que impulse ú hablar, así 
medida la cultura filipina. Una mis- 
a persona afirmará cosas contradicto- 
as: á veces que el pueblo filipino carece 




J 



I I 



(I' 



t r ■ 



. . ; . 1 1 / ' I 



II I 



: ' ,■ . .' í , 



» 



, . ' . ; 1. I r I . I fj ( II 1 .1 i 



I I f i:tti .i\ : I 



l'i I I. I i ! I 



■ I 



I #i< yi{ ./, . ((/ 



j . I 



i.|i'*-<' •■ < |> ' 



I ! I I ' . I M I ' • ■ I ■ 

II I • J ■ I' I H i.i n • * MI |l • Im 



I . I . . 



I ■' 



I t i • I II 



I I JiH lili , 



I • I 



. .. . , 



• I ■ I • 1 1 ■ I I I 1 1 1 • 1 1( I • \ I I 



I 



I 



I I I I I ■ 1 I I • I lili •lili 1 • 1 1 • ■ ■ . I 

•1 I I I I I- I , lll lili llilllll, 

< • ( • • > • I I > lll lll I i 1 1 1 I 1 1 1 1 I . .1 

• I i i I I ■ I lll lili I I I I I I I I • I I ' I • II 

• • 1 1 I I ■ 1 1 1 lll 1 1 , ■ I 1 I !• t I I 1 1 1 

i»i-i ' II l-iil ii'-iiit I, "•■ 



1 1 1 



• • I • I. I. • i *. 



I 



49 

municipales: formar inmediatamente un 
Tribunal en cuanto haya población que 
contribuya al Estado con más de mil cé- 
dulas al año. Y sólo tardará ese Tribunal 
en constituirse ínterin no se complete 
dicho número. 

Por otra parte, no hay pueblo -en Fi- 
lipinas que pague menos de mil cédulas 
al año, por ser condición primera para 
erigir en pueblo civil cualquiera localidad, 
la de tener población de quinientos tribu- 
ios por lo menos. Signiflcando un tributo ó 
tributo entero en el Archipiélago la capi- 
tación de dos tributantes, resulta (imb qui- 
nientos tributos suponen mil tributantes. 
Y como en el moderno sistema tribu- 
tario cada tributante paga una cédula, 
donde existen quinientos tributos, allí 
también existen mil cédulas personales. 
Por consiguiente, en Filipinas np es pue- 
blo, en sentido legal, la agrupación que 
pague menos de mil cédulas personales. 
En todo pueblo, pues, de Luzón y de Vi- 
sayas no podrá menos de haber un Tri- 
bunal municipal. 

Ya que de cédulas se trata, y que tanto 



en la Peninsula como en el Archipiélago se 
paga el recargo de 50 por 100 sobre cédu- 
las personales para la hacienda municipal, 
vamos á consignar la tarifa de este im- 
puesto, que rige respectivamente en una 
y otra región, para que se yea que por 
este concepto los habitantes de Filipinas 
pagan cuota superior á la que satisfacen 
los de la Península. 

TAKIFA DE ClÍDÜLAS PEBSONALES , 

Ftitíat Tttttat 



Primera clase 125,00 100,00 

Segunda íil 100,00 75,00 

Tercera Id 75.00 50,00 

Cuarta id. . : 40,00 25,00 

Quiuta id 25,00 20,00 

Sexta id 17,00 15,00 

Séptima id 13,25 10,00 

Octava id 10,00 5,00 

Noveuaid 7,00 2,50_ 

Décima id 5,00 1,00 

Uüdécima id Gratis «I 0,50 W 



(1) FaraloB pobre 

(2) Fbtu jornaterus 



La superioridad de las cuotas filipinas 
' determina la superioridad de su recargo 
municipal. 



I 



Constituirán el Tribunal Municipal cinco in- 
dividuos, de los cuales una se denominará Ck- 
piTÁN, y /os oíroíciííXífo Tenientes, Mayor, de 
Policía, de Sementeras y ie Ganados. Bl Te- 
niente Mayor funcionaré co$}io R^dor Sindico, 
y sustituirá al Capitán en vacantes, ausencias ó 
impedimentos. La sustilución al Capitmúal Te- 
niente mayor se deferirá á los otros Tenientes, 
por ti orden, de prelación con $ue van enume- 
rados. 

Ley Ifuniaipal- vigente en la Península 

Art. 30. Bl Qobierao interior de cada término mii- 
DÍcipal aera eacoineadado i ua Ajunta ni lento, compnes- 

de Concejales, divididos en trea categurúts: Alcalde, 

enientea, Regidorea. 

El Afuntamieuta bctí elegido por loa reaidentea en el 
término qne tengan derecho electorsl 

Art. S6 Terminada la elección de loa Tenientes, 

el Ajontamiento nombrarí, uno ú doa Concejalea qne, 
el nombre y carácter de Prneuradore» Síndicoa, re- 
preaenten á. la Corporación en todos loa juicios que deba 



^^^ aostener en defenaa de los inteieaea del Municipio, j cen- ^^^^^H 
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Biireo y reviaeu todus las cuentas y presupuestos lóenles. 

Art. 61. Cuando iin Alcalde, ó Teniente ó Síndico, 
Tuese electo partt unii Comisiiín, Berli su Preaideute. 

Art. 160. Ei Contador 6 el Concejal Interventor, au- 
xiliados, si fiíere necesario, por el Secretario y demái 
depeodieutes del Aynritmaieoto, formaren las cuentas de 
cada ^'ercício en las dpociiB correspondientes, y con los 
dociimentuB justifica ti tos serán sometidos al Ayunta- 
miento, previa censura del Síndico. 

Art. 161. FijadaS definitivamente las cuentas por el 
Ayuntan liento, serán pasadas con el dictamen del Síndi- 
co y los documentosjustificatii'osparaaurevisiijn y cea- 
aura k la Junta municipal. ^ 

Art. 119. Los Tenienles reemplazarán al Alcalde en 
todas sus atribuciones, y los Regidores i loa Tenientes, 
por el ordeo establecido en el urt. 52, eu caaos de ausen. 
ciaa, enfermedades 6 v 



Notas 

Las razones aducidas para que fuese , 
respetado ea el Real decreto el vocablo 
Tribunal, pueden, repetirse con respecto 
al de Capitán, que corresponde al de Al- 
calde en el tecnicisrao del Derecho admi- 
nistrativo peninsular. 

Desde el siglo del descubrimiento de las 
Islas Filipinas por los españoles, los Reyes 
dieron el nombre de A IcaldeS á los Pre- 
sidentes de las Comunidades indias, y de 
Regidores á los Vocales de éstas, según se 
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lee en la ley XV. tít. III, lib. VI de la Re- 
copilación de Indias (1), y en otras. Carlos 
, IV, en sus Ordenanzas de Intendentes, 
^articulo 13, llamó también Gobernadores 
^á los Alcaldes; de allí la denominación de 
Gobernadores que tienea los Capitanes en 
la provincia de llocos Sur, de la Isla de 
Luzón. Por lo cual pensamos que el muy 
respetable ex-director de Gracia y Jus- 
ticia, D. Manuel de Azcárraga, padeció 



(1) Ordenamoa, qne en cada pueblo j reduccidu, 
baja un Alcalde indio de la migma reducciún; y si pasare 
de ochenta casas, dos Alcaldes y dos Regidores, tanibit^n 
indios; y aunque el pueblo sea muy grande, no haya 
más que dos Alcalde» y ci:atro Regidores, y ai fuere de 
menos de ochenta y llegase k cuarenta, no más de ua 
alcalde y uu regidor, loa cuales han de elegir por año 
nuevo otros, como se practica en pneblos de españoles é 
indios, en presencia de los curas. — (D. Felipe IH, en 
Madrid á 10 de Octubre de ISia]. 

Ley XVI. — Tendrán jurísdiccilíu los indios Alcaldes 
solamente para inquirir, prender y traer & los delincuea- 
tes k la cárcel del pneblo de españoles de aquel distrito; 
pero podr&n castigar con un día de prisión, etc., etc. — 
(D. Felipe HI, ea Madrid í. 10 de Octubre de 1618). 

£e^ aF//. —Permitimos que en los pueblos doude 
hubiere Alcaldes ordinarios indios, y estuviere ausente 
el Corregidor, y Alcalde mayor ó su teniente, si los 
negros 6 mestizos hicieren algunos agravios 6 molestias, 
puedan prenderlos y detener en la cárcel, hasta que el 
Corregidor, ó Alcalde mayor 6 su teniente, llegue y 
haga Justicia. — (D. Felipe II, en Madrid á 11 de Agosto 
de 1563.— Lib. VI, tít. lU, de la K. I.). 




una equivocaciíSn al creer fiue se les daba 
el nombre de Gobernador á los Capitanes 
en dicha provincia, porque les sonaba 
mejor que el de Capitán (1), 

En nuestra niñez hemos conocido á 
varios ancianos de Bulacán y Parapanga, 
á quienes se llamaia Alcaldes en vez de 
Gobernadoreillos, porque fueron Presi- 
dentes de las Corporaciones populares por 
ios años en que regía también en Fihpi- 
nas la ley peninsular de 3 de Febrero de 
1883; época en la cual tuvo Diputados 
á Cortes el Archipiélago filipino. 

Pero es lo cierto que, en la generalidad 
de los pueblos para quienes se ha hecho 
este Real decreto, se denomina Capitanes 
á los Presidentes de las llamadas Corpora- 
ciones populares, y es vocablo admitido 
en los dialectos que se hablan en el país, y 
de gran significación histórica; circuns- 
tancia que no reviste la voz A Icalde, nom- . 
bre insólito para los pueblos de ■ 
importancia en Filipinas. 



(1) Véase La Reforma del Municipio indígena i 
Filipinas, por D. Manuel de Azcimga. 




' En efecto; el vocablo Capitán corres- 
"pomíe al periodo de la entrada de los 
españoles en el Archipiélago, en que la 
Autoridad civil local, en medio de tribus 

Po sometidas, en guerra con algunas, 
sumía también la Autoridad militar del 
aeblo, llamándosele Capitán, porque lo 
[•a de la fuerza irregular de la población. 

El Teniente Mayor fuiícionaTd como Regidor 
Sindico. 

El Regidor Síndico, sucesor del defen- 
sor civiiatis de la época romana, del Sin~ 
dico procurador, del Diputado y Persone- 
ro del común, es el representante de los in- 
tereses del pueblo, el vigilante de los de- 
rechos del Ayuntamiento y su asesor, que 
debe revisar y censurar todas las cuentas 
municipales y presupuestos locales, etc. Es 
de suma importancia este cargo, y nunca 
debe estar vacante. Si entre los Conceja- 
les hay algún Abogado, regularmente se 
le nombra, porque es conveniente sea 
¡ersona versada en el Derecho común y 
i la administración, puesto que su dic- 



\ S6 bÍoimbn > 

tamen debe ser oido por el Tribunal en 
todas las cuestiones que versan sobre 
puntea lie Derecho ú otros de difícil re- 
solución, y como se ha dicho, es un ase- 
sor llamado á ser, á la vez que órgano de 
la Ley, intérprete de las necesidades y 
do la conveniencia de la comunidad. 

Antes de que pasen las cuentas á la 
Asamblea, exige la ley de 2 de Octubre 
de 1877 para la Península su dictamen al 
Síndico, y manda eu su art. 161 que se 
expongan al público por quince días en la 
Secretaría luunicipal, y se reciban por es- 
crito las observaciones que formulen los 
vecinos, para que con toda la copia de 
datos posible vayan á la reunión ó asam- 
blea. El Sindico ha de examinarlas en 
cumplimiento de su deber, y emitir su 
informe razonado; no hay inconvenien- 
te en que se valga para ello, si carece de 
conocimientos, de persona de su confian- 
za que los tenga y pueda ilustrarle. 

A la publicacióa no puede faltai-se, y 
deberá anunciarse por edictos, haciendo 
saber al vecindario que las cuentas están 
de manifiesto en la Secretaria por térmi- 



no de quince días, y serán admitidas las 
observaciones escritas que cada cual tu- 
viese por conveniente presentar. 

Si el Regidor Síndico pasase á desem- 
peñar interinamente el cargo de Alcalde, 
el Ayuntamiento designará otro Regidor 
que le reemplace, también interinamente, 
en aquel cargo. Lo mismo sucede cuando 
el nombrado Sindico se ausenta 6 se im- 

I posibilita temporalmente. 

Guando el Síndico forma parte de una 
comisión, tiene de derecho la Presidencia, 
si no es miembro de ella el Alcalde. 

Enumeramos en extracto estas atribu- 
ciones del Síndico en la Península, porque 
el decreto del Sr. Maura no establece re- 

; glas para el ejercicio del cargo: bien que 
éstas y otras lagunas vendrán á llenarlas 

^ los reglamentos, que jamás podrán inspi- 
rarse en principios tan sanos como los 
que informan la legislación general de 



Lástima grande que, al constituir cada 
Tribunal mimicipal, no se haya tenido en 
cuenta el censo de la población para se- 
ñalar el número de miembros de aquel; 
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Los anco cargos te con/eriráii por elección, 
4 pluralidad de votos en tolación. secreta, hecha 
del modo siguiente: El día públicamente señala- 
do al efecto po-r el Gobernador de la provin- 
cia, la PHncipalia de cada pueblo, emi asistencia 
del Devoto' á Reverendo Cura Párroco, y del Ca- 
pitán salieiíie, desianará como electores doce ve- 
cinos: seis de ellos de entre los Cabezas de Ba- 
rangay que lo hubieran sido sin nota desfavorable 
por espado de diez aüos consecutivas, a de los p«e 
estuvieran eu ejercicio al tiempo de la elección; 
(res de entre los Capitanes pasados, y otros tres 
de entre los mayores contribuyentes del pueblo, 
que m psrtmezean á ninguna de las categorías 
anteriores. 

Si no pudieran designarse, en algún pueblo, los 
seis Cabezas de Sarangay, se completará ese nú- 
mero con Capitanes pasados, y en defecto de éstos, 
con contribuyentes. 

JVo podrán figurar entre estos doce vecinas elec- 
tores los procesados sobre quienes hubiera recaído 
auto de prisión; ios qve hubiesen sido corregidos 
gubernativamente más de tres veces por su mala 
conducta; los que haifan suf ritió pena ajlictiva ó 
de inhabilitación; los que estén sujetos á interdic- 
ción civil ó i la vigilancia de la Autoridad por 
sentencia de los TribH7iales de Justicia: los deu- 
dores dios caudales municipales, provinciales úds 



la Hacienda pública-, los qm tengan con los Tri- 
buMlts municipales, la provincia <i el Salado, 
contratos qu6 hayan de ejecutarse dentro del tér- 
mino municipal, y los qv^ manlenffan pleito con 
til Tribunal municipal d que pertenecen. 

Ley Uunicipal vigente en la Fesfnsula 

No existe artículo alguno que corres- 
gponda á la especialidad del artículo que 
Iprecede. 



Notas 

Privadas las Islas Filipinas del derecho 
I electoral que disfrutaron al igual de la 

► Península, por virtud del desdichado 
tacuerdo de las Constituyentes de 183T. 
■casi puede mirarse como un gran pro- 
greso este limitadísimo sufragio que es- 
Itablece el decreto del Sr. Maura, y á que 
I seguramente no daría mas amplitud pop 
Laquellos mismos obstáculos á que nos re- 
} ferimos al principio de estas páginas. 

Distínguense los derechos de los ciuda- 
I danos en civiles y políticos. 

Derechos civiles son los que el hombre 
ttiene por ser hombre, sin consideración 
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(Irt.t IJIIí' ti'iri'f ("((y un ciMrtit» I» pro- 
ÍHfllllt ill'illiti'ln» i|fM «tlAhí entro lúa úe- 
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|. lo que los españoles son emancipados por 
I edad al cumplir los veintitrés, según elGó- 
Idigo, y no pueden elegir ni ser elegidos 
FGoncejales hasta que tengan veinticinco 
I' años. Tan es así, que aldiscutirseen el Con- 
Igreso de los Diputados la vigente Ley elec- 
1 para representantes en Corles, se 
presentó una enmienda al art. I ." encami- 
Inada á equiparar la edad para el guce de 
tíos derechos civiles y pohticos, y fué des- 
lechada por mayoría; bien que no dejará 
Ide parecer extraño que á un hombre se 
Tle considere con capacidad para todos loa 
I actos más importantes de la vida civil á 

3 veintitrés años, y no se le estime ca- 
I pacitado para emitir su voto en los co- 
I micios hasta los "veinticinco. 

El fin del Real decreto que anotamos 
s indudablemente que sean elegidos para 
I los cargos concejiles, hambres ala vez que 
I deprobidadnotoria, de inteligencia y res- 
I ponsahihdad, Poreso seLuscan las garan- 
tías que hemos visto. El tiempo dirá si 
I resaltan del todo eficaces. 

Lo que no admite duda es que esos Tri- 
thunales sogí corporaciones esencialmente 



adtninislralivHs, uu.va acción, que es la 
mA9 Inmoiliata sobre la ^eaeralidad de 
los lialtilaultís, lia «lo (yorcor para los mis- 
mus el más benótico intlii,¡o. 

llmiKks tlíoho qiio, á p6sar de la excesi- 
va restriiviv^n ilol sulVagio. la proseóte 
reforma envi»lve im venladero progreso. 
Oian(k> c\ hím lie 1^70, la Camisión par- 
Iftmefitária eiiAar^da do formular la Lev 
Mimtciipa9 emiW sudictauíen, puso como 
lvt$«£ ran<íAme»t-a!cs de ella: 

%1» ■ntnoinnlK Jncul «n el orden iJlaiñúa irMi rtt, r la 

itiUhora-tiv y Ik <^ueiVK; U pohlieidad en tnñtm 1m 
KCTM úr Ina OoTpnmnionMi ; U intci-VDneif'ic Ael poder 
sopivnin «n «iMiiT/i Inwm i «Kgnntr el onm^ilimieDU- de 
hi kT», y la TWiMMaliilidBJ completa r e&au anu )a 
AdmInMnutioii 6 Im Tril'unaleí dr Jnsiioia.* 

Tulos son, sin dti'ia, los idíinlc^ á ynp ?;? 
j'dirig'eii los pasos liül joven "\; 
¡ndíir on la manorn qae Im 
(fio p/«ible los iDlepftses de uiiaÑ.. .. . . : . ... 

bUa^, deseoso de oootribaiT « fm bun^ 
iTj," pmím»o. 
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, narios de las localidades el censo de elec- 
tores y elegibles para los cargos popula- 
res; por lo cual urge sobre manera que 
aíhte todo se formen con esmero las lisias 
de electores y elegibles, de que se carece 
por completo. Mas téngase presente, al 
formarlas, que es tal el horror que cier- 
tos cargos inspiran, que muchas perso- 
í influyentes hacen que por cualquier 
[■motivo se les incapacite para ser Capi- 
r tañes ó Cabezas de Barangay, eludiendo 
■así las tremendas responsabilidades que 
l-estos cargos llevan consigo, y que, se- 
Igún -veremos luego, desaparecen por el 
Decreto Maura. Esas personas deben figu- 
I rar en las nuevas listas, si reúnen las 
I condiciones esenciales exigidas por el ar- 
, tlculo que anotamos. Y aunque algunas 
hayan sido corregidas gubernativamente, 
6 se haya dictado en su contra auto de pri- 
sión, parécenos conforme á equidad que, si 
luego resultaron inocentes, seles rehabilite 
para el ejercicio del derecho electoral, ac- 
tivo y pasivo. 

Si el domicilio y arraigo son garantías 
de que las magistraturas municipales se 
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los p&mfoi antetiorea, se encueatn en el térmiao acci- 
destftlmeDte. 

Art. 13. Tadn eapuñol ha de cooatsr erapadronado 
como vecino 6 domiciliado eo ftlgiio MuDÍcípio. 

El que tuviere residencia alternativa eo varios, optara 
por Is vecindad en uno de elloa. 

Nadie paede ser vecina de lai» de un puebloj si ujgu- 
DO le hallare inscrito en el padrón de dos ú mka pueblos, 
ge estimará como válida la vecindad últimamente decla- 
rada, quedando desde eatoocea anuladas las auteriores, 

Art. 14. La cualidad de vecino es declarada de oficio 
6 í instancia de parte por el Ayuntamiento respectivo. 

Art. 13. Kl Ajuntamientú declarará de oñcio vecino 
& todo español etnaucipado que, en la ópoca de formarse 
ó rectificarse el padrón, lleve dos años de residencia fija 

También hará igual declaración respecto & los que en 
las mismas épocas ejerzan cargos públicos que exijan re- 
sidencia fija en el término, aun cuando do hayan comple- 
tado los dos años. 

Art. 16. El Ayuntamiento, en cualquiera época del 
afio, declarará vecino í todo el que lo solicite, sin que 
por ello quede exento de satiafacer las cargas municipa- 
les que le correspondan hasta a.quelk fecha en el pueblo 
de su anterior residencia. 

El solicitante ha de probar que lleva en el término nna 
residencia efectiva, oontiouada por espacio de seis meses 
á lo menos. 

Art. 28. Los extranjeros gozarán de loa derechos que 
les correspondan por los tratados lí por la ley especial 
de extranjería. 
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ren el interés de alguien, seguramente se- 
rán al principio respetados, pero luego no 
aduiitidos. 



Si no pudiera/i designarle, en algún pueblo, 
los seis Caieías de Barangay, se completará ese 
número con Capitanes pascidos, y en defecto de 
éstos, con coiitnbuyertles. 

No es fácil q^ue se dé el caso previsto, 
por halíer en los pueblos mayor número 
I de Cabezas de Earangay que ex-Capita- 
l nes; pero de todos modos, si hubiere de 
p llegarse á los simples contribuyentes para 
completar número, parece que deberían 
■ elegidos entre los individuos de la 
I Principalía. 

No establece el decreto qué cuota han 
de satisfacer esos contiibujentes para 
ejercer el derecho electoral; por consi- 
guiente, dado el principio de que donde 
la ley no distingue, á nadie le es permiti- 
do establecer distinciones, podría creerse 
bastante cualquier cuota de contribución. 
\ Sin embargo, visto el pensamiento gene- 
Iral del decreto, no nos atrevemos á sos- 




itnfif>rtfl, por Ií> tanto, que a 
: tiene atríbacionea pv: 
'n oportuna. 



Di«e el Real deCTéto: 

lii ¿é*t^h«r&n eoTttú tl&^ore» doce vtemot, etc. 

\ ftfimTi v(<ta parece fjne do se pre- 
( ile!ifl/!/!resaflesiírnaei(ín; 
r '"i'_'i'j.n(j ¡nie'lefíaljerdmla 

' v''iill''iirla lariiljién por 
k seoittla, «e^iln ne expresa iMira 
icítt^iíill |iHncí|iio lie esle ar^ 
A^oitins, hfty el piwretlonle «lo que 
ort la i'ettinsulrt, fíurtn'lo ¡w nombra ó 1» 
tioíiilínnlo (wm/»vwít.«rftav. esto seraalia 
por vol.acú'in. 

\'\ nlwtiiMo sistema de la suerte, em- 
picado un TlUpinas, <lohe rosioel lamente 
dtendonarse. 



Los rfoce íifíipí nsí ^^epa/lof ffív la PHnd- 
patia. eltgirAn & su vez, en el misma ecto. iam^ 
^í^ á pluralidad de votos y en vnl^ieitin seerttt. 




pñnieramente al Capitán,y después, sin interrup- 
ción, y um á uno, al TenieiUe Mayor, y los Te- ■ 
nieníes de Policía, de Sementeras y de Gatiados. 

Etegiráií de tgml modo, en concepto de supleít- 
tes, oíros dos individuos más. 

A los Capitanes elegidos expedirá el título, como 
Delegado del Gobernador general, el Gobernador 
de la provincia, tan. pronto como reciba el acta que 
acredile la elección. 



Ley Municipal vigente en la Península 

Art. ¿3. Conatítuído el nuevo Ajuntamíeato bajo la. 
presideuoía iaterina del Coacejaj qae hubiera obtenido 
nift^or sÚDiera de votas, procederá & lit clecciún del Al- 
calde. 

Art. 54. Ls votación se hará por medio de papeleta», 
I que loa Concejales, Uamados por orden de yotoa, irán de- 
I positaudo uuo & uno eo la urna destinada al efecto. 

Art. 53. Terminada la votación, el Preaidente SBcar¿ 
le la urna !as papeletas una 6 una, leyendo en voz alta 
lU contenido, que el Secretario del Ayuntamiento ano- 
tará En el acta. Todos los Conciy ales tienen derecho para 

Qnedari elegido el que obtenga la mayoría absoluta 
del numero total de Concejales. En caso de empate, se 
repetirá k votaciúa, y si hubiere seguudo empate, deci- 
dirá la suerte. 

Art. 56. Proclamado por el Presidente interino el 

resultado de la votación, el elegido pasará ¿ ocupar U 

Presidencia, y recibirá las iueigniaB de su cargo. En 

seguida, por el mismo orden, y uno por uno, se proee- 

\, derá á la elección de los Tenientes. 
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OF MICHIGAN 



El Ayuntamiento es la representación 
de los habitantes del pueblo; para éstos 
será en primer término el daño ó prove- 
cho que resulte de la gestión de los re- 
presentantes; y si es así ¿con qué dere- 
cho se prescinde de la voluntad de los 
representados para elegir á los que han 
de llevar la personalidad de éstos? ¿Es 
justo, cabe en buena lógica hacer res- 
ponsable al vecindario de los actos ajenos 
realizados sin su intervención, siquiera 
indirecta y remota? 

Nadie como él vecindario está intere- 
sado en evitar los desaciertos del nom- 
bramiento de los que han de administrai' 
los intereses del pueblo; nadie mejor que 
el vecindario apreciará las circunstancias 
locales para determinar lo oportuno, re- 
chazar lo perjudicialyman tener lo conve- 
niente á sus propios intereses, y, por con- 
siguiente, nada más lógico que reconocer 
en el voto vecinal su verdadero valor. 

Ahora, el Capitán será la persona vota- 
da por los pueblos que tienen derecho á 
elegir por su administrador, siquiera den- 
tro de estrecho círculo, á la que les ins- 



pire más confianza; y en este sentido el 
Capitán ejerce las atribuciones que le son 
propias en virtud de mandato del pue- 
blo, representado á su vez por la Prin- 
cipaba. 

Pero el Gobierno necesita tener su ac- 
ción expedita, un órgano de comunica- 
ción, un encargadodel orden público, etc., 
y por no nombrar otra persona igual al 
Capitán complícanclo el sistema, delega 
su autoridad en la misma persona elegida 
por el pueblo. Ya desarrollaremos con al- 
guna extensión este punto. 

El nombramiento de los Alcaldes por 
el Gobernador tiene dos inconvenientes 
graves: 1." Que, con raras excepciones, el 
Gobernador que los nombra no conoce á 
la persona que inviste con este distingui- 
do cargo, delegando en él, no ya su au- 
toridad política, sino hasta la adminis- 
tración del pueblo; y muchas veces los 
antecedentes y noticias que adquiere, en 
el deseo de hacer un nombramiento acer- 
tado, son dados por quien procura más, 
en el nombramiento del Alcalde, su inte- 
■ que el bien del público, y 



tai vez servir al amigo que por sus con- 
diciones-especiales debería ser nombrado 
y pide corao un favor que no se le nom- 
bre, ó que aspira al cargo sin bastantes 
merecimientos. El segundo inconveniente 
es que, nombrando el Gobernador los Al- 
caldes, se bace solidariamente responsa- 
ble de la mala administración de los pue- 
blos, porque se le supone que se ba mez- 
clado en todos los actos del Municipio, y 
se te imputan todas las faltas cometidas, 
todos los accidentes desgraciados que han 
ocurrido, todos los desórdenes adminis- 
trativos que han producido la poca inteli- 
gencia, el poco celo, y alguna vez la mala 
fe del que nombró como su representante 
6 delegado (1). Buena prueba de ello los 
cargos que se dirigen al Gobierno por la 
gestión administrativa del Ayuntamiento 
de Madrid, cuyo Presidente nombra aquel 
ubérrimamente. 

Bien cuadra repetir aquí las palabras 
de un Ministro inglés: «Si la responsabi- 
lidad de todo lo malo que sucede en cual- 



(I) Véaie Abella. — DereeAo Admiaisira 



qiiier rincón del reino pudiera imputarse 
al Gobierno, resultaría uu descontento 
general, un peso de impopularidad bajo 
el que el Gobierno seria aplastado muy 
pronto.» 

Aplaudimos, .pues, sinceramente las de- 
cisiones del Ministro de Ultramar, tanto 
más, cuanto que se conforman con los 
precedentes de la historia antigua del Ar- 
chipiélago, consignados en nuestra obra 
El Baranoat. 



Ni en este articulo ni en el anterior se 
expresa quién ha de presidir esas Juntas 
electorales; pero, por analogía con las de 
igual clase que se veriflcan en la Penín- 
sula, y aun atendiendo á las atribuciones 
que los arts. 12 y 15 otorgan á los Capi- 
tanes, parécenos que puede afirmai^e que 
sólo éstos, ó los que deban sustituirlos en 
sus funciones, podrán tener aquella pre- 
sidencia. 



« LAB UIíAS FB.inÑIÍ 



En cuanto á la forma de la elección, no 
cabe duda en que debe ser por papeletas 
donde se escriban los nombres y apelli- 
dos de las personas á cuyo favor se vota; 
pero no se han de flrinar, esas papeletas, 
porque esto equivaldría á quitar á la vo- 
tación el carácter de secreta que el de- 
creto terminantemente exige. 



Be las operacioiies reguladas en tas dos artícu- 
los anieñoreSt y de su resultado, se exlemierd. 
acta por duplicado, suscrita por los doce vecúios 
electores y visada por el Devoto ó Reverendo Cu- 
ra Párroco y el Capitdn. saliente. 

Su el mismo dio- de la eíeccida se fijará, en la 
Casa-Tribuml la lista de les elegidos, tanto para 
Delegados de la Princípalia, como para formar 
el Tribunal municipal, expresando e>t el anuncio 
que se concede el plazo de tres dias para presentar 
reclamaciones. 

Termimio este plato, se retniíirá copia del 
acta de elecciones con las reclamaciones, si las 
hubiere, al Gobernador de la provincia, guien 
resolverá dentro dd tercer dia, con audiencia de 
la Junta provincial, sobre la legalidad y valides 
de las elecciones; y de lo resuelto dará e¡i todo 



■ -'ir fw el Gfihermifir ds l» 
' , ¡6s electos ett^fifiíi en pa- 



ÍÁ Ley Afimw'rpftl' Aa 1» f .«niiiíínla no 

Notas 

ftéfléreae esUa &Hicití<¡ & ifroceflimien- 
im etihsigiiitíñies & la elección, y attán 
^HittJátloJi mu phéoepios oun bastante 
etaHtifíit. 

Líi il|ll'()tiííiilntt ilel Gtolttífíiailor i!o In 
jihtviiir-iíi en in-ecisií i-uijonoeer qu<^ piitíde 
sor iii'iwsftria i-n tfttiti) no se establi'zi^an 
phünlinás eleflomtes bien doAnUias; paro 
fii'Wn\i)ft lili «Hfl iifirlo qiKí los Orrtberna- 
ittlVes ilpben inspirarse, al conocer de es- 
toa ftsiifttos, i^n un oritfírio muy amplio, y 
mb^' tnílii mny rwto, portpie líe lo coti- 
imrio vondrinn A dostnrir (wi inioisliva 
popiil.'u- qiií' el (Iftori'to (wtablecñ;* y de 
«ítra pnrfe, qtie debo pensai*se en que ese 
trámite <l6sap«pftMa cnanto antes, cono- 



ciendo sólo los Gobernadores á virtud de 
reclamaciones contra los actos electora- 
les, únicos casos en que au intervención 
es verdaderamente necesaria, allí donde 
no hay Diputaciones provinciales. 

¿Quién puede formular las reclamacio- 
nes á que este artículo se refiere? 

El decreto no lo dice. Desde luego no 
puede haber duda en que ese derecho 
compete á los electores; pero como todo 
vecino tiene interés legítimo en estar le- 
galmente representado, entendemos que 
los Gobernadores de provincia deberán 
tomar en cuenta, para sus decisiones, to- 
da reclamación justificada que formule 
cualquier vecino. 



Gonio nada dice^l Real decreto acerca 
de la manera de deducir reclamaciones 
contra los acuerdos del Tribunal munici- 
pal, ó ante este mismo, ni de las perso- 
nas que pueden formalizarlas, no estará 
por demás que recordemos aquí algunas 
disposiciones de la Ley municipal de la 
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I eximirse de caicos ooncejiles, exige algún 
f Üompo para que aquéllas ailquieran las 
f condiciones qiio A su i-epi-osoñlaciiSii oo- 
I ntíspoiidon. 

Üigna Ao, aplauso os In motlillcacióa de 
I dar entrada cu las Principalías á todos 
I los vecinos, siempre que paf^iion 5i) pesos 
I por contribncirtn lerrilurial; siendo do ex- 
I traüar que no se haya hectie la misma 
t conoesiiUi A lus que sali^rat^aü igual cuo- 
[ ta por oualquier otro concepto, y sobre 
r todo A las (Wi-sGuas revestidas de tilulos 
[profesionales rt académicos, y aim.á las 
rque bayan aci-ediUido su aptitud intelec- 
tual por el desempeño de ciertos destino?: 
púLlioos. 

Nunca se pondrA bastante empeño en 
enaltecer el elemento de la inteligtMioiaí 
' y no podemos poi-suadirnos do qno en el 
I cerebro de un hombre do estos tiempos y 
I del indudable talento del Sr. Maura, quepa 
I la idea mezquina y ridioiila de que la in- 
Itervenoióu de los lUlpinos ilustrados en 
■los asuntos públicos del país pueda com- 
prometer jamás los derechos de España 
1 el Arohipi¿laKo. 



Como la representación delegada de la 
Principalia y la Junta municipal de la 
Península tienen mucha semejanza, va- 
mos á describir aquí la organización de 
ésta, que bien pudiera ser de algún modo 
arquetipo de aquélla. 

I. Composición de la Junta. — Si el 
Ayuntamiento, como es dicho, es el re- 
presentante de todos los intereses del Mu- 
nicipio, en la Junta municipal organizase 
la representación do los económicos, cuya 
compleja naturaleza, proveniente de la 
oposición entre el interés que determina 
ó motiva el gasto, y el interés de quienes 
han de pagarlo, privándose de una parte 
de su caudal, exige que los asuntos de este 
orden se ventilen y resuelvan mediante la 
concurrencia de ambos intereses, en un 
cuerpo ó asamblea, donde los dos tengan 
quien los represente y defienda, de ma- 
nera que el resultado sea armonizarlos. 

La Junta municipal se compone del 
Ayuntamiento y de un número de Voca- 
les asociados, igual al de Concejales de- 
signados de entre los contribuyentes del 
distrito. 



II. Carácter y duración del cargo de 
Vocal asociado. — El cargo de Vocal aso- 
ciado es también honorífico, gratuito y 
obligatorio, pudiendo compelerse á des- 
empeñarlo á los designados, por los mis- 
mos medios que las leyes administrativas 
y la penal establecen respecto á*los Con- 
cejales; dura un año económico, y su 
aceptación puede excusarse por las causas 
señaladas para eludir la investidura de in- 
dividuo del Ayuntamiento (1). 

III. Quiénes pueden ser Vocales. — 
j Todos los vecinos que contribuyan por 

repartimiento á sufragar las cargas mu- 
¡ nieipales, y, en defecto de repartimiento, 
\ que paguen contribución directa al 
Estado, pueden ser designados para el 
cargo. 

rV. Incapacidades é incompatibilida- 
des. — Se exceptúan, por razón de incapa- 
cidad, los que adolezcan de ella para ser 
Concejales, yporincompatibílidad los que, 
al ser designados, formen parte del Ayun- 



(I) Ley Municipal de la PeníoBuia, art*. 63, 67 y 
39, y Real orden de 27 de Jaaio de 1872. 



tamiento, sus asociados y parientes den- 
tro del cuarto grado en los pueblos ma- 
yores de 2,000 habitantes, y del segundo 
en los que de esa población no excedan, 
así como los empleados y dependientes 
del Municipio. 

Las delicadas funciones que la ley en- 
comienda á los Vocales en asuntos tan 
importantes para el interés público como 
las cuentas, no permiten que el precepto 
legal sufra ninguna relajación, y por lo 
tanto, en el caso de que todos los indivi- 
duos de una sección de contribuyentes 
estén incapacitados, ó comprendidos en 
alguno de los casos de incompatibilidad, 
deben ser distribuidos entre las otras sec- 
ciones, repitiéndose, á ser necesario, la 
elección hasta que se obtenga la for- 
mación legal de la asamblea de asocia- 
dos (1). 

V. Clasificación de los contribuyen- 
tes. — Proponiéndose la ley que en la re- 
presentación especial del cuerpo coniñbu~ 



ymie figuren todas las clases que lo com- 
ponen , prescribe á los A juntarnien tos que , 
en una de las cuatro primeras sesiones, 
determinen el numero de las secciones 
en que, para preparar la formación de 
la Asamblea de Vocales asociados de la 
Junta municipal, debe dividirlo, en pro- 
porción al vecindario, la cuantía y clase 

* de riqueza, sin que en ningún caso sea 
menor que el del tercio de los Concejales, 
ingresando en cada una los vecinos ó ha- 

, cendados pertenecientes á una misma 
clase. Si esto no fuera posible, por ser 
uniforme el concepto contributivo del 
vecindario, el repartimiento en secciones 
se llevará á cabo por calles, barritas ó 
parroquias. De igual modo se procederá 
cuando alguna de las formadas por agru- 
pamiento de clases resulte tan numerosa 
que por sí sola haya de comprender la 
cuarta parte del total de Vocales, tenien- 
do en cuenta que de cada Sección han de 
salir tantos cuantos corresix>ndan pro- 
porcional mente al importe de lo que por 
repartimiento vecinal, 6 en su defecto, 
por las contribuciones directas del Es- 



HN uCaiwtiii NiniioiPAX. 

tmlü, ¡mgiifin todos sus individuos (1], 
VI. Reclamaciones, — Formada así la 
dijitribución úaX c\xe^T\iQ contribuyente en 
HOüoionos, el Ayunta tniünto la publica á 
lln di! i\\M lt(H Intaresados puedan produ- 
cir aiilti la Diputación, en los ocho días 
siguiünlüs, las roclamacionca que estimen 
oportunas. 

Ilosuoltas las (jue so entablen, queda 
iilümadn la formación do seocionea, y 
rosta sólo liaoer la elección para designar 
<jiii(Jnos serán los comprendidos en ellas 
quo durante el aílooconóniico han de for- 
mar la Asauíbloíi deasociadus ^2). 

\'ll. Ülección de asociados y constitu- 
cióH de /«I Jimia. — Al efecto, reunido el 
A,vuntamiento en sesión pública, que de- 
be aounciarse con dos dias de antelacii^O; 
ou la forma ordinaria, y previo aviso una 

Phwa antes de wlebrarla á toque de eam- 
aa, s* lleva á cahi> la eIeoeit.\n, pwbli- 

rtimluw lumeUiata mente su resuíladopor 
«ÍK(05, V bacKOtio saber á cada tmo 
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de los designados su nombramiento (1). 
VIH. Constitución de la Junta. — Gomo 
puede ocurrir (pie haya quien desee ser 
relevado del cargo, 6 quien impugne fun- 
dadamente la aiititud legal de uuo ó más 
de los que lo han obtenido, preceptúa la 
ley que el Ayuntamiento admita y re- 
suelva en loa ocho días siguientes ó la 
publicación del resultado de la elección, 
las excusas y oposiciones, y una vez re- 
sueltos los recursos, se constituirá la Jun- 
ta; acto que' de todos modos ha do efec- 
tuarse dentro del mes de Agosto^ segundo 
del año económico. Por lo demás, si por 
efecto de excusa, incapacidad ú otro mo- 
tivo ocurre alguna vacante, se proveerá 
con las solemnidades referidas (2). ' 



£os cargos de Capitán, de TenierUes municipa- 
les, de suplentes y electores delegadoi de la Pri-a- 
cipaíía. Son honorifieos y gratuitos. 

(1) Art, 68. 

(2) ArtB. 69 y 70. Víape Abella, Dnrecho Adminia- 
Irativo Eipañol, tomo I, tlt. V, cap. IX, 



Su desempeño será oUigatoHo durante un pla- 
zo de cuatro años, si no se presenta, y Justifica 
alguna de las exaisas que enumera el art. 11. 

Ley Municipal vigente en la Península 

Art, 63, La inreatiduia de Alcalde, Teniente 6 Sín- 
dico, y los cargos de Coacejalee, de Vocales aiociadoa y 
de Alcaldes de barrio, eon gratuitos, obligatorios j ho- 
noríficos. 

Loa Alcaldes, Tenientes y Itegidores no tendriu, co- 
ntó tales, tratamiento alguno especial. 

En las capitales de provincia de primera clase pueden 
loa AjuntamieutoB conceder cierta suma al Alcalde pan 
gastos de representación. 

El Alcalde, los Tenieatea 7 loa Alcaldes de barrio 
usar&n como símbolo de ru autoridad, las insignias que el 
reglamento determine, 

Not-as 

Este articulo ha de entenderse, res- 
pecto á la duración de los cargos, rela- 
cionándolo con lo que previene el art. 10. 

Por lo demás, el presente articulo no 
requiere comentario alguno, dada su per- 
fecta claridad. 



Para ser elegido Capitán se requerirán las 
circitnstancias siguientes: 
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1.' Ser natural ó Mestizo de sangley. 

2." Ser mayor de vemlici/ico et^os. 

3.' Ser vecino del pueblo con cuatro años de 
antelación d la/ecJia de las elecciones. 

4," Hablar y escribir el castellano. 

5." Ser cabeza de Barangay con cuatro años 
de ejercicio, teniendo saldadas y corrientes sus 
eventos, y gozando de buen concepto público y 
privado, ó haber sido duran te dos a/Ios Ouberna- 
dorcillo á Capitán ó TeaieriCe Mayor, ó durante 
seis años Cabeía de Barangay sin nota desfavo- 
rable. 

Iguales circunstancias se reqmeroi para ser 
elegido Teniente municipal ó suplmíe, pero sin 
necesidad de tiempo determinado en el ejercicio 
de los cargos de Gobernador cilio, Capitán, Te- 
niente Mayor ó Cabeza de Barangay. 

En ningún caso podrán ser elegiiios para los 
cargos de Capitán ó Tenientes ó suplentes, los 
doce vedaos encargados de su elección, mientras 
dure su encargo, ni U't año después de terminado 
éste; los eclesiásticos; los que perciban sueldos con 
cargo á fondos locales, proeinciales ó municipa- 
les; los arrendatarios, ni sus Jladores. délos pro- 
pios, arbitrios y abastos de los pueblas; los em- 
pleados subalternos del Estado, en cualquiera de 
sus carreras, d no ser que renuncien preoiameníe 
sus empleos; los quebrados y los que se hallenpro- 
cesados, y los deudores d fondos púilicos, sea 
cual fuere la naturaleza de éstos. 
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btJM que l^ttmanieute idmísinren; reip««to de loi 
tíjot, 1m miyot propio* cayo tm&ucto no tuTÍeren por 
cualquier eoiic«pU>. 

Art. 43. En aiogiÍD ci*o pueden «er Conches: 

1.* Los Diputados proriocisles ó i Corte», j- loi Se* 
nodOTea, excepto en U capital de U MooarqaÍB. 

%" lof Jaecea miinicipaleB, Notarios y otraj peno- 
uu qae deKmpeñeo cargos públicos declarados inciim- 
patibles con el de Concejal por leyes especiales. 

S.' Los que desenpeñea funcioDes pública* retriboi- 
du, ano cuaudo hajaa reuunciado el sueliío. Los Cate- 
drátícoi de L'^íversídad ó de lostituto podráo ser Con- 
ejales en las poblacioDes donde ilesempeñen sus destÍDOs. 

4.° Los qae directa 6 indirectamente t«Dgao porte en 
tervicios, contratos ú dn ministros, dentro del túrmino 
municipai, por cuenta de su Ajnntamiento, de la pro- 
fineia 6 del Estado. 

S.* Los deudores como segundos contribuyentes í los 
roodoi municipales, provinciales á generales contra qnte- 
nes «e haya espedido apremio. 

6." Los que tengan contienda administrativa 6 judi- 
cial pendiente cou ei Ayuutamienta ú coa los eetableci- 
mientos que Se bailan bajo su dependencia ú adminis- 

Para el desempeño de loa cargos de Alcalde ó Síndico 
se necesita saber leer y escribir. 



Notas 



1." Ser tiaíaral ó mestizo de sangley. 
El legislador, acaso por temor á roza- 
mientos de raza, ha liecho preterición del 



elemento peninsular en los organismos 
municipales. El buen deseo de proteger 
á los naturales y mestizos de sangley ha 
qnitado á los mestizos españoles la oca- 
sión de ejercitarse en el gobierno de su 
pueblo natal. Nosotros, que considera- 
mos á unos y á otros hijos de Espa- 
ña, y por consiguiente capaces é iguales 
ante la ley, debiendo gozar todos los 
mismos derechos civiles y políticos, juz- 
gamos más conveniente al país la inter- 
vención de los españoles europeos y es- 
pañoles filipinos, siempre que reúnan las 
demás condiciones requeridas por dere- 
cho, en los Municipios indígenas. Cree- 
mos que, parala tranquilidad y bienestar 
ansiados, no debe excluirse á la raza es- 
pañola de los cargos populares, ni se debe 
tampoco excluir de los destinos públicos, 
más ó menos altos, á los naturales y mes- 
tizos de sangley. 

Esta diversa denominación de razas, 
estas distinciones de colores, estos aleja- 
mientos y exclusivismos, causas son de 
las hondas perturbaciones, de los profun- 
dos odios y disgustos latentes en el cora- 






,a5n del pueblo. Bien desengañada puede 
"■estar la alta política de los que consuleran 
conveniente al dominio español la des- 
unión de las razas. Plan pasado ya tres 
siglos desde que el inmortal Legazpi im- 
plantó en el suelo filipino la bandera de 
Castilla, y aún hay millares, si no millón, 
de filipinos independientes por los inte- 
riores de Mindanao, Luzón y Visayas en 
feus mayores islas. Y pasarán otros tres 
siglos, y otros más, y el Archipiélago, 
perseguir el mismo sistema gubernamen- 
tal, no será tampoco completamente es- 
pañol. Por el contrario, con la políT^ica 
del gran Legazpi, que hizo generales y 
obispos á los indígenas del país, bastó una 
pequeña porción de años, medio siglo, 
alcanzar éxito brillante la domina- 
ción castellana, llegando al presente es- 
■ do. 

Ningún cambio sensible se advierte; 
ningún adelanto de conquista se nota 
desde que esa gran política se trocó por la 
actual, llamada alta política, de excluir 
de los altos puestos á los indígenas. De- 
masiado duradero ha sido ya el imperio 



lie Gslü |iül[tica fiinonta, jiara qiio aliora 
puoilíi o«iiorarso reptíntinu y milagroso 
f'niti) 'lo liüiidicii'in. 

Miotili'iis üsas separaciones do razas 
Hulisislnii, mientra» sa vea alejada de 
luB íilUis carjíof* <i'í la Administración y 
do l« I'ülllii;u d la raza indígena que co- 
nooG los terrenos, que aprecia los obs- 
tóciilos, qiio sondea lo» secretos de las 
cosas ilol piiís, nunca será de España el 
Al*elu|MtM!igo entero. 
Y aún más dirümos, para hablar no- 
ble y fi'anoamente á la nación que tan- 
to hemos amado por la, generosa hospi- 
talidad y amor de madre recibidos: que 
si el OítbiciTio no destruye presto esos 
proflindn» odios, esas grandes separa- 
cioneíí de razas, esos alejamientos y ex- 
clusivismos, pronto lucirá el día en que 
todas las razas de color se unirán contra 
la raza española, como siempre se unen, 
oonti'a la raza favorecida y dominadora, 
los desfavorecidos, los excluidos del po- 
der, los subyugaiios, los oprimidos. Y en 
nueslm (ípoca, hasta en Filipinas, aunque 
se alegue, porque no se ve, los oficios se 
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agremian, los gremios se asocian, las so- 
l ciedades pactan, y basta una chispa de 
cólera para que brote la unióii. 

Un escritor filipino qae trató concien- 
zudamente este asunto, después de rela- 
tar ¡os diferentes motines ocurridos en 
Filipinas durante este siglo, y las delacio- 
s que perturbaron y siguen perturban- 
l-do la tranquilidad del país con motivo de 
¡aquellos sucesos, dice: 

«Pues bien; admitiendo que estos he- 
Ichos hasta aquí realizados en Filipinas, 
■■hayan sido verdaderas conspiraciones, 
pcon sus planes, fines y medios de ejecu- 
ción, perfectamente ideados y propios 
Ipara conseguir la emancipación de aque- 
Ellas islas, donde han tomado parte como 
«principales motores personas que ta dela- 
/Ción y las circunstancias han complicado, 
P¿en cuál de ellos aparece que la división 
r de razas y clases haya servido ni podido 
servir como medio preventivo? ¿En cuál 
de ellos aparece que las rencillas particu- 
lares, los antagonismos de raza y clase 
hayan podido, ni por influencia remota, 
tneutralizar sus efectos, ni atenuarlos si- 



quiera, ni impedir la ejecución del pro- 
yecto, ni evitar su trama? ¿Dónde no han 
estado confundidos y unidos individuos de 
la raza mestiza que paga doble tributo, 
de la natural que paga menos y de la ge- 
neración peninsular mestiza que no paga 
nada? ¿Han obstado estas clasificaciones, 
la distinción de condiciones establecidas, 
para idear planes reprobados y ponerlos 
en ejecución? 

)>En la sublevación de Novales, siendo 
éste mestizo privilegiado, han tomado 
parte sargentos, cabos é individuos de 
tropa de las clases mestiza de sangley, 
natural y mestiza peninsular, y complica- 
dos de las mismas tres clases, y hubiera 
tenido grandes proporciones, á no ser por 
la tenaz resistencia . que opuso en el mo- 
mento de su ejecución un hermano del 
mismo Novales. 

wEnla rebelión de Cuesta, siendo igual- 
mente mestizo peninsular, entraron en su 
bando individuos de otras clases, y fueron 
envueltos en la causa hasta peninsulares 
puros afincados en N. Ecija. En el motín 
de los estudiantes se confundieron igual- 




mente las tres clases, siendo el presunto 
J^Kutor de todo un mestizo tributante. En 
^Bi insurrección, de Cavile, tanto sus auto- 
^SBs verdaderos (sargentos, cabos y solrta- 

■ dos) como los complicados, se componían 
indistintamente de mestizos privilegiados, 
mestizos tributarios y naturales, y sospe- 

■ diosos algunos peninsulares, habiendo 
procedido la denuncia de la trama, tres 
días antes de veriflcarse, de una india na- 
tural. Por último, de las delaciones he- 
chas en 1874, fueron encausados, no so- 
lamente individuos de las tres clases de 
filipinos, sino también peninsulares pu- 

Lmos. ¿Qué mucho, pues, que ae unan y 
^■pnfundan los filipinos, á pesar de las ela- 
H^s y condiciones que les distinguen, por- 
1^ que después de todo, son hijos de Filipi- 
nas, nacidos en una raisma tierra, bajo 
kn solo sol y clima, y mecidos por el mis- 
30 ambiente, si también se unen y se 
onfunden con ellos en todo los peninsu- 
; lares?» 

Y como nosotros no queremos que se 
repitan jamás semejantes hechos, y pen- 
amos que á impedirlos conduce directa- 



mente la compenetración de las razas y 
la igualdad de las mismas ante el derecho, 
aspiramos á c[iie todos los españoles pue- 
dan intervenir en los asuntos municipales 
de Filipinas, puesto que á ellos también 
interesa la buena administración como 
miembros de la colectividad, á la vez que 
pedimos se deje expedito á los hijos de 
Filipinas que demuestren las necesarias ' 
aptitudes, el acceso á todos los cargos de 
la gobernación del país. 

Dadas nuestras iiieas en este punto, es- 
tamos de perfecto acuerdo con lo que dice 
El Coneo Militar, que pasa por órgano 
en la prensa de un ex-Gobernador gene- 
ral de Filipinas, O. Valeriano Weyler: 

«Ha debido llevarse á las corporacio- 
nes comunales al elemento peninsular; 
pero no únicamente al oficial, sino al que 
reside en los pueblos, y en ellos tiene sus 
intereses y sus afecciones. 

»E1 agricultor peninsular es en Luzón y 
en Visayas, y en algunos puntos de Min- i 
danao, el elemen^to principal de la riqueza, 
y el más vigoroso estímulo tie todo pro- 
greso. Y, sin embargo, los dueños de esas 



hermosas haciendas, y de esos campos 
feracísimos, los que alimentan la indus- 
tria y el comercio, los que importan todos 
los adelantos, carecen de participación en 
la TÍda pública, y de influencia sobre sus 
mismos trabajadores» (1). 

El Dictamen de la minoría de la Junta 
consultiva de Reformas de Filipinas, crea- 
da por decreto de 4 de Diciembre de 1 869, 
ya había dicho: 

«Uno de los más grandes desaciertos 
cometidos por España ha sido precisa- 
mente ese aislamiento de las demás razas 
en que ha mantenido á los naturales des- 
de la ocupación del territorio, contravi- 
niendo así el espíritu general de las leyes 
de Indias, cuya tendencia fué siempre la 
de unir las indígenas y española por la 
igualdad de condiciones y derechos; signo 
por el que especialmente se distingue 
nuestra colonización de las de otros paí- 
ses; las reales cédulas de 9 de Abril de 
1591, de 12 de Marzo de 1697, de 21 de 
Febrero de 1725 y 11 de Septiembre de 



(1) Véase el ii 
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1766, han sido inspiradas en aquel prin- 
cipio; pero error más notable aún lia sido 
el de favorecer la separación de natura- 
les y mestizos de sangleyes, pues su con- 
tacto, dados el instinto práctico y liábitos 
de trabajo con que los últimos se distin- 
guen, de gran utilidad hubiera sido para 
los primeros. 

»En consecuencia, en las bases insertas 
propónese una fusión administrativa, que 
ha de ser fecunda en resultados, elimi- 
nando de los Municipios los nombres con 
que en el día se les designa, tales como 
Ayuntamiento de españoles de Manila, 
Ayuntamiento de -naturales, y Ayunta- 
miento de mestizos de sangleyes, y em- 
pleando en su lugar la acepción genérica 
de Ayuntamiento de tal localidad.» 

Tal es el secreto del entusiasmo que 
despertó en el pueblo fllipino la reforma 
de D. Manuel Becerra, á pesar de ser tan 
tímida y diminuta. El ilustre demócrata 
consignó en el Real decreto de 12 de No- 
viembre de 18S9 la igualdad de las razas 
ante la ley española. Dijo en su Eivposi- 
ción: 
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i(La reforma, ni por su alcance, ni por 
su trascendencia, ofrece ninguna nove- 
dad peligrosa; con ella se da el primer 
paso -para que los españoles, hijos del Ar- 
chipiélago, sin distinción de razas, por- 
que ante la ley no ecrñsien', adquieran, con 
el desempeño de los cargos concejiles, la 
idea del Municipio y su manera de funcio- 
nar, preparándose al propio tiempo para 
que los pueblos ejerzan completa inter- 
vención en sus asuntos locales, a 



Las demás disposiciones de este ar- 
tículo no necesitan explicación. La cir- 
cunstancia sine qua non de hablar y es- 
cribir el castellano para poder ser elegido 
Capitán, la impone la propia naturaleza 
del cargo y los deberes á él anejos. 



Cada dos aüos cesardfi en sus caraos dos de los 
Tenientes municipales, uno de los suplentes y 
cuatro de los doce vecims tncargciios de la elec- 



' "^ 



ció» del Tñbunal, dos de éstos de la clase de Ca- 
bezas, uno de la de Capitanes pasados, y otro de 
la de contribuyentes. 

La designacián de tos que hayan de cesar m 
unos y otros cargos se vendará la primera vez 
por sorteo ante el 2'ribunal municipal y los doce 
electores delegados, presididos por el Capital, 
con asistencia del Devoto ó Reverendo Cura Pá- 
rroco. 

En la segunda y siguientes renovaciones por 
mitad de los Tenientes y suplentes, saldrá» los 
más antiguos. 

£n la segunda retiooacián por terceras partes 
de los doce vecinos electores, se acudirá, corno eu 
la primera, al sorteo. En la tercera y sucesivas 
saldrán los tms aiUigitos. 

Se zerijicará después del sorteo la elección de los 
queMyan de reemplazar d los salientes, exten- 
diéndose acta por duplicado de ambas operacio- 
nes, y rejniliendo uno de los ejemplares, con el 
V.° B." del Capitán y del. Devota ó Meeerendo 
Cura Párroco, al Goócrnador de la provincia, 
guien, dará cuenta al Gobernador geiieral. 

Los Tenientes suplentes y vecinos á quienes co- 
rresponda cesar, salo podrán ser reelegidos dos 
aüos después de haber cesado en sus cargos. Si 
fuesen reelegidos pasada este iniermedio, no po- 
dren renunciar el cargc, i no hallarse compren- 
didos en los casos que determina el ari, 11. 
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Ley Iduiiicipal vigetite en la Pentnsula 

Att. 4S. LoB AjuniumientoB ee renorardii por mitad 
de doH ea dos aSus, Balíeudo «n cada reDQvaciúu los 
Concejales mis atitíguos. 

En los casos de renovaciún ordiaaria ú extraordinaria, 
la elección de loa Coocejalea se liarli por los mismas Co- 
legios electorales que hubiesen hecho la de los salientea. 

Art. 46. Se procederi á la eleccióo parcial cuando 
medio año antes, por lo meuos, de las elecciones ordina- 
ms, ocurran vacantes que asciendan á la tercera parte 
del número total de Concejales. 

Si las vacante^ocurriesen después de aquella época 7 
aacendieseu al número indicado, serán cubiertas interi- 
namente haata la primera elecoiún ordinaria por loa que 
el Gobernador designe de entre los que en épocas aote- 
riores hajaii pertenecido por elección al Ayuntamiento. 

Art. 47. Los AfUDtamieatos darán cuenta de las an- 
tedicbas iracanles al Gobernador, el cual, en el preciso 
término de diez días, mandará proceder & la elección den- 
tro de un plazo que no baje de quince ni exceda de vein- 
te, contados desde que el acuerdo sea comunicado al 
Ayuntamiento respectivo. 

Alt. 48. Páralos efectos de esta ley, ea cnanto al 
tumo de salida, aeran considerados los electos, en C8S0 
de vacantes, como loa Concejales á quienes reemplacen. 

Att. S2. Las vacantes de Alcaldes y Tenientes, coyo 
nombramiento corresponda k loa Concejales, serán cu- 
biertas por ios que hayan sido elegidos por mayor nú- 
mero de valos, ó superiores de edad en caso* de empate, 
ai ocurrieren dentro del medio anoque precede &ks elec- 
ciones ordinarias, y en otro caso por elección, en la for- 




r 



en el número que también determina. 
El criterio que Informa este artículo es 
igual en el fondo al que presido á la Ley 
Municipal de la Península. A ella enten- 
demos que deberán ajustarse en lü posi- 
ble los Reglamentos al determinar cómo 
han de cubrirse las vacantes que ocurran 
Dor ausencia, defunción ú otra causa, 

Písarrollando lo que ya previene el ar- 
culo 3.° del Real decreto de 19 de 
'" ... 

Tampoco en la Península son reelegí- 
bles ahora indefinidamente los Conceja- 
les. Pero el plazo entre la cesación y la 
reelección es doble que en Filipinas, pues 
por la Ley de 9 de Julio de 1889 se dis- 
puso, bien que limitando la prohibición 
capitales de provincia y poblaciones 
luyo número de habitantes exceda de 
,000, que los Concejales no podrán ser 
reelegidos hasta cuatro años después de 
haber cesado en el cargo por cualquiera 
causa. 
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Pueden excusarse de ser Capitanes, Tenientes 
ó mpleates: 

Los mayores de sesenta, aiíos. 

los impedidos fisicamente. 

Los que hayan desempeTíado dichos carffospor 
espado de tres cuadrienios. 



Ley Uimicipal vigente en lá Fenínenla 

Art. 43. Pueden excusarse de aer Coocejales: 

1.° Los mtiyorea de sesenta a.&os y los fíaicamente 
impedidui. 

2." Los que hajaQ bíiId Senadores, Diputados a Cor- 
tes, Diputados proTÍnciales y Concejales, hasta dos año» 
después de huber cesaÜo eo sus respectÍTOS cargos. 

Los Concejalca cesaráu en sus cargos bí dejarea de 
tener las condiciones que marca la ley. 



Notas 

Hay que establecer una distinción, que 
por cierto es bastante obvia, entre los mo- 
tivos de excusa y los de incapacidad. Es- 
tos últimos impiden entrar en el ejercicio 
del cargo, y producen la cesación en el 
mismo desde que sobrevienen ó son co- 
nocidos. Los primeros no surten sus efec- 
tos mientras el interesado no tiene á bien 



hacerlos valer. De suerte que, si algirao 
de los funcionarios que esto articulo de- 
termina no alegase la escusa antes de 
posesionarse del cargo, entrará á desem- 

. peñarlo, y deberá continuar en él mien- 
tras no solicitare el declaratorio de exen- 

' ción. 

¿Quién ha de dictar este declaratorio? 
Si atendemos, á falta de disposición espe- 
cial, á la general contenida en el art. 19, 

, creemos poder deducir que corresponde 

' al Gobernador de la provincia, previo in- 

1 forme de la Junta provincial. 
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Bl Capitán presidirá el Tribunal municipal: 
tendrá- la, representadén del mismo; pailicara y 
ejecutará sus acuerdos; podrá suspender la ej«- 
cuciÓH de éstos cuando recaigan sobre asunto ex- 
trañtí d las atenciones del Triianal, sean perju- 
diciales á los intereses del pueblo ó peligrosos para 
el orden público: dicíard landos de policia urba- 
na y rural; será inspector de las oficinas, escuelas 
ky servicios municipales: nomirard, suspender/i y 
T Kparara los funcinnarios, auxiliares y depen- 
I dientes del Triburtal municipal, cuya existencia 




Sí halle autorizada bji la relación de gastos del 
pueblo: dirigirá la miminislradón del pueMo; 
ordenará los pagos; exigirá el ingreso puntual 
de la recaitdació?i, y presidirá las subastas gue 
acuerde el Tribanal, acompañado para este acto 
de lili 3'emente y de los dos individuos de más 
edad de la representación de la Principalia. 

Para conegir las faltas que dentro del término 
municipal se cometiesen, relativas á los servicios 
gue se encomiendan pñvaiioamente d los Tribu- 
7iales municipales, podrá el Capitán imponer las 
correccioiiesdisciplmtiriasdeamonesíaciún.aper- 
cibimieiiío y multa, no excediendo ésta en su cuan- 
tía de aialro pesos. 

En el acto de cobrar la mulla, en todo caso. 
habrá de espedir el Capitán ó quien h iga sus 
veces «ií reciéo con el f." B." del Tcnv^nte que 
siga en i/rden, expresando la cantidad, la fecha 
y el motito de la corrección. 

El importe de las multas se ingresará, con re- 
limón nmnindl y circans lanciada de ellas, en la 
Caja del «I/tiier de hs pueblos». 

Ley Hnnicipal TÍgente en la Península 

Arl- 1 12. £1 Alc&Ide preaídente de la Corponeióa 
mnoicipal lleva sa Dombre y [«pre«eiitacÍÓD en Iodos loa 
uunlos. ulris lu facalladea concedidas & ]m SíudictM. 

Art. 113. Corresponde al Alcalde ónico, ó al prime- 
ro doode bajra loia de uno: 

I." Preiidir Im Kaones y dírigif laa ditcosionef. 

2.° Cuidar, bajo an respoonbUidad, de qae §e csm- 



plan por el AyuDbuuieoto las leyes j diaposioionea de 
BUS aupeTJOTes jerárquicos. 

S." Corresponderse, á nombre del A juntamiento, cod 
la< Autoridades y particulareB qoe fueseo necesario. 

Art. IH. Corresponde tamliién al Alcalde único, 6 
primero eo su caso, como Jefe de la Adminiatracioa mu- 
nicipal : 

1." Publicar, ejecutar y hacer cumplir loa acuerdos 
del Ayuntamiento cuando fueren ejecutivos y no media- 
se causa legal para an Biiapensiúu; procediendo, si fuese 
necesario, por la vía de apremio y pago, é imponiendo 
multas que en ningún caso excedan de las que establece 
el art. 77, y arreito por insolvencia. 

S." Suspender la ejecuci^ín de loa acuerdos del AyuD- 
tamienlo en loa caaoa présenlos por loa artículos 169 y 
170 de eata ley. 

3.° Transmitir í la Diputación provincial y al Go- 
bernador de la provincia, según lo que en esta ley se 
prescribe, loa acuerdoa del Ayunlatniento que requieran 
la aprobación superior para ser ejecutivos, y publicar- 
los, Secutarlos y hacerlos cumplir cu audo la obtuviesen. 

4." Transmitir & quien corresponda las esposiciones 
que los Ayuntamientos, en uso de su derecho, hicieren 
í la Diputación proTÍucial, al Gobernador de la provin- 
cia, al Gobierno ó í ks Cortea. 

5,' Dirigir todo lo relativo i la policía urbana y ru- 
ral, dictando al efecto loa bandos y disposiciones que tu- 
viere por convenientes, conforme í loa Ordenanzas y re- 
soluciones generales del Ayuntamiento en la materia. 

6." Dirigir y vigilar la conducta de todoa los depen- 
dientes del ramo de policía urbana y rural, castigándo- 
los con suspensión de empleo y sueldo huata treinta días, 
y proponer au destitución al Ayuntamiento. 

¡ercer todas las funciones propias de Ordenador 



y Jef« de la ioTersiÚD de foadoa manicipalea y «a c< 



8.' lij«p«cc¡oiiaT. activar y d'rígir en la ecuniímico; 

gab«rQiLLi?o !aa obxas, establecímieatoa de Beneliceiicí 
j de Iiietrucciúu pública, coeteadoa poT tboilua nnmieí 
pales, con Bujeción % lu leyes y dispaaidauea pan n 
^ecuciún. 

y." Cuidar de gue se presten cod exactitud !□> ■« 
vicios de bagajes, alojamientoa y demás cargaa piíblioM 

10. Freíidir las remates y subastas pan Tentu 
urendamientos y serricias muuictpale», salvas las dupa 
sicioaes Je las leyes. 

11. Corresponderse en loa asuntas de sa competeft 
da administrativa coa las Autoridades y CorparacioDfl 
de la ptoviacia, baciéndolo por conducto del Gobemadol 
de i& mÍEma cuaudo hubiere de euteiiderae con tu d 
otTAS o cau el Gobieruo, y deseropefiar cuantos runaia 
Mf espedales te coufíeran los leyes y reglamento*. 



Art. Iti9. Sin peijaicio de lo dispuesto eu el art. 14 
el Alcalde cUá obligado á auEpender por sí y á inatsuc 
de eiuiquier residente dd pueblo la ^eeuciún de Ii 
aenerdos del Ajuntatniento en los caaos siguieates: 

1.° Por recaer en asuntos qne, según esta ley d otn 
especiales, no son <le la competencia del Ayunlamient 

i" For delincueiicia. La suspensión en uno y oO 
caso serS razonada, con espresiún concreta y preciw <1 
las disposiciones legales en que se fltode. 

Eo los casos de incompetencia, perjuicio de los inti 
reaes generales £J peligro del orden público, podrá el AL- 
cuide suspender los acuerdos liel Ayuntimíeata, daoda 
cuenta al Gobernador, que aprobará -i desaprobari la. 
suspensión, y propondrá la revocscióu al Gobierno ctim- 
dola crea Justa si no perteneciese á su autoridad. 



Art. 170. El Alcalde siispenderA tumbiÉn k ejecu- 
ción de los aeaerdna fi que se re&ere el pírraTo primero 
de) utículo Qoterior cuntido de ella hubiere de resultar 
perjuicio en loa derechos civiles de un tercero. 

LíL «uspeofliÚQ en este caso se acoi'dar& solamente 
ouaudo el interesado lo solicitare, reclamaudo al mismo 
tiempo contra el acuerdo. 

Art. 171. No podrá ser suspendida !a ejecución de 
los acuerdos dictados en asuntas de la competencia del 
Ayuntamiento, aun cuando por ellos y en bu forma ae 
infrinian algunas de las disposiciones de esta ley ú otras 
especiales, salvo lo dispuesto ea el último párrafo del 
artículo 1G!). 

En este caso ae concede recurso de alzada ti cualquie- 
ra, sea ó no residente en el pueblo, que se crea perjudi- 
cado por la e;jeeiiciúu del acuerda. 

Los recursos de alzada que autoriza este articulo, pro- 
cederán anie el Gobernador, oída Is Comisión provin- 
cial, debiendo ser interpuestos en el término de treinta 
días, contados desde la notificaciiín administrativa, 6 en 
BU defecto <Ieide la publicación del acuerdo. 

Este recurso será entablado con arreglo i lo que dis- 
pone el art. 140. 

Art. 17'2. Los que se crean perjudicados en sus dere- 
chos civiles por los acuerdos de las Ayuntamientos, haya 
ado 6 DO suspendida su ejecución en virtud de lo dis- 
. pueato en lot artículos anteriores, pueden reclamar con- 
tra ellos mediante demanda ante el Juez ó Tribunal 
competente, según lo que, atendida la naturaleza del 
aeunto, diapongan las leyes. 

El Juez, -i Tribunal que entienda en el asunto puede 
suspender por primera providencia, á petición del inte- 
resado, la ejecución del acuerdo apelado, ai ya no lo hu- 
biese sido, segiín lo dispuesto en el art. 170, cuaudo á an 



n perjuicio 



juicio proceda y convenga, fi. fin de e 
grave é irreparulile. 

Psra iuterpoiiei esta demanda ae concede un plazo de 
treinta días üeapiiéa de notificado el acuerdo 6 oomuni- 
cada la Buspenaiún en bu caso* paiado el cual siu haber- 
lo Terilicado, queda eata HuapeDaióu levautada de dere- 
cho y consentido e! acuerdo. 

Art. 173. Suspendido ó apelado algún acuerdo en 
virtud de lo diapuesto en los artículos 1(>9, 170 y 171, 
remitirá el Alcalde loa autecedentea al (iobernador de 
la provincia en el término de ocho días, para los ñues á 
que haya lugar. 

Si la BuspeiiBiiSn hubiese tenido efecto nicdiaule el caao 
de delincuencia, pasará los antecedentes, dentro del mis- 
mo plazo de ocho ahí, al Juez 6 Tribunal. 

Art. 174. Cuando el acuerdo se refiera S asuntos que 
por esta ley, la provincial ú otras especiales no eatco 
sometidos & las Corporacioues (i uutorldades locales, el 
Gobernador, oída la ComÍBÍón provincial, dejando anb- 
aistente la suepeneióu del acuerdo, remitirá el expedien- 
te al Gobierno para su ulterior reaoluciíJD. 

Si el acuerdo hubiese sido apelado en virtud de lo dis- 
puesto en el art. 171, el Gobernador, oyendo á la Comí- 
■ida provincial, resolverá sobre el fondo del mismo, cou- 
firmándole ai á ello hubiese lugar, 6 revoc&ndole eu la 
parte que excediese k las atribuciones del Ayuutaniieato, 

La resolución en todo caso será fundada, con expre- 
sión de las disposiciones legales k ella referentes. 

Art, 175. Los acuerdoa así aprobados por el Gober- 
nador son ejecutivos, sin peijuicio de los recursos que 
procedan y de la responsabilidad k que por ellos hubie- 
re lugar. 

Art. 199. El Alcalde es el representante del Go- 




bíeriio, j en tal concepto deeempeQará todas las atribu- 
ciones que las leyes le eDCOtoiendeo, obrando bajo la iU 
recciÚQ del Gobernador de la provÍDcia, conforme aqué- 
llas determine a, a»í en lo que ae refiere í la publicacidu 
y ejecución ile las leyes y disposicioneB generales del 
Qabierijo, ó del Gobernador y Diputación provincial, 
como ea lo tocante al orden piítilico y í las demás ían- 
cioiies que eu tal concepto se le confieran. 

Si el Alcalde, requerido por el Gobernador, se negué 
á cumplir alguna de las obligaciones ¿ que el presente 
artículo se refiere, ti omitiese hacerlo en el plazo bastan- 
te, el Gobernador puede cometer su ^ecución al Juei 
municipal dd pueblo 6 cualquiera de sus suplentes. 

Esta delegación se limitarll al tiempo y ¿ loa casos ab- 
solulamente precisos, y no envuelve facultad alguna 
para intervenir eu ninguno de los actos del Ayunta- 

Art. 200, En todo lo relativo al gobierno político 
1 del distrito municipal, la autoridad, deberes y reaponss- 
I bilidad del Alcalde son independientes del Ayuuta- 
I miento respectivo. 



Las costumbres públicas en Filipinas 
no están todavía á la altura conveniente 
para saber respetar y considerar la auto- 
I ridad en todas sus jerarquías; más de una 
[ vez los Capitanes sufren exigencias exce- 
I sivas y hasta verdaderos insultos; pero 
i enaltecida hoy su dignidad, podrán, fuer- 
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mOtor fiscal, el Adraiaistrador de Ha- 
cienda pública, los Vicarios foráneos de la 
provincia, los Devotos ó Reverendos Gu- 
ras párrocos, los Médicos titulares, en fin, 
los individuos de las Juntas provinciales, 
como todos los funcionarios públicos, de- 
ben tener siempre presente que á los Ca- 
pitanes, al nombrarles, no se les exigió 
el conocimiento de los complicados ramos 
de la Administración, que si se les supone 
por fórmula legal, de liecbo apenas habrá 
alguno que otro que lo posea; que si son 
servidores del Estado, son aún más evi- 
dentemente representantes del pueblo; y 
sobre todo, que nadie podrá acreditar 
ilustración ni celo discreto recibiendo 
mal, menospreciando 6 atrepellando á 
los individuos del Tribunal municipal. 

Muy alta é importante es la misión 
del Capitán; muy sagrados los deberes que 
tiene que llenar, é inmensa la responsa- 
bilidad que contrae si los omite ó abusa 
de la confianza que primeramente mere- 
ció de sus convecinos y después del Cío- 
bierno. 

El Real decreto le da, en la Adminis- 



tración municipal, facultades extensas, 
y proporcionados á éstas son sus deberes. 
No cumple, pues, con vigilar y hacer que 
por modo estricto se observen las leyes, 
sino que debe también impulsar pruden- 
temente todas las mejoras de que sea sus- 
ceptible el pueblo, y que reúnan, á la po- 
sibilidad de su ejecución, una indisputable 
conveniencia general. 

No les confiere expresamente el Real 
decreto atribuciones como delegados del 
Gobierno; mas por la misma naturaleza 
de las cosas é imposición de las necesida- 
des públicas, habrán de ejercer y confe- 
rirles los Reglamentos, en aquellas loca- 
lidades donde no residan el Gobernador 
de la provincia ni Delegado especial de 
éste, las que luego enumeraremos, y que 
ejercen en la Península hasta los Alcal- 
des de las más pequeñas poblaciones. 



Las atribuciones de los Capitanes no 
pueden menos, por tanto, que ser de dos 
unas delegadas y otras propias. 



En las atribuciones delegadas, el Capitán 
está obligado á sujetarse estrictamente á 
las leyes, reglamentos é instrucciones del 
Gobierno y de sus superiores jerárquicos, 
no teniendo autoridad para modificar, 
variar ni suspender el contenido de aque- 
llas órdenes. 

En cuanto á las atribuciones propias^ 
ó sea las que goza como mandatario del 
pueblo, como representante de todos los 
vecinos de la localidad y como Presiden- 
te del Triburial, el Capitán tiene autori- 
dad propia para ejecutar los acuerdos del 
Tribunal mismo y dictar los bandos y 
reglas para- su más exacta observancia. 

Atribuciones de loi Capitanes por delegación. 

El Capitán, en el pueíilo de su jurisdic- 
ción, representa al Gobierno, y necesa- 
riamente asume atribuciones de diferen- 
tes autoridades. 

La entidad Gobierno, además de la 
unidad de acción para la defensa de los 
altos y sagrados intereses que le están 
confiados y para mantener el orden pú- 
blico, necesita que su vigilancia, previ- 



sión y ejecución de sus actos lleguen al 
último límite del territorio. Es la razón 
porque delega su autoridad á los Capita- 
nes en lo relativo al orden público y para 
el cumplimiento de todas las leyes. Otros 
intereses, también importantes, como son 
los (le seguridad personal, salud pública, 
etcétera, y basta los que hacen referencia 
á cosas pertenecientes á guerra, exigen 
que el Capitán asuma atribuciones de di- 
ferente índole y de varias Autoridades. 

Gomo Delegado, el Capitán representa 
la Administración activa, ó ejerce auto- 
ridad pública en nombre y bajo la depen- 
dencia del Gobierno, correspondiéndole 
en tal concepto: 

1." Ser jefe militar de los puntos en 
donde no hay Autoridad de esta clase. 

2.° Publicar, ejecutar y hacer ejecu- 
tar las leyes, reglamentos y disposiciones 
de la Aürainistraeióu superior. 

3." Adoptar, donde no hubiere Dele- 
gado del Gobierno para este objeto, todas 
las medidas protectoras de la seguridad 
personal, de la propiedad y de la tranqui- 
lidad pública, con arreglo á las leyes y 



á las disposiciones de las Autoridades su- 
periores, 

4.° Activar y auxiliar el cobro y re- 
caudación de las contribuciones, prestan- 
do el apoyo de su Autoridad á los recau- 
dadores. 

5.° Desempeñar todas las funciones 
5 que le señalen las leyes y re- 
iré reemplazos del Ejército, 
Instrucción pública y demás ramos de la 
Administración. 

6." Suministrar á las tropas naciona- 
les los bagajes y alojamientos, con arreglo 
á lo que disponen ó dispusieren las leyes. 

Y." Publicar los bandos que creyere 
conducentes al ejercicio de sus atribucio- 
nes que le fuesen delegadas. 

8.° En cuanto se relacionk con la se- 
guridad personal, el proteger y velar por 
la de los vecinos es uno de los más sagra- 
dos deberes que lleva consigo la autori- 
dad, verdaderamente paternal, de los Ca- 
pitanes sobre los pueblos; y para este ob- 
■ jeto pueden tomar bajo su responsabilidad 
todas las medidas protectoras de la segu- 
ridad, con arreglo á las leyes y disposicio- 
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10. A cuanto concierne al régimen 
económico y adrainistralivo de las cárce- 
les, deben atender principalmente los Ca- 
pitanes. La seguridad de los presos, su 
colocación por departamentos, la salubri- 
dad y aseo de los locales, la disciplina in- 
terior, corrección de abusos, etc. 

En fin, baste consignar que, por lo que 
hace al pueblo, el Capitán es un verdade- 
ro Gobernador, bajo la dirección y depen- 
dencia del de la provincia, y que en todo 
lo relativo al gobierno político su auto- 
ridad es distinta de la que le compete 
como Presidente del Tribunal y de la del 
Tribunal mismo. 

Alribuciones propias de los Capiia- 
nes.-^Á\ Capitán, como Presidente del 
Tribunal, le corresponde: 

1.° Presidir las sesiones y dirigir las 
discusiones, entendiéndose que ala direc- 
ción de éstas va aneja la función de con- 
servar el orden en el local donde se cele- 
bran las sesiones, ptidiendo amonestar, 
apercibir, y en su caso multar á los des- 
obedientes y perturbadores. 

2.' Cuidar, bajo su responsabilidad, 



do qiio ii\ Tribunal cumpla las leyes y dis- 
|)usiciüiies de sus suporiores jerárquicos, 

li." Gorros ponde rae, á nombre del Tri- 
bunal, cun las autüridades y particulares. 

El Capitán ticno la representación del 
Tribunul. 

líl Ijfipitán, en calidad de Jefe de la 
Administración municipal, tiene las si- 
guientes atribuciones: 

1.' l'ublicar, ejecutar y hacer cum- 
plir los acuerdos del Tribunal. 

2." Suspender la ejecución de los 
acuenlos del Tribunal cuando recaigan 
sobre asuutoa extrañosa las atribuciones 
ilol mismo y los estime perjudiciales á los 
iatorasos del pueblo ó peligrosos para el 
onieu púhiico. 

3." Transmitir á la Junta provincial 
y al Goíwniador Je la provincia, según 
lo que en la ley se prescribe, los acuerdos 
del Tribunal que requieran la aprobación 
sui>eriür para ser ojecutivos, y publicar- 
los, ejecutarlos y hacerlos cumplir cuan- 
do la obtuvieren. 

4.* Tr»usiuitir á quien oorresponda 
las expt>&ioione£ que los Tribunales ó los 
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vecinos tUrigieren al Gobernador de la 
provincia, al Gobernador general, al Mi- 
nistro ó al Rey. 

5." Ordenar todo lo relativo á la poli- 
cía urbana y rural, dictando al efecto los 
bandos y disposiciones que tuviere por 
convenientes. 

6.° Dirigir y vigilar la conducta de 
todos los dependientes del ramo de poli- 
cía urbana y rural, imponiéndoles las co- 
rrecciones disciplinarias fine procedan. 

7.° Ejercer todas las funciones propias 
de ordenador de pagos y jefe de la inver- 
sión de fondos municipales y su contabi- 
lidad. 

8.° Inspeccionar, activar y dirigir, en 
lo económico y gubernativo, las obras, 
colegios, escuelas, hospitales, casas de 
salud, 6 sean los establecimientos de be- 
neficencia y de instrucción pública cos- 
teados por fondos municipales, con suje- 
ción á las leyes y disposiciones para su 
ejecución. 

9." Nombrar, suspender y separar los 
funcionarios, auxiliares y dependientes 
del Tribunal municipal cuya existencia 



se halle autorizada en la relación de gas- 
tos del pueblo. 

10. Exigir el ingreso puntual de la 
recaudación y presidir los remates y su- 
bastas para ventas, arrendamientos y 
servicios que acuerde el Tribunal, acom- 
pañado para este acto de un Teniente y 
de los dos individuos de más edad de la 
representación de la Principalía. ■ 

lí. Corregir las faltas que dentro del 
término municipal se cometiesen, relati- 
vas á los servicios que se encomiendan 
privativamente á los Tribunales munici- 
pales. Para esto el Capitán puede impo- 
ner las correcciones disciplinarias de amo- 
nestación, apercibimiento y multa, hasta 
la cantidad de 4 pesos á lo sumo. En el 
acto de cobrar la multa, en todo caso, 
habrá de expedir el Capitán ó quien haga 
sus veces, un recibo con el V.° B." del Te- 
niente que siga en orden, expresando la 
cantidad, la fecha y el motivo de la co- 
rrección. 

El Capitán mandará ingresar el im- 
porte de las multas, acompañando rela- 
ción nominal y circunstanciada de ellas, 



en la Caja del Haber de los puellos. 

13. Corresponderse en los asiuitoa de 
su competencia administrativa con las 
Autoridades, Juntas provinciales y otras 
corporaciones de la provincia, haciéndo- 
lo por conducto del Gobernador de la 
misma cuando hubiese de entenderse con 
las de otras ó con el Gobierno. 

Tales son las mültiples atribuciones 
que á los Capitanes corresponden, hallán- 
dose virtualraente contenidas en el art. 12 
del Real decreto que nos ocupa, las que 
como propias hemos consignado. La am- 
pliación que dejamos hecha arranca di- 
recta y lógicamente de aquel texto, y en- 
cuentra lina alta sanción en los preceptos 
de la Ley Municipal de la Península. 

Pero hemos entrado en ciertos detalles 
é insistido tanto en el asunto, por la ex- 
cepcional importancia del mismo. 



Mas si elevadas son las funciones del 

I Capitán, así con el carácter de Delegado 

del Gobierno como con el de Jefe de la 



Adminietraoiún manicipalenla localidí 
y digna su persona de lodo género de f 
petos, es preciso también giie no se dai 
conozca que cualquier abuso puede aq 
rrearle gravísimas responsabilidades. ( 
la publicación del Código penal vigea 
hoy en Filipinas, se ha facilitado la ] 
.secucióu de los delitos; y ciertamente i 
tiabrá ninguno de aquellos que los Oajl 
lañes cometan en el ejercicio de sus c 
gos, que no pueda llevar consigo una í^ 
mediata y severa represión penal ; 
lo8 Tribunales de justicia, por los nieS 
qae la legislación en materia criminal 
tabiece. 

No dice el Real decreto quiénes juz^ 
rán á los Capitanes y aun á los Tenientí 
cuando contra ellos se entable, ya í 
taocia de parte, ya por excitación so|| 
rior, algún procedimiento penal; pero,J 
nuestro entender, la resolución de 
procesos ha de competir á la correspi 
diente Sala de la Audiencia del territoii 
y la instrucción al Juez de primera i 
tancia á quien la misma Sala confiera t 
encargo. 



» 
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No dice tampoco el Real decreto ante 
quién debe recurrirse contra los acuerdos 
del Tribunal ni contra las disposiciones 
del Capitán; pero como ni los unos ni las 
otras pueden ser inapelables, entendemos 
que la alzada habrá de entablarse para 
ante el Gobernador de la provincia y por 
conducto del mismo Capitán, sin perjui- 
cio de que los particulares puedan acudir 
al mismo tiempo á la propia autoridad 
directamente, dentro de los plazos que, 
atendidas las distancias, habrán de esta- 
blecer los reglamentos. Téngase presente 
aqui lo que hemos dicho y transcrito al 
ocuparnos del art. 7.*, ya por lo que se 
refiere á la seguridad de tales reclama- 
ciones, ya á la personalidad legal para 
deducirlas. 

En cuanto á la suspensión de los acuer- 
dos, claro está que e! Capitán viene obli- 
gado á poner inmediatamente en conoci- 
miento del Gobernador de la provincia 
medida de suyo tan extraordinaria; pero 
si los que dictaron el acuerdo suspendi- 
do ú otra persona perjudicada estimasen 
conveniente reclamar contra ella, podrán 



elevar también su recurso al Golwrnador 
do la provincia en la formd indicada an- 
tes. Parécenos q;ue cato es lo más confor- 
me á la ley y á la práctica seguida en la 
Península, y no es de esperar que los 
Reglamentos difieran gran cosa en este 
punto de lo que dejamos expuesto. 



Dos palaliras para concluir. 

A fin de evitar todo abuso y toda in- 
corrección, entendemos que conviene 
abolir cuanto antes el pago de multas en 
dinero, debiendo crearse en su lugar un 
papel especial de multas, con que éstas se 
satisfagan y cuyo valor ingrese en la caja 
correspondiente. 



Los Ts'titnteí de Policía, SeTnenleras y Gana- 
dos, ejarcerdn las fuTicimies que deterMinm los 
reglamentos y demás dispoáiciiyties 'oigenki. 
Tamüén ejercerán las facuUades dele¡¡iida3 par 



r el Capitán ú otro Teniente, siendo en caso de 
delegación sitisidiariamente responsable el de- 
legante de la conducía del d ' 



Ley Municipal vigente en la Península 

Art. 116. Loa Tenientes ejercerán cada uno en bu 

distrito ka ñinciones qtie la ley atribuye al Alcalde, 

btij'o la dírecciún de éste, como jefe auperior de la Admí- 

nistraciún muuicipal. 

LóB Alcaldes de, barrio estiin á 1ib úrdeoe» de Iob Te- 
nienteB, y ejercen la parte de funcionea administrativas 
que éatoH le^ deleguen. 

Art. 117. El Alcalde y los TenieuteaDeoeaitan licen- 
cia del Ayuntamiento para ausentarse de su término 
por mis de ocho días. 

En ningún caso dejaráu de tlar at'iao previo al que 
haya de reemplazarlos, y además lo comiinicarltn por 
escrito al Ayuntamiento cuando la auseucia exceda de 
dos días. 

Esto mismo tendrfi lagar respecto al Alcalde cuando 
por aiunto urgente tuviere precisión de ausentarse antea 
de poder obtener licencia del Aj>untamiento. Para estos 
casos puede el Alnolde autorizar la auseucia de los Te- 
La liceQcia concedida y el nombre del que hn de reem- 
plazar al ausente serán comunicados al Oubernador en 
la fecha de aquella. 

Art. lis. Los Alcaldes de barrio no pueden au- 
sentarse nunca del de su cargo por más de veinticuatro 
boraB sin licencia del Alcalde, quien designará persona 
I que loa reemplace durante au au seocia. 

Art. 119. Loa Tenientes reemplazarán al Alcalde en 
todas BUS atribuciones, y los Begidorea & los Tenientes, 



MIMm NtUCIOIFAJ. 

por el or<len establecido en el urt. 52, en casos de ausen- 
ciu, eufermedudes ó vacante* interiuas. 

Arl. 120. No pueden los Coocejalea, aiu licencia del 
Ayuntamiento, auMutaree en día de sesión ordiuaria á 
extraordinaria, ni por míe tiempo que el que medie en- 
tre dos ordiuurias. 

Sólo se concederá licencia á la por & la cuarta parte 
del número lotiil de Cuucejales. 

Art. 121. Los Conccjalea desempeñarán sus funcio- 
nes dentro del tiSrmino municipal k que pertenecen, sin 
que para su ejercicio puedan ser obligados por nadie i 
talir de él. 

Notas 

Es lástima que eii un decreto que tan 
buenas cosas contiene, se haya conserva- 
do esa nomenclatura de Tenientes de Se- 
menteras y Ganados, que ya en estos 
tiempos puede prestarse á chistes de cierto 
género, contrarios al propósito de dignifi- 
car los Tribunales municipales. No era 
necesario tanto para pagar ala tradición 
■ el tributo que el Sr. Maura ha considera- 
do indispensable; y nótese que la cosa re- 
sultaba tan difícil de definir seriamente, 
que en el Real decreto' no se señalan las 
atribuciones de esos Tenientes, sino que 
se relegan en conjunto á los Reglamen- 
tos y vigentes disposicioaes. 
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En este punto nada tenemos que aña- 
dir, sino que, á nuestro juicio, si los Re- 
I glaraentos no resolviesen con perfecta 
» claridad sobre los casos de sustitución y 
delegaciones á que el artículo que anota- 
mos se refiere, y es do temer que mucho 
quede indefinido, habrá que acudir, como 
derecho supletorio, á la Ley Municipal de 
la Península 



Para el mejor gobierno y administración, de 
los pueblos, éstos se dividirán en Barangayes, 
regulados según la agrupación de sus habitantes. 

Cada Barangay de población agrupada com- 
prenderá, por lo menos, lao/amilias, sin exce- 
dtr de 150. 

Cada Barangay de población, no agrupada 
comprenderá, por lo menos, 50 familias, Ji« lle- 
gar á 100. 

A I frente de cada Barang-ay habré mb Cabeza, 
quien ejercerá, á la vez que este cargo, el de Te- 
niente del barrio. 

La difisión de Barangayes se verileará tan 
pronto como se consliíuya/t ¿os Tribunales mu- 
nicipales en Juntas de éstos, con los doce electores 
delegados. 



üitít vez acordada y comunicada al GoíerítW 
dor de la provincia, no se podré reformar sin 
ÍWí éste, oída la Junta provincial, apruebe el 
acuerdo adoptado en igual solemnidad. 

Ley municipal v'ig:eiite en la Península 

Art. 35. Los d¡BtrÍto8 en que se divida cada término 
iQDnicipal serán prúxiravuente iguales en número de ha- 
bí tauteo. 

Art. 3fi. Cada distrito se dirigirá en barrios cuando 
contengan más de 4.00(> habitantee, 

LoB barrioB de cada distrito serán próximamente igu&- 
lea en población, j cada barrio quedará comprendido en 
un solo distrito. 

Tudii arrabal separado del casco de la población, aaf 
como cnalquiem otra parte del término municipal apar- 
tado del miamo casco, ba de conatituir barrio, aea la que 
fuese su población. 

En cada barrio habrá un Alcalde del mismo, nombrado 
por el Alcalde de entre los electores que tengan su resi- 
dencia fija en la demarcoción. 

£1 Alcalde podrá separar libremente á los Alcaldes de 

Art. 196. Los Alcaldcsde barrio est^n, relativamente 
á los Alcaldes y Ayuntamientos, en la misma dependen- 
cia jerárquica que los Alcaldes y Tenientes respecto á 
los Gobernadores. 



Art. 202. Los Alcaldes de barrio en loa suyos respec- 
tivos ejercetán las funciones de Gobierno político que 
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n arreglo á ka leyes les delegasen loa Tenientes de Al- 
Idea, cnuformáDdoBC con las díspostcíODea del Alcalde 
y dei Gobernador de la provincia. 

Notas 

Gomo se ve á la simple lectura del ar- 
I tículo 14, lláraasG Barangay una sección 
\del pueblo, regulada por la unión de sus 
|habitantes en grupos mas ó menos com- 
■ pactos, pero correspondiendo todos á la 
propia entidad municipal. 

Es la misma idea que expresa la pala- 
bra Barrio. 

El Diccionario de la lengua castella- 
na por la Real Academia Española, edi- 
f ción de 1884, dice: 

r «Barrio es cada una de las partes en 
' que se dividen los pueblos grandes.= 
Grupo de casas 6 aldehuela dependiente 
de otra población, aunque esté apartado 
de ella. » 
Ya se ha visto, por la comparación de 
[ los textos respectivos, cómo los concep- 
[ tos de Barangay y Barrio resultan asi- 
I milados en el Real decreto y en la ley de 
I 2 de Octubre de 1877; y de la propia ma- 
nera que hay harrio aunque el grupo de 






casas 6 aldehuela (jae le forma esté apar- 
tado de la población de que constituye 
parte, así también tendremos Barangay 
aunque no estén rigurosamento agrupa- 
das las casas, y sin que por esto deje Je 
constituir con el resto del pueblo, siquiera 
separado de él, una sola entidad munici- 
pal. Sobre este punto, el Real decreto no 
deja lugar á dudas. Y claro está, porque 
es de mero buen sentido que en la nueva 
división de los Barangayes se ha de to- 
mar por base inexcusable la unidad y 
continuidad de territorio de cada uno de 
ellos; de suerte que el de ningún Baran- 
gay resulte interrumpido por grupo algu- 
no de población que á otro Barangay co- 



lina importante diferencia se advierte 
entre el Barrio peninsular y el Barangay 
filipino: que mientras al primero no se 
señala numero de habitantes ó poblado- 
res, bastando que el distrito tenga 4.000 
para que se imponga su división en ba- 
rrios, al segundo si se le determina, bien 
que aproximadamente, la población, aten- 
diendo á si ésta se halla 6 no agrupada. 
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Mas como la regulación no se hace aquí 
por habitantes, sino ^ov familias, impor- 
ta que no se olvide que, como decía la 
Ley VI, tit. 33 de la partida 7.', sfarailia 
»se entiende el señor della, é su mujer, é 
«todos los que viven so él, sobre quien ha 
«mandamiento, assi como los fijos, é los 
Bsirvientes, é los otros criados.» 

De estos elementos, pues, ha de enten- 
derse compuesta cada familia; y desde 
que haya da iOO á 150 familias en pobla- 
ción agrupada, y al menos 50, siu llegar 
á 100, en población qae no lo esté, con 
continuidad de territorio, habrá de cons- 
tituirse un Barangay. 

Con lo que ya podemos decir que las 
notas características del Barangay son: 
1." Sección de un solo pueblo, — 2." Terri- 
torio único y continu.0. — 3." Habitantes 
unidos en grupos más ó menos compac- 
tos, — 4.'' Determinación del número de 
familias que han de existir dentro de cada 
territorio, 

Gomo dice el decreto, es atribución ex- 
clusiva de los Tribunales municipales, en 
Juntas de éstos con los doce electores de- 
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cuerdan los numerarn de los Manicipios 
romanos y corr^ponden á los Alcaldes 
de barrio de la Península, no estarán 
obligados á ejercer sus funciones fuera 
del territorio (Barangaj) que les está en- 
comeádado, con lo cual aquéllas no les 
serán onerosas. 

Por el nuevo Real decreto, las funciones 
de cada Cabeza se fijan y concretan en 
localidad determinada, mientras quelioy 
tienen que ejercerlas sobre individuos que 
figuran en un padrón informal, sea cual 
fuere su residencia. El actual Barangay 
se compone de individuos y familias di- 
seminados en distintos barrios ó pueblos, 
ó bien residen en un barrio familias é in- 
dividuos que pertenecen á infinidad de 
Barangayes, teniendo el Cabeza que ir 
por los cuatro extremos de la población, 
y aun hacer viajes costosos fuera del pue- 
blo y basta de la provincia, en busca de 
los individuos de su padrón. ¡Cuántas ve- 
ces, para recaudar un peso, necesitaba 
gastar dos ó más! 

Otras facilidades y garantías les otor- 
ga el Real decreto, las que iremos exa- 



minaniín; mm ¡«ra nae sean eficaces, 
(ina (l'i ISiH i'Á}%!iÁ '{lie más deben procurar 
UjAjíí» m la formacít^a de buenos censoa ■ 
(In liHlrltnnt'»t como ya lo hemos enca*| 
rfifli'lo 'rii itnUii'Ioi'Otí not^. 



ARTÍni 



> IS 



fft mimfirimieiito de Cabesas de llarangay se 
Artfity"'' ol i/iif>i>i-Mdor da la provincia, dpropues- 
td «H /'•'•Hit íM '¡'rifmnal municipal. JuiUameTUe 
eoH litf ihat v^HHim representantes da la Prínd- 

fM/'H'itnh'iiiét ilt l4 tema se Aard ntediante elec- 
ífítí» ■/■• .' * ;i>* i/iMo/ujf. tMo 4 Hm, bajo la ptvsi- 
<ili^> m asistencia ¿U JJceota á 

AVí v». y HQpcérd» str tneíití- 

_ii(u . ■< íulnriAs cm aífitM de ¡as 
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clon mu&icrpal, en la Besiüti inmediata, de los nombra- 
mientos de Alcaldes de Iiarrio k que le reSere el artículo 
anterior. 
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Si el Cabeza de Barangay faese tan sólo 
un Teniente de barrio, no se explicaría sa- 
tisfactoriamente que deba ser nombrado 
poi- el Gobernador de la provincia con la 
solemne propuesta eu terna qne ordena el 
artículo que anotamos, mientras que los 
Alcaldes de barrio en la Península reci- 
ben su nombramiento sencillamente del 
Alcalde j* sin ningún previo requisito, 
Pero esa notable diferencia demuestra 
que el Cabeza de Barangay es un funcio- 
nario de consideración mucho más eleva- 
da, y que las atribuciones de tal Teniente 
de barrio son en él secundarias. Como el 
Capitán es bastante más que el Goberna- 
dorciUo, el Cabeza de Barangay represen- 
ta también más que el Alcalde de barrio, 
y así debe ser, sin duda, puesto que no 
podrá negarse que la entidad Barangay 
en Filipinas representa socialmente algo 
superior, en la tradición y en el hecho, al 
barrio de la Península. 
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Urgía, pues, poi- todos los medios posi- 
bles, dignificar ese cargo, y á eso se as- 
pira en el Real decreto, empezando por la 
forma del nombramiento. 

No podrán ser incluidos en la terna — 
continúa el artículo — individuos notados 
con alguna de las tachas que para formar 
parte del Tribunal municipal señala el 
artículo 9.° 

Remitimos á nuestros lectores á las no- 
tas que á este ultimo pusimos, pues todo 
cuanto allí se dice, aplicable ha de ser á 
los Cabezas de Barangay. 

Pero no hay que disimular las cosas: 
para hallar personas capaces, legal é in- 
telectualaiente, de desempeñar este car- 
go, se ha de tropezar con inmensas difi- 
cultades. No en un momento puede bo- 
rrarse el recuerdo de tantas penalidades, 
de'tantos atropellos, de tantas ruinas co- 
mo han liechü odioso el cargo de Cabeza 
de Barangay. 

Un diario de Manila, El Eco de Filipi- 
nas (I), bastante adicto al Sr. Maura, 
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emite con este motivo apreciaciones lle- 
nas de amarga verdad: 

«Además, el cargo de Cabeza, que an- 
tes era tan codiciado y que constituía una 
herencia tan honorífica como anhelada, 
ha llegado á mirarse con horror, y se ha 
hecho de desempeño obligatorio en la 
mayor parte de los casos. Consúltense los 
archivos de los Grobiernos de provincia, y 
se encontrarán en ellos millares de ins- 
tancias, dadas carpetazo, en solicitud de 
relevo por los Cabezas; millares de expe- 
dientes instruidos á causa de renuncias 
fundadas en falta de salud, en pobreza no- 
toria, etc., etc., y sobre todo, óigase á los 
Jefes de provincia, y es seguro que todos 
dirán que cuesta más trabajo proveer una 
Cabecería vacante, que obtener un crédito 
cualquiera para una atención del servicio. 

»Y el motivo es obvio: las nueve déci- 
mas partes de los Cabezas de Barangay 
en estos últimos veinte anos, se han 
arruinado en el desempeño de tal cargo, 
y han salido de él concursados é incapa- 
citados legalmente para el ejercicio de 
cual'iuier otro cargo público. 



«Ninífún (lahaza puede conllevar hoj- 
ain (!íi«aUíii'!fir por completo su hacienda. 
«I cfimiilo de obligaciones que la sucesiva 
reforma '!« las leyes administrativas ha 
ido echando «íhre él, ni conllevar tam- 
poco Ins vejaciones que, en la práctica, 
lales ili'heros le» producen: juzgúese lo 
quo los sucederá en lo sucesivo que su 
traliiO" «<ii'J^ iiia^'or, RegCín expresamente 
80 dina on el arl. 18, y según se despren- 
do do la ühligncirtn do recaudar dieciséis 
lU'bilrios í\ niás del imporle de la cédula 
pHrHontil, i\nioa cobranza que tenían has- 
ta ahora n su cfirgo, única y bastante sin 
otnlmrjío A tenerlos en continuo niovi- 
luloillo, on eonstanle zozobra y en per- 
nmnenlo rifisgo de ruina.» 

Tit>ni' nn6ü El Eco de Filipinas; pero 
on los Ktv'lamentos que regulen las atri- 
Imoloiios do los Oabezas de Barangay, la 
iiuniorii do ojoi-cerlíís, los auxilios que la 
A(lnHnislraei«.*'n ha tío pr^tarles y los 
i>nioluiiionti^< oi^n que se les ha deindeo}- 
nlíiir, i'u lo posible, sus desvelos, podría 
Ot«rt»iiieutt*. hacerse mucho para quilar 
í catyo lo qu» liene de oneroso, y por 



tanto neutralizar la repugnancia que to- 
dos sienten á aceptarlo. Sin un criterio 
muy amplio en este punto, créanos el se- 
ñor Maura; su reforma hahrá fracasado 
en su parte esencial. Bien que se rímtn 
culto á la tradición en aquel país oriental, 
como ya dijimos, pero armonizándola con 
las aspiraciones y las necesidades de nues- 
tro? tiempos. Si el Real decreto se plantea 
en el Archipiélago con alma tímida y 
sentido estrecho, el Cabeza de Barangay 
continuará siendo la eterna victima, pero 
tanihién, cuando pueda, el eterno fugitivo 
de todos los cargos concejiles. 



Para ser elegido Gtbeta de Barangay te rt- 
querirdn las drcunsíadas ti^Ktitet: 

1.* Ser M/Hni/ ó matizo de samgUy. 

2 * Ser uayar ie veintieineo aSat. 

3.' Ser, eoM líor Ma* ie oMíelaeiÓK. t«cim 
del ptuih em qiu ia ie ^ereerse el cargo. 

4.* Ser ie ivmrádet y pnMMd noUrias. 



^j Lav e:i hlh hrwy^j i^'^no rué í-jzi 

rué la :-rol-:iai t L'.ui-íL^z ir >»? Ijm- 

na lie v:-zr. ;ces. lYl^íl:- ¿ jTiiiarla?. 
La tacLa >^ r-ie ic-eia i.r:^r ce la 

_»T.- -1*-- - - - 

lau^a 'le irii-iiai 7 :.:iLri:e2. e? ^a -jne 
deie probarse, ar-r^ii^ani: en iiriiLa ic»s 
ae^?ii:»> en jie >e innie. 









¿ 



^2 



EN LAS ISLAS FILIPINAS 147 

Ley Municipal vigente en la Península 

Repetimos lo dicho en el artículo an- 
terior. 

Notas 

Mucho cuidado debe haber en esto de 
la admisión de excusas. Por poco que se 
abra la mano en este punto, la constitu- 
ción del Barangay será imposible, por los 
motivos expuestos al comentar anteriores 
artículos. Por otra parte, desapareciendo, 
como desaparecen ahora, las bárbaras 
responsabilidades pecuniarias que ago- 
. biaban' á los Cabezas, es de esperar que 
ni las excusas se presentarán ordinaria- 
mente sin motivo legal, ni habrá la leni- 
dad, más ó menos interesada, con que 
han solido admitirse ilegales excusas. 

En cuanto á la fundada en haber ejer- 
cido el cargo doce años consecutivos^ por- 
que así habrá de entenderse, raro ejem- 
plar se presentará en Filipinas de tamaña 
longanimidad. 
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Pero, ¿durante qué tiempo se ha de en- 
tender de forzoso desempeño el cai^o? 
¿Será durante los doce á que se refiere el 
artículo anterior como necesarios para 
que su ejercicio pueda alegarse como ex- 
cusa? ¿Será sólo durante los tres que el 
artículo que anotamos establece que se 
habrá de desempeñar? 

Si no ha de ser irrisoria la citada dis- 
posición del art. 17, entendemos que si el 
Cabeza tiene la desgracia ó la suerte de 
ser reelegido una y otra vez, no podrá de- 
clinar el cumplimiento de sus funciones 
mientras no haya agotado los cuatro trie- 
nios en su ejercicio. Esto es lo que, á nues- 
tro juicio, establece el Decreto-ley; pero 
resulta también tan enorme la imposición 
de una carga concejil de tal naturaleza 
por doce años, que se nos figura que una 
vez constituido el Barangay según las 
nuevas disposiciones, no habrá más re- 
medio que equiparar la duración del car- 
go de Cabeza con la de aquellos otros á 
que se refiere el art. 8.% ó quizá señalarle 
duración más breve. 
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un solo polista diario, son 365 jornales 
que en cada Barangay se pierden anual- 
mente para la referiila prestación; si dos, 
serán 750 jornales; sin qne para los efec- 
toii (le este cálculo influyan gran cosa los 
días festivos, Calcúlej>e ahora lo «xue que- 
brantará la prestación en cada Barangay 
ese servicio de polistas así entendido, y 
lo que representará aplicando el mismo 
cálculo á lodos los Barangayes que^ ha- 
yan de constituirse ea Filipinas, que serán 
aproximadamente unos 20.000. 

Esto ha hecho creer á algunos que el 
decreto-ley sólo concede al Cabeza un au- 
xilio de 15 Jornales al año, si se trata de 
un solo polista, ó 30 jornales, si de dos; 
pero esa ayuda sería tan mezquina, que 
nos inclinamos á lo primero, no obstante 
reconocer sus inconvenientes. 

Téngase presente que los Tribunales 
municipales, llamados á conceder al Ca- 
beza el auxilio de que se trata, han de 
experimentar serias dudas y vacilaciones 
en este asunto; resultando de ellas fun- 
damental desigualdad de criterio y de 
acuerdos, que constituirán verdadero caos 



aa la Adiilítiiíítt-acífÍD y divergeaciasfího- 
centos eu puiit') «¡ii <|luí cabalmente m re- 
<x>rrilea(Ja la mñíormldud. 



Dice el iical ilccrcLo, que así el au- 
nieatfj del W) p<jr l(X>, WHio el au?UÍo Je 
lo» polistas, lia de eoteíiderstí sin dutn- 
menU) de las exenciones y privile^os 
concedidoB p¡tr laa leyes viffenlwt. Pero, 
¿se conservau esos privileífíos y exencio- 
nes para la mujer y primogiínito del Ca- 
beza, qu« sy jiallan exeiitoít de cédula» 
{iereonalcs y otras cargas? El decreta no 
lo di^ie expresamente; itero estamos por 
la aíii'mativa, ya ponjue esas exencio- 
nes ceden en alivio del jefe de la fami- 
lia, ya tairibién p-irquoel mismo decreto, 
al referirse á las leyes vigentes sin dero- 
(?arlas, parece qua eu este punto la» deja 
iutaetas, y en toda su fuerza y ví^for. No 
«1 olvide, adíimáiá, que el artículo qu» 
aiuitariius tiene por objeto establecer ra- 
compííiisas para el Cabeza, ^or el mayor 
trahaji) que los nuevos Barangayes fian 
da producirle. 



IM cueilimfj que iwrjan relaína$ i la ams- 
Utuci&n total 6 parcial de lo$ TrxhwMU$ muñí- 
cípaleif Principalías y repres^yitaciófh ie ¿stas, 
ó Atas YMpeetnoé atrUmcíones, serán sometidas 
al Oobermofíor tU la prf/Hncia, ffue Uu resolverá 
con ífnff/fme de la Junta provincial. 

Ley Municipal vigente en la Península 

Art. ^1. Híempre i\\it por tnalqasera de lo§ eaiOi 
mntnttnúftn ti> \m artículM anUríoret fea prteuo obte- 
ner l« uprff)rnc\^*n del Ooí^ernador 6 del Gobierno, el 
ÁhMt cnUÍMk de remitir lo9#a&tecedeDtef dentro de 
fin phm qut no excedió de ocho díw, contadoe desde la 
feeha del acfierdo* 

Notací 

No» limitarnos aquí á recordar que los 
Capítarn;» no Hon arbitros del ¡úazo en que 
hayan do Mometíjr á Ioh Oobernadores de 
provincia la» cuestionen de que se trata. 
I)íjbíjn verificarlo en un tiírrnino fijo; y 
micrntras no ven^ft una disposición re- 
KlafíKjntaria especial para el caso, harán 
J)ien en ajustars(5 al plazo que preílno, 
para asuntos análogos, el artículo do la 
lioy Municipal de la lV>nínsula, arrilm 
transcrito. 
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Pasado esie tiempo, cesarán en su encargo, y 
ssprocederd á la elección, de otros cuatro, sin que 
puedan ser reelegidos aquellos d quienes corres- 
ponde cesar. 

Pueden eaieusoírse de formar parte de la Junta 
provincial los principales que huUesen cumpli- 
do sesenta años y los que estuviesen impedidos 
/isicameníe. 

No podrán ser elegidos para tales cargos los 
que perciban sueldos con cargo á fondos genereí- 
les, Ideales ó municipales: los conCradsías dear- 
Hirios, adras ó servicios de algún pueílo de la 
provincia; los deudores d fondos púMicos; los que 
hubiesen sido condenados á pena pei-sonai, cum- 
plida ó no, ni los procesados cuya causa no hu- 
Iñese sido sentenciada por ejecutoria. 



Et cometido de estas Juntas se parece 
algo al de los antiguos Consejos provin- 
ciales de la Península, en cuanto consti- 
tuían un Cuerpo consultivo, cuyos dictá- 
menes debía oir unas veces, y volunta- 
riamente oía otras, el Gobernador de la 
provincia. 

Pero no sólo tienen estas Juntas carác- 
ter consultivo: el articulo que anotamos 
les otorga facultades de inspección y cen- 
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jiinistrativa v eoouóniioa, va eii euautu 
puede afectar á la :<alud pública cu s^iis 
diversos ramos. 

Oui^á alguieu crea que buscaiiios mu y 
alto la razúu de esas desigiiacioues, y que 
lian obedecido sencillameute á la uccoisi- 
dad, por no ser posible hallar oti\>s ele- 
mentos útiles para constituir las Juntas. 
Pero, sea como quiera, es lo cierto que 
por uno ú otro camino i>?sulta lo qwe he- 
mos in«licado; á saber: que en la Junta 
municipal tendrán ivpi*esentación losuu'u 
vitales intereses de toda sociedad. 

Aquí se tropieza nuevamente con la 
misma dificultad que antes señalamos^ al 
ocuparnos de la formación de las rrinci- 
palías: porque hemos visto que do éstas 
se hallan excluidas las )Hn'sonas que, al 
poseer títulos académicos ó por habtu* 
desempeñado ciertos oarjíos, luui tlouu)s- 
trado sus aptitudes, cuando no satislaoeu 
por lo menos 50 posos de oontriJ)U(dón. 
Los inconveniontos ¡¡wo esto sentido res- 
trictivo tiene pai^a la constitución del 
Tribunal municipal y Deloíjados de la 
Principalía, habrán do notarse también 



al establecer las Juntas provinciales, en 
cuanto se refiere a] personal electivo que 
entra en ellas. 



Establece el artículo, que los Capitanes 
de los Tribunales municipales de cada 
provincia elegirán los cuatro principa- 
les que han de formar parte de la Junta; 
pero reserva á los reglamentos la forma 
de la eleccitín. 

Difícil nos parece desde luego que ésta 
se verifique en reunión de Capitanes, por 
la dificultad de congregarles en un mis- 
mo punto y el inconveniente de hacerles 
abandonar los pueblos en que ejercen sus 
cargos; pero, en fin, ya veremos lo que 
los reglamentos establecen, que no sos- 
pechamos siquiera que consista en que 
los Capitanes envíen por escrito sus vo- 
tos, por las irregularidades á que tal pro- 
cedimiento pudiera (Jar lugar. Desde lue- 
go nos parece que la elección debe tener 
por base la votación secreta. 

El articulo consigna los caaos de inca- 



pacidad para ser elegidos Vocales de la 
i Junta Provincial, y por cierto c[ue al final 
del mismo hallamos algo que nos parece 
' incorrección de lenguaje. Se dice que no 
podrán obtener dichos cargos los proce- 
sados cuya causa no- hubiese sido sen- 
tenciada por ejecutoria; lo que sia duda 
} ha querido decir es que esos procesados 
' deberán haber sido ábsueltos por ejecuto- 
I ría; otra cosa no puede presumirse ni re- 
I motamente que baya podido pensarla el 
, legislador. 

Tampoco se excluye de la elección á 
los miembros del Tribunal municipal ni 
)s asociados y sus suplentes; pero to- 
[ dos éstos se hallan -virtualmente incapa- 
citados, por la razón 'sencillísima de que 
vendrían á ser fiscales y censores de sus 
propios actos administrativos. 



Zns cuesHoms é incidencias d que diere lugar 
r.ía constitución de las Juntas promiíciales, la rs- 
ación total ó parcial de los individuos que 
I han de formarlas, y la iejinicián de sus /acal- 
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A-T'/: t?í-.'r.}y;.">j f^e a ':v:ert^ nn defecto de 
7'e'':í=í''*^**>'ri. qi:^r n '. ':fr;-a de len-r irn]»r- 

7»íiT'^--!ft'¡ •>- las Jar.tíis pro\irir-ia]e>. y no se 
c-orj^'ilv-0'^.y/iO ;a:vjás pi:eda hacerse fófer^ 
y «je -¡rna vez esa i^novaoi<>n. .piieslo que 
^nli^n á formarla persona^ p^r razón 
de caríTos que ya vienen ejemen-lo. como 
e! Promotor fiscal. La frase, pues, in- 
novación total ó parcial, ha de entender- 
se alusiva á los casos en que liaya que pro- 
ceder á nuevo nombramiento, va de los 
cuatro, ya de menor número de los indi- 
viduos electivos que componen la Junta. 
Dada la índole de las cuestiones que 
pueden promoverse, y las autoridades 
entre las cuales pueden sur{?ir, es evi- 
dente que sólo al Gobernador general 
puede reconocerse competencia i)ara re- 
solverlas, como Superior común de todas 
aquellas entidades. 
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a Junia provincial tendrá á su cargo la caja 
engue secustodieel «Haber délos piicUos», sien- 
do Claveros de ella el Promotor Jiscal, el Admi- 
nistrador de Hacienda y uno de los principales 
elegidos por los Capitanes de los pueblos, que 
será desigjiado por sorteo en el seno de la Junta. 

Para la fo^-malización de las operaciones de 
Caja, de las de contabilidad de ingresos y gastos, 
cotí cuenta corriente que debe lleoarse á cada 
pweMo, y demds detalles de este servicio, asi como 
para los trabajos de Secretaria, la Junta acordará 
el nombramiento de una persona sujicientewiente 
apta, señalándole la gratificación su/iciente, con 
cargo, d prorrata, ai «.Haber de los pueblos» . 

£sta nisma persona actuará como Secretaria 
de la Junta, sin voz ni voto, llevando el libro de 
actas Jirmadas por todos tvs asistentes a cada 
sesión. 

Serán personal y principalmente responsables 
del "Haier de los pueblos» que se ingrese en la 
Caja especial de los Gobiernos de prooi?icia, los 
tres Claveros; y subsidiariamente los restantes 
individuas de la Junta. 

Cualquiera de los individuos de ésta podrá 
pedir un arqueo el dia que lo considere oportuno, 
para cerciorarse del estado de la Caja y de las 
existencias gue contiene, y deberá efectuarse en 
el acto, sin excusa ni pretexto alguno. 



• Lo primero que noa llama la atención 
en este articulo, es qae sea el Pro- 
motor fiscal uno do los tres Claveros, 
cuando á lodos ellos se les hace respon- 
sables de cualquier quebranto ilegítimo ' 
que sufran los (íl-Iaberes de los pueblos», 
una vez ingresados en la Caja. No ya por 
la diversidad de funciones que requieren 
frecuentes ausencias del Promotor, sino 
por las judiciales que á éste le incumben 
en la persecución de los delitos, enten- 
demos que el Promotor fiscal, sobre todo 
allí donde la sustitución es tan difícil, 
no debe jamás ser Clavero. Asombra que 
en un Real decreto que refrenda letrado 
de tan consumada pericia como el señor 
Maura , haya podido pasar inadvertido 
un error semejante. Mucho mejor habría 
sido, pues, entregar la tercera llave al 
Vicario foráneo 6 al Devoto ó Reverendo; 
8U elevado carácter sería siempre una ga- 
rantía; además, como no tienen que in- 
tervenir para nada en la Administración 
de justicia, no se corría el peligro de que 



en una causa criminal pudiesen encon- 

(arse en un mismo volumen el acusador 
el procesado. 
... 
JJo discutiremos si es ó no fundada la 
isconfianza, que ya se anuncia en el 
preámbulo del Real decreto y trasciende 
á su articulado, acerca de la seguridad 
de los fondos municipales que se confla- 
sen á las Principalías, por lo que se lia 
optado por dejarlos retenidos en poder de 
la AdmÍDÍstraci6u. Los que conocemos un 
poco las intimidades de nuestras colonias, 
no podemos menos de sonreimos ante 
ese exceso de previsión, Pero asi lo ha 
dispuesto el legislador, no sin advertir 
que tal medida sólo subsistirá mieutraa 
la experiencia no acredite que las Princi- 
palías sabrán guardar y aventajar los 
fondos del procomún. Pero, ¿cuándo ven- 
drá esa experiencia, si en poder de las 
Principalías no ha de entrar ni un cénti- 
mo con que hacer la prueba de su inteli- 
gencia en aventajar y de su probidad en 
conservar el dinero publico? Lo más na- 
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tural hubiera sido que en cada Municip 
existiera, como en los Ayuntamientos c 
la Península, una Caja para guardar 
dos sus fondos; y si eran inalversadoá 
caso que seguramente sería rarísimo, exM 
g¡r severas responsabilidades á los mag 
Vürsadores, y hasta quizá imponer ten 
poralmente á los Tribunales municipalej 
sin probidad en esto punto el ingreso d j 
sus fondos en la Caja provincial. 

Esa especie de presunción de impureza 
en el manejo de caudales que deja enten— ^ 
der el Real decreto, nos parece un tantaJ 
violenta y depresiva. ' 

Además, el procedimiento va á resul4 
tar embarazoso y caro por diversos con-í 
ceptos , no sólo porque exige en la pro-« 
vincia una extensa contabilidad ceníral^W 
sino porque se trata de un país donde, en,J 
materia de vías de comunicación, todo^ 
está por hacer, y resultará sumamente! 
difícil y molesta la situación de fondos 'i 
á distancias tan considerables. 

Si la falta de una buena administra- 
ción de los haberes comunales fuese razón 
bastante para privar á los Ayuntamien- ' 



■tos de la custodia de los mismos, algunos 
■hemos conocido en Espaüa que no mere- 
cían guardar en sus arcas ni una sola pe- 



El Último párrafo de este artículo con- 
i un precepto que aplaudimos con el 
mayor gusto: el que ordena la práctica 
'*'del arqueo inmediatamente lo pida cual- 
quiera de los individuos tle la Junta, para 
cerciorarse del estado de la Caja. En esta 
materia no caljea dilaciones, que podrían 
hacer infructuoso el resultado de la inves- 
i^^tigación. He aquí una razón más que 
^Heconseja que los Claveros no desempeñen 
^Bpargos que exijan su presencia fuera de la 
^Héapital de la provincia. 

^H Por último, se estalilece que, si bien los 
^^tresClaveros son personal y principalmen- 
te responsables del «Haber de los pue- 
blos» que ingrese en la Caja especial de 
-los Gobiernosde provincia, lo son también 



subsidiariamente los restantes individuos 
de la Junta. Pero ¿cuándo? Esto es lo q^ue 
el Real decreto no dice, y no debieya omi- 
tir; no se puede decretar responsabilida- 
des de tal naturaleza contra nadie, sin de- 
terminar las causas que las engendran. 
Si los tres Claveros defraudan la Caja ¿por 
dónde pueden ser responsables tos demás 
individuos de la Junta qne no tuvieron 
parte en el delito, ni principal ni subsi- 
diariamente? Nosotros creemos que esa 
responsabilidad subsidiaria sólopuedena- 
cer de negligencia ü omisión. 



£os reparos ó adveriíncias que se deriven de ¡a 
función iitapeciora y de ce^istira propias de la 
Junta, se comunicarán de ofido ai Gobernador de 
la provincia, acompailando los documentos ó an- 
tecedentes qae los moCioen, para que dicha Auto- 
ridad resuelva lo procedente. 

También podrá la Junta dirigir al Gobernador 
general, por conducto del Gobernador de la pro- 
vincia, exposiciones, representadoaes ó propues- 
tas qw repute convenientes al bien de los pweélos 
áála ordenada marcha de la Administración. 



Bos clases de gestiones puede practicar 
la Junta provincial en el uso de su fun- 
ción inspectora y de censura: las unas 
encaminadas á correg-ir los abusos que 
advirtiere en lo que podríamos llamar 
marcha corriente de los asuntos públicos; 
las otras dirigidas á obtener disposiciones 
superiores que completen ó modifiquen la 
legislación por que los servicios se rigen. 
Las primeras han de ejercerlas cerca del 
Gobernador de la provincia, como Jefe de 
la Administración yencargado de velar 
por la observancia de las leyes y demás 
disposiciones superiores; las segundas de- 
berán practicarlas cerca del (íobemador 
general, como representante genuino de 
la soberanía metropolltica. 

Véase, pues, cuan grande es la impor- 
tancia de las Juntas provinciales, y cuan 
inmensos servicios pueden prestar al país 
á la sombra del bien concebido articulo 
que comentamos. No sólo pueden pedir el 
cumplimiento de las leyes que existen; 
tienen también derecho á representar 
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para que el poder legislativo dicte otras 
que, en coacepto de la misma Junta, ha- 
gan falta para el bien de los pueblos Ó la 
ordenada marcha de la Administración. 
La Junta provincial es, por tantt), un 
factor importantísimo que, bien conduci- 
do, puede contribuir extraordinariamen- 
te al progreso del pueblo filipino. Si esto 
se medita bien, es de esperar que los Ca- 
pitanes envíen á estas Juntas, haciendo 
uso de su derecho de electores, los hom- 
bres más inteligentes, más laboriosos y 
más honrados de las Principalias. 



No termlnarenaus sin recordar que por 
otro Real decreto de 19 de Mayo del co- 
rriente año, reorganizando el Consejo de 
Administración de Filipinas, se establece 
que corresponde á las Juntas provinciales 
la designación de los Consejeros delega- 
dos para exponer dentro del Consejo los 
deseos y las necesidades de los pueblos. 

Las Juntas provinciales, designando 
para sus Consejeros á las personas de re- 
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conocida capacidad, de notoria ilustra- . 
ción, pueden demostrar al Gobierno de la 
metrópoli las deficiencias de las antiguas 
leyes, los errores de las modernas refor- 
mas, y más que todo las de conveniencia 
y carácter urgente que precisa implantar 
en el Archipiélago. 

Patente se ve la sana intención del Mi- 
nistro en la creación de estas Juntas pro- 
vinciales, para que sirvan de interme- 
diarias entre los Tribunales municipales 
y el Consejo de Administración, á fin de 
que los tres cuer'pos, como ruetlas engra- 
nadas con acierto y armonía, señalen 
pronto la hora apetecida de gozar Filipi- 
nas el mayor número posible de ^ 
tías en la gestión de sus i: 
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Constituirá, el '¡■Hatier ó Hacienda de los pue- 
blos», eon exclusivo destino á atenciones pracomu- 
vaíes, el producto de los arbitrios é impuestos si- 
ff%ie»ies: 

l.° Pesqaei'ias. 

2." Credenciales de propiedad del ganado 

3."* Credenciales de transferencia. 
4." Rentits y producios de fincas urHnas á 
rúsüeas, pertenecientes al pueblo. 
5." Sillares. 

&." Jhiíicioítes deíeatro y carreras de caballos . 
t." Mercados. 
S." Mataderos. 
9." Portasgos, balsas y baldeas. 

10. E'tcierro 4s animales. 

11. Impuesto de alumbrado y limpieza. 

12. Recargí} del 10 por 100 sóbrela coitribu- 
eióa uriana. 

13. Multas municipales. 

14. SI impuesta que sobre la propiedad rús- 
tica acuerde cada Municipio, 

13. ¿os guinea días de Id prestación personal. 
16. Los demás arbUños que se puedan crear, 
seg'in las condiciones de cada pueblo. 



Cada Tñéunal municipal, con. asistencia de la 
represeitíación de la Principalia y del Devoto ó 
Reverendo Cura Párroco, estableceré desde Ive- 
go, de los arbitrios ó impuesíos mencionados bajo 
los núms. 1 ." al 15, los gue juzgue coiivemeníes; 
mas para la creación, de otros misvas, según el 
núm. 16, habrá de comuUar el acuerdo, antes de 
plantearlos, al Gobernador de laprovincia. Éste 
los autorizará ó na. previo informe de la Junta 
provincial, según, lo eslimase coaveniente A los 
intereses generales y á los del pueilo. 

Ley Municipal vigente en la Península 

Art. 136. LoH iijgresoa aerlin: 

Rcutas j productos procedeotea de bieaef, derecho» 6 
capitales que por cuaiquiet coocepto petteDEXcan al Mu- 
uioipio ó á los establecimiento» de benefioencia, ¡DsCruc- 
ciÓD y otros aolUogos que de él dependan. 

Arbitrios c impueatos municipales Bobre determina- 
dos scTvicioB, obras é induairias, así como los aprovecha- 
mientos de Policía urbana y rural, y multas é indemui- 
zacioiies por ioFracdún de las ordenanzas municipales y 
bandos de policía. 

Un repartimiento general entre todos los vecinos; ha- 
cendados, en pruporciiSa á los medios ti facultadesdecada 
uno, para cubrir los servicios municij(a,leB en la totalidad 
<j en la parte k que no alcancen los aiiteriores recursos. 

ImpiieatOH sobre artículos de comer, beber y arder. 

Los Ayuntamientos de poblaciones mayores de '200.000 
habitantes, si renuncian al repartimiento general, po- 
drán acudir á otros impuesio», recargos J arbitrios ade- 
más de loa enumeradoa en las leyea, con la aprübaci<5u 
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del GobieniQ, qne oít& pu* eoncederla al Caoiejo de 
Estado. 

Arl. 1>17. P&n et caraplimieiiio del p&rraíb 2.° del 
articulo 156, se obferrir^ las reglas liguieatts: 

I.' Súlo será autorixado el eatablecimiento de arbi- 
trios sobre aqaeiÍBB obras ó servicioa costeadoa con loa 
fondoB miiDÍcipale^. cuyo aproYechtunieolo do se ,erec- 
tiie por el comdu de tccídoi, sÍuo por personiu 6 cla- 
eea detennioadaR, aiempre i¡ne loa inteiesadoa no le 
hayau adquirido anteriormeote por título oaeroao, uí 
como sobre iodualriaB que le ejerzuí en la vía púbb'ca 
ó en lerrenoí y propiedades del pueblo; entendiéodose 
ijue el Ayuntamiento uo podrí atribuir«e uoDOpolio ni 
privil^io algiiDO íobre aquellog eiervicios, hído en lo 
que aea neccaario para La laiabrídad pública. 

'2.* En coofarmidid í lo dispuesto eu el artículo an- 
terior, puede aatoriiarse el eatableciniiento de arbitrio* 
nbre loa objetos aiguienteB: 

AproTechamiento y abastecimiento de agnas pan 

Alcantarillado. 

Establecimientos balnearios en aguas públicas. 

Guardia rural. 

EstaMecimientos de easeOaiua secnndaria, supeiiar ó 
especial. 

lioeucias para eonatniceiÓD de edificiof. 

2iataden>í. 

Puestos piíbliooa y sillar eu pUxaa, callea, ferias, mei- 
eadosy paseos. 

Alquiler de p«iu y medidas. 
^ AlmotMHiEa 4 repeso. 

loa en l«s cciMBlerioa maiücí|«]ea. 

Ctoebea de plan 7 de aerridaa Amenrioa, y eams de 
n d iateiiar de ba pobUcJonc*. 




Bx{iedJci5n de ceTtiücacionea por acloa del Aj'unla- 
tnienlo ó dociimentoB que existan en an» archivúE. 

Pute que concedan las lejea en la expediciún de docu- 
mentos de vigilancia, liceaoiaa de caza y pesca, y de aiíxé- 
gaciún ; flote de los ríos y aprov-echamieutoa de aguaa. 

Y loe demfia anUog'os. 

3.*- En níogúu caso pueden ser objeto de arbitrios 
loa aer vicios liguientes: 

Aprovechamiento y absAteciiniento de aguas pitra uso 
comunal. 
Alumtirado público. 
AceruB y empedradot. 
I Vigilancia pública. 
I Beneficencia. 

InatrucciÓQ pública eiemeutal. 
Limpieza, ain perjuicio de loa aprovechan! i eutoa i 
que diere lugar, 

Y otros de igual naturaleza. 

4." Se autoriza la creación de arbitrios aobrc la ven- 
ta de bebidas espirituosas ó fermentadas, bien sea ea 
establecimientos opuestos fijos, ú bien por mercaderes 
arabulautea, tri^ineros lí por lob mismos cosecberoE ó 
&bricantes: sobre cafós, fondas, botillerías, posadas, boa- 
pederús y otros establecimientos del mismo carácter; 
sobre casas de baüos, sobre toda clase de espectáculos 
públicos, y sobre juegos permitidos y rifas, en la parte 
que las leyea concedan á los AjUDtamientos. 

5.* Loa derechos de mataderos se acuniiilaniu á los 
de couaumoa (cuando loa hubiere), ;■ uopodrSn en junto 
exceder del '25 por 100, de coutbrmidad con el párra- 
fo 2.", regla 1.* del art. 139. Donde no hubiere sobre 
carnes derechos de conaumo, aiüo se impondrá por de- 
rechos de matanza una cantidad que jamás exceda del 
10 por 100 del valor de la rea. 
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Cuaito. A los colonos, aTreijdiLtarios ú ap&rceroa de 
I fincAB rústicas que no residan en el diitrito. 

Las utilidades que procedan de penaiociei^, intereses 
de capitales, sueldos 6 rentas públicas seráu imputadsK 
á luB poseedores en el pueblo dou de resldau. 

Quedan exceptuados del repartimiento los pobres de 
iolemuídad, loe acogidos eu los estableuiíu lentos de Be- 
ueficeucia j las ckses de tropa de tierra y mar. 

2.'' Para SJar ]a utilidad imponible de cada contri- 
buj^eute ge procederá con arreglo á las siguientes bases: 

Primera. A los propietarios de fincas urbanas se les 
valuará como utilidad imponible el importe de las rentai 
que por este concepto perciban ü las qne pudieran per- 
cibir, atendidas la naturaleza j condiciones de las 8ucsa, 
si están ocupadas por ellos mismos 6 por otros que uo 
paguen renta. 

Segunda. A los propietarios que labren fincuB rústi- 
r cas, ó en su caso los colonos, arrendatarios ó aparceros, 
I se lea imputará ana suma igual á vez y media el importe 
de la renta que produzca la finca ó que pudiere produ- 
cir, según los típos medios del pueblo, si estuviera arren- 

Tercera. Cuando los propietarios de las fincas, ya 
sean rústicas 6 urbanas, no sean vecinos del distrito, se 
rebajará de la utilidad imponible un quinto de la suma 
á que según las bases anteriores debiera ascender. 

Cuarta. A los qne perciban sueldos, pensiones, cen- 
sos ú interesen de cualquiera clase ó procedencia se lea 
valuará como utilidad líquida el importe de estas sumas. 
Quinta. A loa comerciantes, industriales y demás 
¡emprendidos eu los tarifas de la contribución iudustrial 
t se les valuará la utilidad imponible en proporción á la 
I cuota que por este concepto satisfagan al Estado, no 
I bajando de cinco ni excediendo de veinte veces el im- 







««odi^ tt 4cd«n4 a Md« cm» d íapart* de b eno^ J 

%.* L» det«Ta¿Mlá» de !• ■lílidad mpaaiMe le *•- xl 
tiAeaii por 1m vaamut eoMribajwst». remülM < 
atccioMe, en b &rau ipe d n^itoto 3.*, tímlo 3." de '^ 
«Ulej'dbpne. 

Cidk Mecí<S« Gnnnrfc nm rdad¿n ipie maprend* 
Im BtüUsdn de tadM «u mdlvidiMM, pioevrasda ope- 
eifiev (■ b po«bb b aairateM jr aóneto de be ofaje- 
lee ^oe be pradman. 

4/ Lo* (BdindHM de ada Meaitii, d ew n m do» por 
d asneo, procediendo cotno eíodieoe j reiuiido* con d 
Ajuabaí tentó, nxminaria y coBprobkrán eaUe reb- 
doaea, rc»olTMn¿o lu recbínacJoiie» i que dieren lugar 
y Sjejido !a «nlidaij total ímpoitible. 

Xa Jnnta repartirá ]d que & nd» tección wrmpon- 
ib, biei) Ka peí el lanío por loo proporcíotiol & U utlli- 
ibd total valuada. 5 poi categorba ^aa. 

S.* Loe aÍEidicoi de cad^ tccciúD rerificeráii y cwnD- 
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DÍcar&a el te partimiento & los iodividuos de la misma. 
Kl Ajuatamieoto resolverá las reclamacioae* i que este 
repartiraieuto diere lugar. 

6.° Todas las operaciones de evaluncióo j reparti- 
miento serán publicadas en la forma ordinaria, y se 
Kimunicaráp ademñs en la Secretaria del Ayuntamiento 
todo interesado que lo solicitare. 
7.' Contra lau decisiones del Ajnntamiento y de la 
nota de evaluación se establece recurso de agravios 
tra ante lu Diputación provincial. El recurso babrá de 
eutabkrse dentro de los quince días siguientes á la pu- 
blicación, y 110 ol>8tar4 para el pago de la cuota reparti- 
^^^a ínterin no recaiga resolución definitiva. 
^^K Tanto estas reckmacioues como las que se intenten 
^^Bor las operaciones de cada sección, habrán de fundarse 
^^|eil becbos concretos, precisos y determinados, aduciendo 
t las pruebas necesarias para su justificación. 

8." El repartimiento comprenderá un tanto de au- 
mento que no exceda del 6 por 100 de la cuota total 
para gastos de distribución, cobran/a y partidas fallidas. 
Quedan exentos del pago de este aumento los contri- 
buyentes que satisfagan anticipatlamente sus cuotas por 
trimestres, semestres ó anualidades en las Depoeítarías 
¿e las respectivas Municipalidades, y se les abonará en 
el segundo y tercer caso el tanto por 100 anual que se 
fije por rBKÚn del anticipo. 

S* Loa propietarios y los colonos, arrcndatarioa, 
aparceros ó inquilinos, arreglarán por medio de contra- 
OB particulares la proporción en que sobre cada niio ha 
ie pesar la cuota repartida á éstos por razón de las tincas, 
la formaytiemjiuileiudemuizarse entre sí de esta cuota. 
L falta de contrato pueden los inquilinos retener,. al 
:r el pago de la renta, el importe total, y los colonos, 
ireudatarios ú aparceros loa dos tercios de la cuota. 



Art. 13^. Paro el cumplimiento del pirralu 4." det 
arCícuio 136 se obaervatÚD laa reglas aiguienteg; 

I,* £1 AjuuUDiientD y awciatloe, reunidoB en junta, 
úetermiuurdu líS cípecies que bin de ser objeto del im- 
puesto de consumoe, uí como laa tarifas por que ae ha 
de regir lU exacción y la foima en que cata bayft de 
Láceme. 

Las tarifas do excederán en uingúu caso del '25 por 100 
del precio medio del articulo en la localidad rcipectiva, 
segiiu su claae. 

2.' El acuerdo del Ayuntamiento y de ios asociado» 
«era ejecutivo, aiu perjuicio de los recursos li que, segiÍR 
la preseute ley, hubiere lugar, y salva lii iiispceciúa y 
atribuciones del Gobernador, con arreglo al art. 150. 

3.* Loa impuestos de cousumos sólo aeráu autorÍEa- 
doB sobre los frutos 6 aobre las bebidas que se coaanman 
en cada pueblo, quedando absolutaraeote probibido sobre 
ellos y todos los demás coalquier otro impuesto que 
embarace el tráfico, circulación y venta, sean cuales fue- 
ren los nombres con que se intentara establecerlos, como 
derechos de piso ó tránsito, venta ó alcabala ú otro le- 
mejaute. 

4.° En loa pueblos que tengan Aduanas establecidas, 
loa artículos eztranjeroa, una vez nacionalizados por el 
pago de los derechos arancelarias, pueden ser objeto del 
impuesto municipal de consumos, deutro de las preacríp- 
clones de esta ley y sobre el valor que tengan en la 
plaza, deducido el importe de aquellos derechos aran- 



La Administración es como una má- 
quina cuyo objeto es la prestación de 
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rvicios de varias clases á la sociedad, 
al píiblico. 

El principio, la base de la contabilidad, 
es éi presupuesto, ó sea la cuenta anlici- 

ida de los gastos é ingresos. Sin prem- 

■esto, la Administración sería un con- 
!aso laberinto labrado por el capricho 
y la arbitrariedad, porque asi los gastos 
como las exacciones, para atenderlos, no 
tendrían otra regla ni otro límite que la 
voluntad de los gobernantes; pero, desde 
^el momento en que el presupuesto existe, 

regularidad se impone, cada cosa ocu- 
la su lugar. Los servicios obligatorios 
parecen ordenados, según su importan- 
cia relativa; los voluntarios figuran tam- 
bién obedecieado á un criterio de pro- 
lada conveniencia, y unos y otros reci- 

n una dotación correspondiente. Los 
ingresos ó recursos permanentes, para 
atenderlos, se subordinan á la cuantía 
calculada de aquóUos, y trazan una línea 

las exacciones, que serán ilegales y pu- 
libles si la traspasan. 

De esta manera el fondo común del 

unicipio y la fortuna particular, que- 



dan asegurados contra el despilfarro 3 
mala fe: porque, ni se puede cobrar r 
de lo consignado, ni lo que se recauda h 
de invertirse en otros objetos que los aeí 
ñalados en el presupuesto, cuya publiciig 
dad, desde su formación liasta su realizí 
ción, no tiene otro fin que el de fácil 
á los administrados el conocimiento ti 
que se les pide, y para qué se les pide, d^ 
jándoles expedito el camino para reclsl 
mar contra los actos de los gestores de 1(| 
intereses comunea. 

A tales reglas obedecen los articuld 
del presente capitulo, que no podía mend 
de dictarlas el legislador al dotar de bie^ 
nes propios á los Municipios. 

En el presente articulo se enumerafi 
cuáles sean esas fuentes de ingresos, 
como las llama el Ministro, el dHaber ó 
Hacienda de los pueblos». 

«Gonfíanse á los Tribunales munici- 
pales, dice, los servicios que sólo ellos y 
sus subordinados pueden medir, regu- 
lar y mejorar; de modo que el interés, 
responsabilidad y los recursos para 



cubrir las necesidades primarias de la 




vida civil, estarán en sus propias manos.» 
Y como la materia es de suma impor- 
tancia y bastante jiiminutas las reglas 
contenidas en el Real decreto, no hemos 
vacilado en dar relativa extensión á las 
reproducciones de artículos de la Ley Mu- 
nicipal de la Península, la cual contiene 
copiosa doctrina, que no dejará de tener 
aplicación en bastantes casos á la ges- 
tión económica de los Tribunales muni- 
cipales, resolviendo, con la autoridad que 
á tales disposiciones no puede negarse, 
ciertas dudas cuya solución en vano se 
buscaría en el Real decreto que anotamos. 



No porque seamos partidarios decididos 
de la presente reforma, hemos de desco- 
nocer que los recursos señalados con los 
números 1 al 15 son insuficientes y de 
ningún modo han de alcanzar ahora al 
sostenimiento de la vida municipal en la 
generalidad cíe los pueblos para quienes 
se destina. 

En efecto: las pesquerías sólo pueden 



dar algún rendimicDl" 
localidades en que con 
dustria. Se puede afirn' 
que no hay productos 'j- 
(incas urbanas; lioy, i 
pueblo que cuente con ' 
pecie. El recargo del 1 1 J 
contribucióa urbana e^^ 
mayoría de los pueblos, 
queza imponible. El iin 
propiedad rústica, dedili 
por la absoluta falta de ^ 
diiniento de los teatros \ 
ballos no hay para qué )i 
cierro de animales, por" . 
En fln, arbitrios casi ti 
poco menos. 

Con tales elementos, n 
unos pueblos, y muyür 
el comienzo de bu nueva 

Sin embargo, no abíti 
peranza de que el nuevo 
dentro de algún tiempo;. 
pueblos de su letargo. Hu ■ 
za de buena voluntad, Ii;. 
que losgobernailorcillos ■ 



o cobrado se expedirá recibo á cada cotitri- 
tíwyeííte, firmaiopor el Oapüán y por el enear- 
déla recauáacióit. 
Éste veríjkará el ingreso semafialmente, du- 
mie la época de la, cobranza, en el Tñbunal 
' timnicipal, dándole resguardo el Capildn de las 
cantidades ingresadas, con expresión de los con- 
ceptos d que corresponden. 

M Gapitdn retendrá eti el mismo acto del in- 
greso un duplicado del resguardo can la pfmA 
del recaudador, para formaliza)' en su dia el in- 
greso de lo recaudado en ¡a Caja del «Haber de 
los pueblos» . 

Bl encargado de la cobranza formará taviUén, 
por si, relación especificada por conceptos de la 
cobrado, para remitirla á la Jwita proDittcial en 
la época que determinen tos reglamejitos. 



Notas 

Las reglas de procedimiento que este 
lartículo inicia y que los Reglamentos 
lestán llamados á desenvolver, son bas- 
I tante claras, y caanto aquí pudiéramos 
I decir no conduciría á ningún fin prác- 
I tico, como no diéramos los formularios 
■a cada uno de estos servicios, cosa 



dar algúa rendimiento ett las coatadas 
localidades en que constituyen una in- 
dustria. Se puede afirmar, en general, 
que no hay producios que provengan de 
tincas urbanas; hoy, rarisimo será el 
pueblo que cuente con bienes de esa es^- 
pecie. El recargo del 10 por lOiJ sobri> la 
contribución urbana es ilusorio para la 
mayoría de los pueblos, por falta de ri- 
queza imponible. El impuesto sobre la 
propiedad rústica, de dificilísima exacción 
por la absoluta falta de catastros. El ren- 
dimiento de los teatros y carreras de ca- 
ballos no hay para qué nombrarlo. El en- 
cierro de animales, poco ó nada supone. 
En fin, arbitrios casi todos negativos ó 
poco menos. 

Con tales elementos, no será fácil para 
unos pueblos, y muy arduo para otros, 
el comienzo de su nueva vida económica. 

Sin embargo, no abandonamos la es- 
peranza de que el nuevo régimen pueda, 
dentro de algún tiempo, despertar á los 
pueblos de su letargo. Hoy mismo, á fuer- 
za de buena voluntad, hay localidades en 
que los gobernadorcillos administran casi 



^ 



para su custodia eisislirá en el (foMerno ávil ó 
J'oUlico-miUiar, en. cada capital ó cabecera de 
provi?icia. Oteando el Capitán, no pudiese acudir 
personalmenle a la cabecera para hacer el ingreso, 
enviará bajo su responsabilidad uno ó dos comi- 
sioiíados. 

Zas reglamentos determinarán las cantidades 
que el Capitán pueda retener para satisfacer las 
obligaciones corrientes del Tribunal, como tam- 
bién las formalidades indispensables para una 
sencilla contabilidad, evitando en todo caso que se 
borre ú obscurezca la distinción, que ha de ser 
completa, entre el producto del impuesto sobre la 
propiedad rústica y los demás ingresos del Haber 
municipal. 

El Capitán es responsable personalme>iie de 
los fondos ingresados en su poder hasta el dia en 
que se verifique su entrega en la Caja especial de 
«Saber de los p 



Ya dijimos, al anotar el arl. 22, cuál 
es nuestra opinión respecto de esta Caja 
del Haber de los pueblos, instalada en el 
Gobierno civil li Político-militar, en cada 
capital ó cabeza de provincia. A lo diclin 
alli nos remitimos ahora. 

Las instrucciones que darán los Regla- 



pió, no nos parece mal que los aciierdd 
que se adopten por los Tribunales munil 
cipales, estableciendo los nuevos impues 
tos, sean consultados con el Gobernado) 
de la provincia, quien no podrá resolveí 
sin previo informe de la Junta provinciatí 
No es de presumir que los Gobernadort 
desconozcan el deber en que están de pro^ 
ceder en esta materia con un criterio I 
tante amplio, para no matar el estímulí 
y natural deseo de los pueblos de ponffl 
de relieve que no es superior á sus fnepJ 
zas ni á su voluntad el grado de d 
tralización que se les concede, y que pue-^ 
den aspirar á poseerla aun en mayor es- 
cala, sin comprometer los intereses de sus 
administrados. 



Cttta Tribuml municipal, tan pronto como se 
constituT/a en cumplimiento de esta disposición, 
/armará, con asistencia de los Delegados de la 
Principalia y del Devoto ó Reverendo Cura pá- 
rroco, tina relación de lus recursos permanentes 
con gue H de satisfacer los gastos, lamiién per- 



matientes, del pueblo. J!n esta relación no podrá 
figurar cantidtid alguna procede ule del impttesta 
que se acordase taire la riqueza rúslica, con 
arreglo al núm. 14 del articulo anterior: pues de 
todos los ingresos por tal concepto se ha de llevar 
por separado la cuenta y raían, y se ka de dis- 
poner exclusivamente para costear obras públicas 
procomunales. 

La relación derecursos permanentes ordinarios 
á que se refiere el párrafo anterior, será el pre- 
supuesto de ingresos anuales del puelilo; subsis- 
tirá indefinida?nente con las adiciones á alteracio- 
nes gue en/orma legitima se introduzcan, y cofis- 
tará siempre, por copias autorizadas y con/or- 
meSy en el Tribunal municipal y mía Junta pro- 
ni?icial. 

De tres en tres años será revisada por la Jun- 
ta provincial la eoaluaciájí de los recursos que 
figuren, en la relación, y cada uno de ellos se ^rá 
constar tan sólo por la cuantía de lo recaudado 
anualmente, según el promedio de cobrania que 
arrojen las cuentas de los años anteriores. 

Ley Municipal vigente en la Península 

Art. 133. Loa Ajiiiitaniicntos formarlin todos los 
aiioB un presupuesto que compreuda los gastos qoe por 
cualquier concepto hayan de bacerse y loa ¡ngreaos des- 
tinados i. cubrirlos. Al efecta constítuirñ de su seno una 
de laacomigionea permanentes de que habla el art. 60. 



Art. 147. El Ayuntamiento tor 



á el presu ¡meato 



ciento del valor real de la finca, hállese ti no cul- 
tivada, cuyo tanto por ciento fijará cada Ti-ibu- 
nal municipal, asistido por la representadóit de 
la Principalia y del Jteuereiido ó Devoto Cura 
' Párroco. 

El acuerdo de establecer el impuesto, abolirlo, 
recargarlo ó aliviarlo, se coiiíignanl en acta, de 
la cual se remüird copia al Gobernador de la 
provincia para su comcimieiUo y el del Goberna- 
dor general. 

Sií ningún caso podrá eslablscerse el impuesta 
territorial, exceptuando de él á las propiedades 
parítculares incultas. 



El propósito que manifiesta el 1 
ilor al otorgar á los Tribunales inuníci^ 
pales la facultad de establecer un impues-í 
to sobre la riqueza rústica, con deslino áj 
obras procomunales, explanado se lialja 
en la Exposición de motivos. Ya indican 
en otro lugar algunas de las diflcultadi 
con que tro pieza la exaccióndeesteimpues- 
to, por la falta de catastro déla riqueza te- 
rritorial. Agregamos ahora aquellos obs- 
táculos que nacen siempre de la novedad 
de todo impuesto, y que aquí subirán de 
punto desde que surja la sospecha de que 



ser muy diiicil de repartir, careciéndoao, 
como se carece, de un catastro de la ri- 
q;ueza. Hay que dedicarse á Ibrmarlo, y 
una vez formado ya, se podrá cumplir en 
regulares condiciones el loable propósito 
del legislador, si so procede con igualdad, 
sin diferenciar clases, y procurando que 
ningún propietario pueda eludir el pago 
del impuesto. 



Los arbilrios é impuestos que consliíuyan el 
tHabsr ó Hacienda de los pueSlos». con excep- 
ción del qu6 se acuerde sobre la propiedad rúsli- 
ca, podrán ser arrendados por los Triiumles 
municipales, mediante subasta pública, en la for- 
ma que prescribe el arl. 12 y por planos que no 
excedan de tres años. 

las arbilrios é impuestos no arrendados se co- 
brarán por los Cabezas de Barmgay á por los 
oíros encargados que designe por escrito, y en ¡as 
épocas y plazos que determine el Tribunal inum- 
cipal, bajo la responsabilidad personal de sus 
individuos. 

Al terminar el periodo de la cobranza, el en- 
cargado de efectuarla devolverá al Tribunal mu- 
nicipal los recibos que no haya podido iacer 
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propiedad rústica, se /armará con la misma » 
lemnidad relación detallada de las fincas j 
hayam de satisfacerle, con expresión de su caM$k 
da. cultivo, linderos y valor real que se les asiff^M^ 
lie, remiiiendo copia autorizada d la Junta pr<h^ 
■Bincial. 

Las reclamaciones t)ue se suscitaren contra esta 
relación ó alguna de sus partes, serm elevadas 4 
la Junta provvicial para pie ésta proponga al 
Gobernador de la provincia el acuerdo que estime 
justo, que causará estado. 

La Junta formará resúmenes de las relacioties 
que reci&a. enviando copia de ellas seniestralmen- 
te al Gobernador de la provincia, quien d su vez 
la remitirá al Gobernador general. 



Con gran facilidad ha podido redactar- 
seel presente articulo; lo tlifíeil es poner- 
lo en ejecución. Formar una relación de- 
tallada de las fincas que hayan de satis- 
facer el impuesto, con expresión de su 
catida, cultivo, linderos y valor real que 
se les asigne, todo esto donde no hay 
amiliaraniientos, ni registros de la pro- 
piedad (pues ahora se principia con gran- 
des esfuerzos á inaugurarlos), parécenos 



que requiere mucho tiempo, mucho tra- 
bajo y mucho dinero. 

En primer término, creemos que ha 
de empezarse por pedir á los poseedores 
de las fincas (y decimos poseedores y no 
propietarios porque sólo á loa que posean 
íle lieciio será posible exigir el impuesto) 
notas en que, bajo su firma, expresen to- 
das las circunstancias de sus propiedades 
que este artículo enumera; descansando 
en la buena le de esos individuos, y em- 
pleando la investigación administrativa 
únicamente en aquellos casos en que pa- 
rezca, ó por lo menos con gran funda- 
mento se sospeche, que hay ocultación de 
riqueza. 

Debe dejarse á cada Tribunal municipal 
mucha latitud en determinar la cuantía 
del impuesto. Sería absurdo someter á un 
tipo fijo todas las localidades, pues ni las 
condiciones del suelo son idénticas, ni las 
necesidades absolutamente las mismas. 



Establécese que causará estado la re- 
solución del Gobernador de la provincia 



cuando la relación fuese impugnada en 
todo ó en parte. 

¿Se ha meditado bien esto? Parécenos 
que de las reclamaciones á que alude el 
artículo pueden surgir, y surgirán de he- 
cho, cuestiones gravísimas de posesión 
y propiedad, que ni en Filipinas ni en 
ninguna parte pueden ser sometidas á las 
autoridades ailministrativas, sino que co- 
rresponden á los Tribunales de justicia. 

Por consiguiente, aunque el Real de- 
creto diga que la resolución del Goberna- 
dor causará estado, deberá entenderse en 
el orden meramente administrativo. Pero 
sin perjuicio siempre de que cuantos se 
sientan lastimados en sus derechos civi- 
les por las disposiciones del Gobernador, 
puedan buscar contra ellas el amparo de 
los Tribunales de Justicia. 



M producto integro del impuesto sobre las 
fmcas Hastieos se aplicará exclusivamente á las 
obras pMlicas procomunales, sin que por ratón 
ni cama alguna pueda distraerse de aquella apli- 
cación. 



Be los ingresos y pagos por tales conceptos se 
llevará A cada pueblo, en la Secretaria de la 
Junta prooiitcial, cuenta separada, distinta de 
la gue se refiera d los otros ingresos del «Haier 
municipal» y á los otros gastos. 



Muy loable es el cuidado que se pone 
en la aplicación del impuesto sobre la ri- 
queza rústica. Pero nosotros seguimos 
preguntando; ¿Trascenderá ese impuesto, 
al menos durante mucho tiempo, ilel de- 
creto del Sr. Maura á la vida municipal 
del Archipiélago filipino? 



Oon cargo á las cantidades recaudadas é in- 
gresadas en la Caja del <sllaíier de los pueblos» 
por razón de la contribuciún sobre la propiedad 
rústica, podrá el Tribunal municipal, JunUmen- 
te cúií la representación de la Principalia y el 
Denoto ó Reverendo Cura párroco, acordar obras 
públicas procomunales, cuyo gasto total no exce- 
da de 400 pesos, sin gue para tal acuerdo sea 
menester la internención de ninguna otra auto- 
ridad. Si el coste total de la obra excediese de iOO 



pesos y no pasase de 2.000, será preciso someier-m 
el acuerdo d la Juiíla provincial para que in/or 
me sobre la aprobación del Gobernador de lapro-\ 
vincia, en tal caso necesaria para emprcíider b 
ejecución de la obra. 

Si elcosle de ésta, excediese fífi2.0uO pesos, seri'^ 
necesaria la aprobación del Gobernador general, < 
previo informe de la Junta provincial y del do- 
bemador de la provincia. 

Si emprendida una obra, el coste resultase su- 
perior al limite que corresponda i las formali- 
dades con t/ue se adoptó el acuerdo, míes de sa- 
tisfacer por la Caja de los pueblos cantidad al- 
guna mis allá de aquel limite, la Junta provin- 
cial examinará los antecedentes y propondrá al 
Gobernador de la provincia la subsanación. de la 
falta si resultase involuntaria, á la responsabili- 
dad de los que lomaren el acuerdo, si la extrali- 
miiación hubiere sido maliciosa. 

Ley Uanioipal vigente en la FenlnBula 

Art. I6G En Irb ohns públicas que se hagan por 

admiaíatracióii ae publicará semandmeDte nota de loa . 
gastos causados, especificando el pormenor de loa joraa- 
les, maCeriales, vendedores, contratistaB, sitio de U obra i 
y demás circimstancias análogas. 



Notas 



Quizá se ofrezca alguna duda sobre si 
ese gasto de 400 pesos á que el artículo 



se refiere, ha de comprender todas las 
obras procomunales que el Tribunal mu- 
nicipal emprenda en un año, ó les será 
licito proyectar y llevar á cabo diversas 
obras, siempre que el coste de cada una 
no exceda de 400 pesos. 

Nosotros estamos resueltamente por 
esto último, entre otras razones, atenién- 
donos á la letra del propio articulo, que 
dice: «Si el coste total de la obra excedie- 
se de 400 pesos, etc.» Esto indica que en 
la mente del legislador lia estado deter- 
minar la regia á que ha de sujetarse cada . 
una de las obras que se emprenda. 

De suerte que un Tribunal rico puede 
perfectamente, sin intervención de nin- 
guna otra autoridad, iniciar ú proseguir, 
dentro de un mismo año, la construcción, ' 
por ejemplo, de un ediflcio para escuela 
de primera enseñanza, cuyo gasto total 
no exceda de 400 pesos; levantar al mis- 
mo tiempo otro para Escuela de Artes y 
Oficios; otro para Beneficencia, y así 
sucesivamente, siempre que el coste de 
cada uno se encierre denti'o de la expre- 
sada suma. 



Y ya que de construec iones municipa-| 
les ñus ocupamos, permítasenos que in-1 
sislaraos mucho sobre la necesidad de po- ' 
ner en primor término el mejoramiento , 
de la instrucción primaria, que exige co- ¡ 
mo precisa eondiciiin locales adecuados. 

Escuelas, escuelas y siempre escuelas. 
He aquí lo que debü ser objeto preferente 
de las iniciativas municipales. Edificar 
escuelas de primera enseñanza, dutándo- 
" las de suerte que pueda haber en ellas pro- 
fesores idóneos y el material correspon- 
diente; subvencionar otros maestros den- 
tro de la localidad, que enseñen algún 
arte ú oficio; establecer alguna Granja 
modelo allí donde sea más á propósito el 
suelo para que la enseñanza agrícola sea 
fructuosa; pensionar alumnos que salgan 
de la localidad á perfeccionarse en algún 
ramo del saber; todo esto y más, en e 
orden de ideas, deben procurarlo losTri- •] 
bunales municipales, asociándose varios 
de éstos si fuere preciso, ya que expre- 
samente lo autoriza el art. 46, para lle- 
var á cabo esas obras de regeneración y 
progreso delpaís. 



Hay que poner gran cuÍLlado eu fijar de 
una manera precisa el presupuesto do las 
obras, no sólo porque así lo exige la re- 
gularii.lad administrativa, sino para evi- 
tar las responsabilidades que lógicamente 
impone este artículo en caso de extrali- 
mitación de las facultades privativas del 
Tribunal municipal. Y tanto puede y debe 
esto hacerse, cuanto que el artículo mis- 
mo autoriza obras municipales de 2.000 
pesos, y aun de mayor coste, siempre que 
se llenen los requisitos que el mismo es- 
tablece y no es preciso repetir. 



¿a ejecución de las obras agüese contrae el ar- 
tieulo anterior se realizará- baja la inmediata vi- 
gilancia del Tribunal municipal, y sin que en 
ella interveiLga otro personal /acullaíivo gtie el 
designada al efecto libremente por el mismo Tri- 
bunal. 



Es perfectamente lógico lo que este ar- 
tículo determina. Las obras se han de 



realizar con fondos exclusivamente loca- 
les; la cantidad de que puede disponer- 
se para cada una, es muy pequeña; justo 
es, y digno de aplauso, que no se imponga 
á los Tribunales municipales ningún fun- 
cionario facultativo del Estado ni de la 
provincia, cuyos honorarios vendrían á 
absorber cantidades que el Municipio no 
viene obligado á abonar en un régimen 
racional. 



Se la ejecudán de cada una de las obras públi- 
cas á que se refiere», los articitlos anteriores, ren- 
dird el Capitán cuenta especial y separada d su 
terminacióíi. si queda concluida dentro de los doce 
meses siguientes al acuerdo de emprenderlas^ y en 
otro caso al concluir el año natural en quehuHe- 
nn vencido aquellos doce meses. 

Unidos á la cuenta sus comprobantes, seré 
examinada y censurada por la Junta provincial, 
y aprobada m su caso ó rectificada, guardando 
las formalidades que determina el art. ^,por el 
Gobernador de la provincia. Este dará al Gob^- 
nador general noticia de la obra realizada y de 
la resolución que sobre las cuentas hiMese recaído. 



Obligado es que el Capitán rinda cuen- 
ta de la inversión de fondos que se desti- 
nan á las obras públicas que bajo isu ins- 
pección se realizan; pero esa cuenta de- 
biera someterla, en primer término, al 
Tribunal municipal, como representación 
del pueblo cuyo dinero allí se invierte. La 
intervención del Gobernador civil deberla 
venir después que hubiese recaído acuer- 
do del Tribunal y asociados, aprobando 
6 adicionando las expresadas cuentas. 

No concebimos por qué á las cuentas 
de obras públicas no se ha hecho aplica- 
ción de los mismos principios á que obe- 
dece el art. 41. Sobre todo, nos parece 
innecesaria, embarazosa y hasta incon- 
gruente la intervención del Gobernador 
general en las cuentas de una obra que lia 
costado -100 pesos, ó quizá mucho menos, 
si es que el Real decreto no ha querido 
referirse sólo, como es de sospechar, á 
aquellas obras cuyo costo excediera de 
2.000 pesos, que es cuando debe aprobar- 
las el Gobernador general. 




La aglomeración de cuentas municipa- 
les y sus incidencias, lo mismo en los Go- 
biernos de provincia que en el CTobierno 
general, no servirá más que para com- 
plicar y dificultar la marcha administra- 
tiva; resultando tal vez en último término 
algo de lo que pasa en nuestro Tribimal de 
Cuentas del Reino: que á las cuentas se 
les viene á poner reparos cuando ya ha 
desaparecido la generación á que perte- 
necía el cuentadante. 



Los quince jornales de ¿a prestanión personal 
se utilizarán para obras y servicios del procomún, 
en ñrlud de orden directa del Capitán del Tri- 
buital municipal, cuya orden hirá ejecutar el Te- 
niente Mayor. 

Contra ¿os abusos que en este servicio se come- 
tan, cuando no determmen responsabilidad cri- 
minal exigible ante los Tribunales de justicia, 
podrá acudirse en queja al Gobernador de lapro- 
viuda. 



Ley Manicipal vigente en la Península 

Art. 79. La prestaciúa personal se concede camo 
auxilio para fomeutar laa obraa públictu municipalea de 
toda especie; tos A^nDtamieatoii tieueu f&ciiítad para 
inipoiierk & todos loi habitantes ninyores de dieciaéis y 
menores de cÍDCuenta afios, exceptuando loa acogidos en 
loa eatablecimientoa de caridad, loa militares en activo 
eerviolo y loa impaaibilitado» para el trabajo. 

El número de dúa no excederá de veíate al año ni de 
diez conaecutivoa, eiendo redimible cada uno por el valor 
que tengan loa jorcialea eu cada localidad. 

Fuera de los caaos de obras públicas que eu eate ar- 
tiyulo Be expresan, no podrá eiigirae prestación tii aer- 
yício personal de ninguna claae, incurriendo en reapOD- 
sabilidad el Alcalde ó Teniente qne a^í lo biciere. 



Notas 

Principia este artículo por declarar que 
los 15 jornales de la prestación personal 
se utilizarán para obras y servicios del 
procomún: ó lo cpie es lo mismo, que ni 
la provincia ni el Estado tienen derecho á 
utilizarse de esa prestación. 

Sucede en Filipinas que esta carga sólo 
gravita hoy sobre las personas que pagan 
cédulas de 7.° á 10." clase; y esto, además 
de implicar una desigualdad irritante, 
pues este género de gravámenes debe 



pesar sobre tocios los habitantes de cierta 
edad, menoscaba considerablemente los 
ingresos municipales, mediante la exen- 
ción que disfrutan los que adquieren cé- 
dulas de 6/ á 1." clase, cuyo importe ín- 
tegro va á ingresar en el Presupuesto 



Para que pueda decirse que se cumple 
en su letra y en su espíritu el nuevo pre- 
cepto del legislador, urge disponer con 
toda claridad; 1.°, que la prestación per- 
sonal afecte á todos los habitantes del 
término municipal que se hallen en de- 
terminado período de la vida, salvo las 
excepciones reconocidas en la Península, 
cualquiera que sea su clase; 2.°, que se 
adopte el principio ya admitido en la me- 
trópoli de redimir el día de trabajo á di- 
nero, por el valor que tengan los jornales 
en la localidad; 3.", que en su caso el im- 
porte de la redención á metálico (que debe 
apreciarse en la diferencia que existe entre 
el valor de las cédulas de 10." á G.' clase), 
ingrese, en cuanto represente el valor de " 
los jornales, en el Haber de los pueblos, 
para atender con él á la sustitución del 



obligado á prestación peráonal. Así resul- 
tará que los Municipios percibirán en me- 
tálico lo que se les qnita en trabajo per- 
sonal, j podrá decirse con verdad lo que 
principia afirmando el articulo que ano- 
tamos, á saber: que la prestación es un re- 
curso exclusivamente municipal, como ya 
lo estableció también el art. 24, niim. 15. 



En cuanto á los recursos gubernativos 
que esto artículo establece contra los abu- 
sos que en materia de prestación personal 
se cometan, nada tenemos que añadir 
aquí á lo que, anotando otros artículos, 
hemos dicho en punto á las alzadas con- 
tra los acuerdos del Capitán ó de los Tri- 
bunales municipales. Pero no es para 
olvidado que también pueden cometerse 
abusos que determinen responsabilidad 
criminal; en cuyo caso las autoridades 
administrativas deben suspender su ac- 
ción, remitiendo los antecedentes á los 
Tribunales de Justicia, 



I/>s Tribunales vtunicipaies, una ■Be£Constitui'\ 
dos, con asistencia de los Ddegados de la Priai^ 
cipalia y del Devoto ó Reverenda Cura párroco, 
acordarán y formarán, «m relación sencilla de los 
gastos constantes que en cada un año consideren, 
indispensables para atender el tos servicios comu- 
nales, expresando los conceptos y las cantidades. 

Esta reladán, una t>ez aprobada, será el presu- 
puesto de los gastos ordinarios y amales del pue- 
blo, y subsistirá en vigor hasta tanto que en de- 
bida forma sea modificada- De la relación gene- 
ral de gastos permaaejites y de las modificadones 
que eneüasse mtrodujeren, habrá siempre copias 
conformes y autorizadas en el Tribunal munia- 
pal, y en la Secretaria de la Junta provincial. 

Figurarán en la relaeidn de gastos permanentes: 

I." ¿os créditos necesarios para satisfacer 
los gastos que, según las disposiciones vigentes, 
sean obligatorios para el pueblo, tales como la 
su6sGfipcián á la Gaceta de Manila, la conduc- 
ción y manutención de quintos, el socorro y la 
co'nduccióa de presos, las asignaciones para cua- 
drilleros y sus estancias en enfermerias milita- 
res, y cualesquiera otros de índole análoga. 

2.° Los créditos necesarios para remunerar al 
personal dedicado á seroicios municipales, ora en 
las oficinas del Tribunal, ora en empleos de po- 
licía, guardería y seguridad, ora en la adminis- 



a 



íraciíhi de bienes ó arbiírios del «ffaber munici- 
pal»; se agregará la cuota que corresponde al 
pueblo para sufragar, según prorrateo, los gas- 
ios de la Secretaria de la Junta provincial. 

3," Los créditos necesarios para los gastos de 
material de ojkifias y de los demás servicios mu- 
nicipales. 

4.* Los créditos necesarios para la conseroa- 
eión ij arreglo de las vias públicas de toda la ju- 
risdicción del pueblo, asi como de los edificios co- 
munales. 

5." Una cantidad pwra gastos imprevistos, la 
cual guardará con el importe total de las perma- 
nentes la proporevin que fijen los reglamentos. 

6.° Los créditos necesarios para los servicios 
de limpieza, higiene. benefice>icia y ornato, según 
las circunstancias y los recursos de cada pueblo. 

1.' Los créditos necesarios para sufragar los 
gastos de las fiestas y regocijos públicos. 

Los reglamentas determinarán la ?nájiima pro- 
porción en que podran autorisarse los créditos 
mendonados en el n útn. 1 .", con relación d los que 
indica el núm. 6." de este articulo. 

Las obligaciones y necesidades de carácter even- 
tual ó transitorio no podrán figurar eii. la relación 
permanente de los gastos comunales. 

Ley Municipal vigente en la Peninenl» 
Art. 134. Los presupuestoB anuales ordÍDariotí con- 
tendrán preciaameute las partidas Decesarias, segÚD los 
)H del Muiiicipio, para atender y llenar las obliga- 



Clones í que se refiere el párrafo l-°, art. 73 de esta ley; 
los RerriciuB eatableeidoB de entre Eos que segÚD el ur- 
tículo 7'i seBD de la competencia de los Ayuntamientus; 
1m gasloí que en virtud del p&rrafo 2." del citado art. 73 
expresea clara y termiDaotemeate laa leyes eomo obliga- 
torios, y además loa siguieolea : 

1.° l'ersonal y material de las dcpeiideocías y ofi- 

2." PensioDes, ceiisoa y eai^as de justicia qae pesen 
Bobre los fondos mu iiici pales, así como de las deudas re- 
conocidas y liquidadas, y réditos y consecuencias de 
contratos. 

■I." Fomento del arbolado. 

4." Medios preventivos y de socorro contra incen- 
dios, y de salvamento en las poblaciones marítimas. 

5." Snbscripoiúü al BoUlin ofidal de la provincia en 
todos loa Ayuntamientos, y á la Gaceta de Madrid ea 
\bm cabezas de partido y pueblos que excedan de 2.000 
habitantes. 

6.° Contingente del Municipio en el lepartimicnto 
provincial. 

7," Una partida para imprevistos y calamidades 
piíbticas que no exceda del 10 por 100 del presupuesto 
de gastos. 

8." IiB9 impresiones, anuncios y demis necesario 
para la publicidad de los actos municipales. 

El valor de loa aproveobamientos comunales enajena- 
dos 6 distribuidos entre los vecinos será incluido en los 
presupuestos municipales de iogreeos, y üguraríi como 
data en los de gastos el valor de los lotes adjudicados ó 
repartidos por titulo lucrativo. 



He aquí los artículos á que el anterior 
se refiere: 

Árt. 72. Eí de la exclusiva competeDcia de loi 
Ayuntan) ientoe el gobiernn y ilíreccíúu de los intereiea 
peculiarea de los pueblos, con arreglu ul uiim. l.^del ar- 
tículo S4 de la Cuustituci(5n, y en particular cuaDto ten- 
ga relacitin con loa objetos aiguiestes: 

1." Bslablecimieuto y creación de servicios munici- 
piles reiereutes al aiTeglo y ornato de la vía publica, co- 
modidad 6 higiene del veciudario, fomento de sus iotere- 
Bes materiales y morales, y seguridad de las personas y 
propiedades, á saber: 

1. Apertura y alineación de calles y plazas, y de toda 
clase de víus de comunicaciún. 

2. Empedrado, alumbrado y alcantarillado. 

3. Surtido de aguas. 

4. Paseos y arbolados. 

5. Establecimientos biilnearioa, lavaderos, casas de 
mercado y mataderos. 

G. Ferias y mercados. 

7. Instituciones de instrucoión y servicios sanitario!. 

8. Edificios municipales, y en general todo género 
de obras públicas necesarias para el cumplimiento de los 
servicios, cou siijeción k la legislación especial de obras 
públicas. 

9. Vigilancia y guardería. 

2.° Policía urbana y rural, & sea cuanto tenga rela- 
ción con el buen orden y vigilancia de los servicios mu- 
nicipales establecidos; cuidado de la vía pública en ge- 
neral, y limpieza, higiene y salubridad del pueblo. 

3." Administración municipal, que comprende el 
aprovechamiento, cuidado y couservación de todas las 
fincas, bienes y derechos pertenecientes al Municipio y 




ráu enviar copia de esas alteraciones, así 
como del presupuesto mismo, al Goberna- 
dor tic la provincia para su aprobación, 
á fin de que consten en la Secretaria de 
la Junta provincial. Téngase presente lo 
que dispone el art. 38, según el cual las 
modificaciones sólo pueden surtir efecto 
desde el subsiguiente año. 

La formación de esas relaciones exige 
también que en los Reglamentos se den 
los formularios para redactarlas, á fin de 
que haya en todos los Tribunales la de- 
bida uniformidad, no ya en la cuantía de 
los gastos ni de los ingresos, que eso sería 
insensato, sino en la estructura de esos 
documentos. Si se dejase su confección á 
la iniciativa do cada Tribunal, saHa á la 
vista no solamente que en no pocos, por 
la falta de hábitos administrativos, no se 
acertaría á cumplimentar con el debido 
acierto tan importante servicio, sino que 
habría de reinar la anarquía que á todi 
costa importa prevenir. 

Con razón se recomienda en la E.v¡ 
sición de motivos la mayor sencillez posí" 
ble en materia de contabilidad. Mas para 



[ alcanzarla precisa que los centros corres- 
pondientes pongan el mayor cuidado en 
, la redacción de los modelosá que todos los 
r Tribunales municipales deban ajustaree. 



-£■« ni>iffún caso podrán ser más cuantiosos los 
g ordinarios que los recursos permanentes, 
leudamente evaluados en la relación que de ellos 
9 ka de formar, con wrreglo al art. 25. 
I Formadas y aprobadas por el Triéunal mwñ- 
!, con los Delegados de la PrtJicipalia y el 
ó ó Reverendo Cura párroco, las dos men- 
[das relaciones permanentes de ingresos y 
s ordinarios, de modo ywe nunca excedan los 
mdos á los primer/is, serán ambas re7nUidas 
a Junta provincial. Ésta las examiv ara para 
r que sean infringidas la presente d las de- 
s disposiciones vigentes, y propondrá al (}o- 
r de la proBincia ¡a aprobación, ó las wo- 
'.ficaciones que sean necesarias para corregir en- 
^ralimitadones ó infracciones de ley. 

Unavez aproHdas ambas relaciones, quedarán 
^'Originales en la cabecera, y copia aiUorisada de 
pellas será remitida al Capitán del Tribunal mu- 
V.micipal para que sirea de norma á la administra- 
riñon de los ingresos y los gastos, y d las cuentas 
los mismos. 



Ley municipal vigreute en la Península 

Art. 147. El Ayuntamiento formará el presupuesto | 

y lo aprobará la .Inuta muaicípal, sin periiiicio de lo díi- ,< 
puesto en el art, 150, 



Art. 149. Psra formar acuerdo ei tieceaario el voto 
de la mayoría absoluta total de Focales que compoDea 
la Junta. Si no ae reúne este número en la primera ae- 
■i(ÍD, ae procederá k nueva convocatoria para ocho díaa 
después, y eu ella formará acuerdo la mayoría de loi 
concurrentes. 

En los pueblos menores de 800 habitantes, forraarfi 
acuerdo el voto de la mitad raáa uno de los concurren- 
tes, si éstos llegau á la cuarta parte por lo menos del 
número total de vecinos que tengan derecho i componer 
la Junta. En caso de no reunirse este número, se proce- 
derá con arreglo á lo dispuesto en el párrafo anterior. 

Art. 150. El (lia 15 de Marzo comuuicaráu los Ayuu- 
t&mieutoE al Gobernador el presupuesto aprobado para el 
solo efecto de que corrija las exlralimitacioues legales, 
si las hubiere. De los acuerdos del Gobernador, en ma- 
teria de presupuestos, podrán aharae las Juntas munici- 
pales, en el termino de ocho áías, ante el Gobierna de Su 
Majestad, que resolverá en el dei^escnta, oyendo al Con- 
sqode Retado. Si llegase e! 15de Juuiosin resolución del 
Gohienio, regirán los presupuestos aprobados por las 
Juntas. Los acuerdos de la Juuta son apelables de igual 
modo para ante el Gobernador, cuando por ellos se in- 
fringiere alguna de las disposiciones de esta ley, salvo lo 
en contrario ordenado por la misma; pero sólo en la 
parte que coutuviere la i n tracción. 

Todos los Ayuntamientos remitirán al Gobierno de 



'*■"•■ por .oM,'!^' """".»,,.. 

"«'•"■ ""mili- 

í; '^°"'- 

O' Goie^aj^,. j. ff" «» apro- 
'» provincia. 



y la Junta no podrá monos de informal 
que procede dicha aprobación, cualquie- 
ra que sea el fondo del presupuesto eid 
punto á procurar los ingresos ó distribuid 
los gastos. 



Cuando el Tribunal munidpal, asociado coit los 
representantes de la Priti£ipalia y el Devoto ó 
Benerenda Cura párroco, estimase necesaria ó 

coméntente alguna modificación encualquiera de 
¡as relaciones de recursos y gastos permanentes del 
pueblo, podrá acordarla; y sometido el acuerdo 
A la Superioridad en la forma queel articulo an- 
terior establece, con, su aprobación, queiwrd in- 
corporada d las relaciones; pero no surtirá efecto 
sino desde el aiío subsiguiente, debiéndose comi- 
derar insolutamente invariables durante todo el 
año aquellas relaciones, como norma de la Admi- 
nistración y de las cuetitas. 

Se entenderá ilegitimo y no podrá ser aproba- 
do ningún aumento en los gastos, silatulal cuan- 
iia de éstos rebasa la de los recursos permanentes. 



Del presente artículo se deduce que una 
vez confeccionados los presupuestos para 



9 IST.A3 FILIPINAS 



I año, no pueden sufrir alteración en, 
fcuanto se refiera á los gastos ó ingresos 
del propio año. Los presupuestos, pues, 
han de resultar invariables dentro de cada 
año. Lo contrario seria entronizar graví- 
simo desorden. Perú esto no obsta para que 
Ldentro de cada año, y á medida que las 
^becesídades publicas lo aconsejen, se pue- 
^Ha preparar nuevos ingresos y proyectar 
^nuevos gastos para el siguiente ejercicio. 
No debe olvidarse nunca que todo au- 
mento en los gastos implica necesaria- 
aúnente el correspondiente aumento en los 
Hgngresos; y el Real decreto hace muy bien 
^'■en declarar ilegítimos los primeros, cuan- 
do rebasan los limites de los recursos per- 
r manentes. Llevando adelante este precep- 
j con todo rigor, es como podrá llegarse 
crear en Filipinas una verdadera ha- 
cienda municipal. 
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OS gastos que se ocasiotien por necesidades ex- 
—wraardimTias, y también los qiie acordare como 
Mconvenientes el Tribunal municipal, asistido de 



los delegados de la Principalin y del Reoerendo 
á Devoto Cura párroco, se autorizarán, por una 
sola vez, con las tirntuas/ormatidades estableadas 
respecto de los gastos permanentes. 

Será siempre regitisito indispensable para la 
aprobación ¿el Gobernador de la provincia, que 
exista sobrante de recursos ordiiíarios, según la 
relación vigente, ó que se arbitren, otros con ca- 
rácter extraordinario al acordar el gasto, en can~ 
tidad que baste para satisfacerlo. 

Ley Municipal vigíente en lá Península 



Art. 142. Cuando para cubrir atenoionea impre¥Í8Uui, 
satisfacer alguna deuda ó para cualquier otro objeto de 
iraportaacia no determinado en el preaupuesto ordinario 
sean insulicientea los recursos consignados ea éete, Ion 
Ayuntaniieiilos formarán un presupuesto extraordinario 
en la misma forma y por el miamo procedimiento deter- 
minado para los ordinarios. 

Notas 

Como se ve, este artíeulo autoriza tam- 
bién los presupuestos extraordinarios, pe- 
ro sólo en los casos en que exista sobran- 
te de los recursos ordinarios, ci que se ar- 
bitren otros en cantidad que baste para 
satisfacer el gasto. Obedece este articulo 
al mismo criterio que el anterior, y me- 
rece la propia alabanza. 



Con todo, siempre deberá aconsejarse 
que se eviten en lo posible los presupues- 
tos extraordinarios. Salvo algún suceso 
rauy inesperado, puede asegurarse que 
L rara vez habrá que acudir racionalmente 
lá ellos, si los encargados de la Adminis- 
tración municipal, conocedores de las lo- 
alidades y de los accidentes que suelen 
¡experimentar, se conducen con la necesa- 
jTia previsión al confeccionar los presu- 
■ puestos ordinarios, ya que el art. 36, nú- 
PDiero 5.', les autoriza para consignar en 
I ellos una cantidad para gastos impre- 



Dc los ingresos y gastos ordinarios realiiodos 

' dnraiite cada año natural, por los conceptos fue 

figuren en las relaciones de los utws t/ los otros 

vigentes para aquel ar%o misaia, rendirá el Capi- 

táa municipal cuentit jHsl\ficada dentro del mes 

de Enero del aila subsiguiente. Su el carga de las 

! tales cuentas habrim de Jitf tirar uto por una Codos 

\ los conceptos de ingreso qm comprenda la relación 

I penmaente, agregando á cada concepto la caiUi- 

] dad recaudada por rai'M del mismo dentro del 




a%o. En la data figurarán, los gastos agripa- 
das ¡i ordenados del mismo modo que en la rela- 
ción de los per/nanefiles autorizados pura aqusl 
añ.0. 

Además, cuando durante el aüo se hubieren 
efectuado los gastos ó ingresos extraordinarios á 
que se refie're el art. 39, de ellos rendirá, al mis- 
no tiempo que las otras cuentas, una especial y 
también extraordinaria. 

De las aplicaciones que hubiere tenido durante 
el año la prestaciótí personal de los guiñee jorna- 
les, /armará el Capitán una relacióii, que suscri- 
Urá y presentará juntametite con las cuentas A 
que aluden, los párrafos anteriores. 



Notas 

Al anotar el art. 3/, donde hemos con- 
sif^nado las obligaciones del Síndico según 
la Ley Municipal de la Península, extrac- 
tamos las reglas establecidas por dicha 
Ley para la rendición de cuentas, que, se- 
gún ella, incumbe al Contador ó al Con- 
cejal Interventor {art. i60), y según el 
presente Real decreto, al Capitán. 

Como, según veremos en el siguiente 
artículo, la Junta provincial y el Gober- 
nador han de intervenir en las cuentas 
municipales para aprobarlas definitiva- 



mente, necesitase también aquí que haya 
uniformidad para facilitar la atición ad- 
ministrativa. Debe, pues, enviarse á todos 
los Tribunales municipales los oportunos 
modelos, no sólo de las relaciones ó pre- 
supuestos, como ya dijimos, sino tam- 
bién de las cuentas, así ordinarias como 
extraordinarias, á ñn de que los Capita- 
nes se ajusten á ellos. 

Advierte este artículo que las cuentas 

han de set- justificadas: es decir, que han 

de contener el comprobante de cada una 

de las partidas de gasto. El Capitán debe, 

por tanto, proveerse de los documentos 

I justificativos de todas las cantidades que 

, satisfaga, so pena en caso contrario de no 

[ servirle de abono, y de tener que efectuar 

I el consiguiente reintegro á los fondos mu- 

' nicipales. 



Dentro de la primera qttincejia del mes de Fe- 
brero de cada año, el Trihiml municipal, asisli- 
j do de los representantes de la Priiícipalia, revi- 
\ tara, las cuentas del Capitán, y manifestará ca- 
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tegóricamente al pie de ellas, con la firma de todos 
los asistentes á la sesión., si las aprueba en tod» 
ó en qué parlicularea las desaprueba, explicando 
el fundamento de sus ruaros. Cuando na ku^íers 
unanimidad e?i tales acuerdos, cada i/idividuo ó 
cada grupo. deberá expresar y suscribir el jiUcio 
qm hubiere formada de las cuentas. 

Se presumirá de derecho que aprueba las cuea- 
las del Capitán, todo Tenienle ó Delegado elector 
que no consigue por escrito al pie su oposición 6 
su reparo, lo mismo cuando asistiere que cuando 
dejare de asistir i las sesiones, á tnenos que de 
aníetmao tenga acreditada y admitida por el 
Tribunal la excusa de asistencia por impedimento 
legitimo. 

Los que hubiesen aprobado expresa ó tácita- 
mente las cuentas del Capitán ó parte de ellas, 
quedan sujetos á la misma responsabilidad que 
alcanzase al Capitá/itpor la cuenta ó las piti- 
dos de ella asi aprobadas. 

Dentro de los restantes dios del vies de Febre- 
ro, el Deüoto ó Reverendo Cura párroco, en vista 
de las cuentas y de las aprobaciones ó reparos 
subscriptas por los Tenientes y Delegados, emitirá 
un in/or/ne. por cuyo contenido no quedarán su- 
jetos á ninguna responsabilidad legal. 

Las cuentas, con sus notas de aprobación ó de 
reparos, y con el informe del Devoto ó Reverendo 
Cura párroco, serán inmediatamente remitidas 
ala Junta provincial para que, examinándolas, 
propongaal Gobernador la aprobación ó los acuer- 
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dos qw resultaren procedentes para, la rectifica- 
Clan y para hacer e/eclivas las responsabilidades 
contraidas. 

Ley Uunicipal vigente en la Península 

Art. 161. Fijadus dufiíiltivameDle las cueuUs por el 

Ajaatamieiito, seria fiusadiia con el dictamen del Sín- 

dJOD y loB duciimentoa juatilicaüvüa para su revisiÚD y 

Mnwira, k la Jiiuta miiuicipal. 

Esta, en el primer día útil del segundo trimestre del 
aSo económica, se reuniri eu la casa de Ayuntamiento, 
bigo la presidencia del Alcalde, asistiendo el Secreta- 
rio, y nombrará una Comisiiin de bu seno para que, ex&- 
3iiiiaudo laa cuentas, emita au dictamen en téiiniDO que 
no exceda de quince días. 

Dnraute los quince días que precedan í la reunión es- 
turan loa cuentas de manifiesto en la Secretaríu, y cual- 
qnier vecino puede examinarlas j formular por escrito 
cus observaciones, que serán comunicadas á la Junta. 

Art. 1G3. Examinadasf diacutidas las cuentas, 7 prac- 
ticadas cuantas diligencias 6 informaciones crea necesa- 
rias la Junta, se reunirá para acordar y votar por ma- 
yoría absoluta au dictamen definitivo. 

Eate dictaoieu irá suBcrito por todos loa concurrentes, 
sea cual fuere au opinión parliculnr, que pueden, no obs- 
tante, salvar por medio de un voto escrito, el cual, ori- 
ginal, quedará unido a! expediente, haciéndose constar 

Art. Id-I. lias Juntas municipales se reunirán, en la 
primera quincena de Febrero para revisar y ceusurar las 
cueutiis del uilo económico anterior, en la forma deter- 
minada por loa artículug que preceden. 



M 



La claridad con que está concebido este 
artículo, hace innecesaria toda explica- 
ción, bastando observar que el voto del 
Teniente ó Delegado en ejercicio que no 
concurra á las sesiones se entenderá que 
aprueba las cuentas del Capitán, y queda 
sujeto, al igual de los que concurrieron, á 
las responsabilidades que de las mismae 
puedan nacer para aquel cuentadante, 
El recurso, pues, de quedarse en su cass 
no aprovechará ni á los Tenientes ni ¿ 
los Delegados, siempre que de cuentas se 
trate. Nos parece perfectamente dispueí- 
to, porque asi se estimulará más y másá 
los admmistradores de los intereses mu- 
nicipales á cumplir con su deber, siquiera 
sea para cubrir su propia responsabilidad. 



Un precepto extraño contiene este ar- 
tículo, y es que se exime de toda respon- 
sabilidad legal al Devoto ó Reverendo 
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Todo gasto que w estuviere •preoia y compla 
lame/Ue autorizado, bien en la relación perm 
nmte de los ordinarios del pueblo, bien en acwer*-! 
dós eaitraordiiiarios, será considerado como ilegi- 
timo é inadmisible en dala de las cítenlas del Gor- 
pitán, debiendo sufragarlo éste con los demás que 
se hubieren, hecho participes en sti responsabili- 
dad, aun cuando se pruebe que se invirtiera eit. 
atenciones del procomún. 



Contiene este articulo la sanción penalSl 
en el orden administrativo, para los vea 
pousables de todo gasto no cumplidaJ 
mente autorizado. 

Pero hay que notar que esa responsaíi 
bilidad nace lo mismo contra el Capiti 
que contra los demás individuos del Tri 
bunal y asociados que aprobasen sus™ 
cuentas, aun cuando la inversión de cual- 
quiera cantidad conste verificada en aten- 
ciones del procomún, siempre que no se 
halle autorizada en presupuestos. Y aun 
puede llegarse á incurrir en responsabili- 
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dad cñminal, pues la trae consigo el em- 
pleo de cantidades en objeto distinto, si- 
quiera público, de aquel á que están legal- 
mente destinadas. Sobre este punto no 
deja lugar á dudas el art. 393 del Código 
penal de Filipinas. 



CAPITULO III 



DISPOSICIONES QBNEBAL&S 



Bl gobernador general es el Presidente nato de 
todos los Tribunales municipales de las Islas, y 
por delegacián suya, encadaproviitcza, el Gober- 
nador civii ó el Politica-militar. 

Los Gobernadores de p'oviiieia podran corregir 
disciplinarimnente é los Tribunales timniíipa- 
lesód sus individuos con amonestación, aperci- 
bimiento y mulla, que no excederá de 12 pesos 
para el Capitán y den para los Tenientes d sus 
suplentes enejercicio. 



Ley Municipal vigente en la Península 

Art. 182. Cuando el Alcalde, lasTeitienteaóloaCon- 
ccjaka de un Ajuntamieuto se hiciereii culpable) de he- 
chas lí omÍBÍoueB punibles administratirarneute, iucurrí- 
rán, BegÚQ los cubos, en las penas de amonestaciiín, aper- 
cibimiento, multa I) suBpeuaión. 

Art. 1B3. Procede la amoneatación en los caaos de 
error, omisión 6 negligencia leves, no mediando reinci- 
dencia y siendo de {acil reparación el daño caneado. 

Procede el apercibimiento en lus casos de reincidencia 
en falta reprendidí, y en los de extralimitación de poder 
y abuso de facultades y negligencia, cuyas consecuencias 
no sean irreparables ú graves. 



Procede la multa siempre que Ibh leyes y difipoBiciuDes 
generales, cou arreglo k Ua niiamas, lo determinen, y en 
lúi caaos de reincidencia eu faltas cuatigadaa con aperci- 
bimieuto, y de cxtralimitaciún, abnao de autoridad, ne- 
gligeocia 6 desobedienuiu graves, que no exijan la ana- 
penaiún ni produzcan responsabilidad criminal. 

Art. 1S5. Para la imposición j exacción de multas se 
observarlLD precisamente las reglas siguientes: 

1 » No se impondri ninguna sin resolución por es- 
crita y motivada. 

2.» La providencia se comunicar¿ por escrito al mal- 
tado; del pago se le eipedir¿ el competente recibo. 

3.* Las multas y los apremios se cobrarÜn en papel 
del sello correspondiente. 

4.' Las multas serán precisamente pagadas del pecu- 
lio particular de los multados. 

5.' Las multas scrfLii extensivas k todos los Conceja- 
les que, según esta ley, sean responsables por el acto 6 
acuerdo que las motive. 

Art. 186. Para el pago de toda multa se concederí 
un plazo proporcionado á la cuantía de la multa, y que 
no baje de diez días ni exceda de veinte, pasado el cual 
procede el apremio contra los morosos. El apremio oo 
será mayor de 5 por 1 00 diario del lotal de la multa, sio 
que exceda en ningún caso del duplo de la misma. 



Alguien ha censurado esta presidencia 
del Gobernador general; pero nosotros 
creemos que no es justa tal censm-a. 




espediente <Íe separaciÚD, que 8er& resuelto ea Cods^o da ' I 
MinístroB. 

Loa AfiiDtamiecLtoB paedea ser auspendidoB por el I 
Gobernador de la provicicia cuando cometiesen extraü- \ 
mitaci<>:i grave con carácterpolitico,acainpiitlikda de cual- 
quiera de ks circutJBtüticias BigiiientcE: 
1.* Haber dudo publicidad al acto. 
2." Excitar k utros Afiintamíentos á cometerla. 
3.* Producir alteraciáo del orden público. 
También tendrá efecto la Buspenaión cuando loB Con- fl 
cejales incurriesen en desobediencia grave, insiatiendo r 
en ella despuÉB de haber sido aperciliidos y multados i 

Art. 19D. La suBpensiúti gubernativa de los Regido- 
res no excederá de cincuenta diaa. 

Pasado este plazo sin que se hubiese mandado proce- 
der £ la formaciÚQ de causa, volverán loa suspensoB de 
hecho y de derecho al ejercicio de sus fuMcionea. 

Loa que ae hubiesen reemplazado aeran cunníd erados 
como culpables de usurpación de atritiucioncB si ocho 
díaa dcapiicB de eapirailo aquel plazo y de requeridos 
para cesar por lus Concejales propietarios, continuaran 
desempeñando f'uncionea municipalea. 



Repetimos lo dicho en las notas ante- 
riores, en orden á la necesidad de que los 
Gobernadores se inspiren en el sentido de 
la Ley Municipal de la Península, á falta 
de disposiciones especiales (pues no se in- 
dican aquí los motivos de suspensión), y 



[ en la procedencia del recurso para ante 
I el Gobernador general contra lo que re- 
|. suelvan los de provincia. 

Aunque este artículo no lo diga, en 
I todo expediente gubernativo que se for- 
me para la suspensión de Capitanes, Te- 
nientes municii)ales ó sus suplentes, de- 
I berá oírse las defensas de los interesados, 
I señalándoles para que puedan íbrmular- 
I las un plazo prudente. Que á nadie puede 
I condenarse sin oírle, es un principio de ju- 
sprudencia universal; ,y aquellas defen- 
is, con los demás datos del expediente, 
¡ las han de apreciar la Junta provincial 
I para su informe y el Gobernador para su 
' resolución definitiva. 

Claro está que el período de tres meses 
I durante el cual puede mantenerse la sus- 
■ pensión, sólo se tomará en cuenta cuan- 
I do por los Tribunales de Justicia no se 
baya procedido criminalmente contra los 
penses; porque en otro caso la suspen- 
I sión ha de durar hasta que recaiga sen- 
j tencia absolutoria. Ejecutoriada ésta, los 
suspensos volverán al ejercicio de sus car- 
)s, si no les hubiere ya correspondido 



cesar por ei lapso del tiempo en que de- 
bían desempeñar sus 1'uqcíuqgs iminiei- 



Aunque los suspensos no elevasen re- 
curso ante el Gobernador general, éste 
siempre habrá de conocer de los expe- 
dientes de suspensión, puesto que es de- 
ber de los Gobernadores de provincia re- 
mitírselos. 

Contra la resolución que dicten no se 
da recurso alguno. 



Es privativa del Goiernador general la facul- 
tad de destituir i los individuos del Trihmal ó 
tilda la Gorporacián, previo informe del Conse- 
jo de Administración. 

JÜn casos extraordinarios ó por razón de la tran- 
quilidad pública, el Gobernador general podrá 
decretar, sin trámite alguno, la destitución de los 
Tribunales municipales. 

Decretada la destitución total o parcial, sepro- 
veerá interinamente al reemplazo de los destituí- 



dos por el Gobernador de la provincia, en lafor- 
I ma. que estaélece el oí-HchIo anterior. Los nom- 
I orados para la interinidad desempeñarán los car- 
gos hasta la época ordinaria de renovación, que 
\ esté más próañnia, y entonces serán elegidos tam- 
bién los que fiayan de reemplazar a los destituidos. 

Ley Municipal vigente en la Feninanla 

Art. 193. Loa Regidnret no pueden ser deatituídoa 
irtud de sentencia ejecutoriada del Juez 6 Tri- 
l hunal competente. 

DecrelAiÁ el Jue;; Ih suspensiún de los Concejalca pro- 
cesados cuando apnrenieseii motivos TBcioualeH para creer 
le ban couietído delito que el Citdigo penal cattigue 
ti «uspensión de cargos 6 derechos políticos, y lo pon- 
á en conocimiento del (iobemodor de la provincia. 



Si con el derecho do suspender en sus 
I funciones á los Capitanes y Tenientes 
1 otorgado á los Gobernadores de provin- 
[ cia no podemos menos de estar de acuer- 
[ do, aunque hayamos notado el inexplica- 
1 hle vacío de no especiflcar el Real decre- 
to cuáles sean motivos de suspensión, cosa 
I que hará de difícil ejercicio la facultad 
' otorgada á los primeros por el art. 47, no 



sucede lo mismu con la ile destituir los 
Tribunales municipales ó sus individuos 
atribuida al Gobernador general. Este es 
nn gran lunar del Real decreto de iü de 
Mayo. Y lo más doloroso es que eso se 
legisle sin necesidad, y adoptando la for- 
ma más dura: sin trámite alguno. ¡Qué 
error tan grande creer que así se sublima 
la autoridad del Gol)ernador general! ¡Qué 
equivocación suponer que será más res- 
petado y querido, mezclándole en asuntos 
de ese género, donde el error, sobre todo 
á la distancia, es tan fácil, aun suponien- 
do la mejor voluntad del mundo! 

Se alega la tranquilidad pública. Pres- 
cindamos de la facilidad con que en todas 
partes se finge una asonada para deter- 
minados fines. Pero aun supuesto el flecho 
verdad, y que de él sean responsables loa 
munícipes, la inmediata suspensión de- 
cretada por el Gobernador de la provin- 
cia, el subsiguiente procesamiento de los 
individuos y la privación desús cargos por 
sentencia del Tribunal competente, son 
bastantes garantías para asegurar el or- 
den en los casos á que este articulo pare- 



lee referirse, que no pueden estimarseotros 
1 que aquellos en que el Capitán ó los Te- 
Inientes sean eleraento de perturbación 
] por sus actos ó por sus omisiones. 

Nuestro Juicio parecerá tanto menos 
.pasionado, cuanto que el sesudo diario 
I de Madrid, La Época (1), órgano el más 
I genuino en la prensa del partido que acau- 
Idilla el eminente estadista D. Antonio Gá- 
I novas del Castillo, censura el procedi- 
I miento señalado en este artículo, si bien 
Kse contentaría con que aun en cas'os ex- 
rtraordinarios se oyese al Consejo de Ad- 
Iministración. Pero como, una vez suspen- 
I didos de sus cargos los funcionarios mu- 
nicipales, dicüo está que no pueden abusar 
de ellos, será siempre preferible mantener 
la doctrina que en la Península rige: que 
I la destitución sea siempre por causa de 
I delito y por sentencia de los Tribunales 
I del fuero común, 

Luego, ae añade: la facultad de desti- 
I tución es privativa del Gobernador gene- 



3 correapon diente al 3 de Julio 



ral. Ateniéndonos á la letra, ya podrán los 
Tribunales de justicia pronunciar cuantos 
fallos lleven aparejada la definitiva pri- 
vación de cargos de los Capitanes ó Te- 
nientes: que si al riobernador general no 
le parece bien la desfitucíón, eiqueWos fun- 
cionarios continuarán como si nada hu- 
biesen dicho los encargados de juzgar y 
hacer que se ejecute lo juzgado. Esto re- 
sulta tan anómalo, que seguramente ven- 
drá una terminante aclaración. 

Pero insistimos en lo dicho: mientras 
no se establezcan reglas precisas para la 
suspensión y destitución de losmunícipes, 
y eficaces garantías de defensa para los 
mismos, nadie se considerará seguro en 
su puesto, y es sabido cuánto semejante 
estado de incertidumbre quebranta las 
más vigorosas iniciativas. 



Zas cuesHoues que surjatí sobre deslvide de tér- 
minos jurisdiccionales, agregaciones y segrega- 
ciones ó constitución de nuevos Tribunales mu^i- 



cipales, serán resuellas por el Qobernador gene- 
ral, con informes de las Juntas provinciales y los 
GoSernadores de provincia. 

Con aprobación del Gobernador general, los 
pueUfis podrán formar entre ellos Asociaciones 
d Comunidades para fines determinados, tales 
como la, ejecución de obras públicas, la, creación 
y dotación de estaílecimeníos de Bem^ceacia ó 
IhsiracciÓ7t, el mejor /omento de sus iudustrias 
ó el disfrute de bienes comunales. Para la reso- 
lución del Gobernador general bastarán los acuer- 
[ dos de los Tribunales interesados, asistidos de 
! los representantes de las Principalias y los De- 
' votos ó Reverendos Curas párrocos, con in/orvie 
de la Junta ó Juntas provinciales. 
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rt. 80. Loa AjuntamientOB pueden formar entre sí 
n loe iunieditttos asociaciones y comuaidades pura Iit 
ConBtriicciún y conservación de caminos, guardería nirat, 
aprovechamientoB yecinalea y otros objetos de su exclu- 
sivo interís. Estas com unidad es ae regirán por una Junta 
compuesta de un Delegado por cadn Ayuntamiento, 
presidida por no Vocal que la Junta elija. 

Art. 81, El üoiiierao de 8. M. cuidará de fomentar 
y proteger, por medio de sus Dclegadoi, las asociaciones 
y comnnidades de Ajuntamientos para fínes de seguri- 
dad, instrncciúii, asistencia, policía, construcciün y con- 
imÍDO!;,nprDvechamientosTeciiialeB úotroa 
is de índole análoga, sin perjuicio de losderecboa 



adquiridos hatta ho^. Ketus comunidadee ser 
voluntarías 7 estarán regidas por Juntas de Deleg 
de loB Ayuntamientos, que celebrarñQ atteraativamealfi 
saa rcnuiones eu Ihs respeclivaB cubezag de las dislritOí 
municipales aaociudos. 

Cuando se produECau TeclamacioueE sobre la ma 
como actnalmeiite son admioistradas las antiguas c( 
nidades de tierra, el Oobiemo, oyendo al Consejo de E 
lado, podrá cometer dichas comunidades & lo dispues 
en el párrafo unterjor, ealvas las cuestiones relalÍT 
los derecboa de propiedad basta boy adquiridos, 
quedan reservadus ñ los Tribunales de justicia. 



Ya indicamos al ocuparnos de obras 
municipales, la conveniencia de esas aso- 
ciaciones de diversos Municipios. La con- 
sagra la Ley Peninsular estableciendo 
reglas para su organización, y las acepta 
el presente Real decreto. 

El Gobernador general y los Goberna- 
dores de provincia, en la dilatada esfera 
de aeción que les corresponde é inspirán- 
dose en lo dispuesto en la Ley Municipal 
de la Península, cumplirán una parte in- 
teresantísima de su misión, ora iniciando 
esas asociaciones, ora facilitando pof to- 
dos los medios la constitución de las mis- 



mas, y presldodoles todo su apoyo; sin 
i olvidar jamás que no hay palanca tan 
' poderosa para todo progreso, como la 
I asociación de las fuerzas vivas de un 



Nos parece bien que se resei-ve al Go- 
bernador general la resolución de las 
cuestiones á que el primer párrafo de este 
artículo se refiere, pues entre otras razo- 
nes, como podrán presentarse con rela- 
ción á territorios de distintas provincias, 
la autoridad que en todas ejerce el Go- 
bernador general, le capacita para resol- 
ver cualesquiera conflictos que en la ma- 
teria surjan, y también parece oportuno 
que sea esa superior Autoridad quien 
apruebe la constitucit'm de nuevas enti- 
dades municipales; si bien sólo podrá ha- 
cerlo cuando del expediente resulten cum- 
plidas las condiciones que exige esto Real 
decreto, siquiera sea uniéndose varios 
grupos de población, por las razones que 
hemos expuesto al anotar el art. 3.° 



Cuando un Tñiunal municipal ó cualquiera I 
de sus individuo» se considere lastimado por las \ 

resoluciones de los Gobernadores de provincia, 
podrá acudir ante el Gobernador general en re- 
curso extraordinario de queja, que será resuelto \ 
previa audiencia del Gobernador de la prooincia 
y de la Junta provincial. 



La disposición ilel presente articulo no 
se refiere á materia alguna determinada: I 
'en cualquiera de las que son objeto de la ] 
Administración municipal y de la gestión. 4 
del Tribunal ó de sus individuos, pueden, j 
éstos, pí se consideran lastimados por re- 
soluciones del Gobernador de la provin- 
cia, acudir en queja al Gobernador ge- 
neral. 

La índole de ese recurso indica que los 
interesados no necesitan deducirlo por 
conducto del Gobernador de la provincia: 
directamente pueden elevar su queja al | 
Gobernador general. 

Pero además, la raisma estructura de 
este artículo confirma nuestra opinión, 
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puesto que se dice que el recurso será re- 
suelto con audiencia del Gobernador de la 
provincia y <le la Junta provincial. 

Si los agraviados necesitasen deducir 
sus reclamaciones por conducto del Go- 
bernador de la provincia, lo natural seria 
que se dijese que éste informase al cursar 
la reclamación, acompañando dictamen 
de la Junta provincial. Pero dada la re- 
dacción del articulo, parece obvio (|ue 
estos trámites sólo tendrán lugar cuando 
el Gobernador genera I remita al respectivo 
Gobierno de provincia la instancia qué 
directamente se le hubiere elevado por el 
Capitán ó Teniente. 

Este recurso al Gobernador general vie- 
ne á suplir al que la Ley Municipal de la 
Península franquea, para ante el Gobier- 
no, á los Alcaldes y Concejales que se con- 
sideren lastimados por resoluciones de los 
Gobernadores civiles. 



La Dirección getteral de Aámnistracióii civil 
es la encargada de preparar el despacho de los 



recursos é ineidtutes relativos á la consHtucián 
de las Corporaciones municipales, ó suadmiitis- \ 
Iradón, en todo lo gwe sea de la competencia del 
OoSernador ge>i.eraL 



Gomo se ve, esa Dirección ejerce cerca 
del Gobernador general las mismas fun- 
ciones que las Direcciones generales de 
los Ministerios cerca de los Ministros res- 
pectivos. Su competencia la limita el Real 
decreto á entender sólo en aijuellas cues- 
tiones en que deba intervenir el Gober- 
nador general. 

Creemos que tanto éste como la Direc- 
ción general de Administración civil, ha- 
rían bien en tener siempre presL'ntes estas 
palabras de la Comisión parlamentaria 
que en 1870 presentó á las Cortes el pro- 
yecto de Ley Municipal: 

«En concepto de la Comisión, es necesa- I 
rio distinguir la vida política de la admi- | 
nistraliva, muclio más ahora que se ma- 
nifiesta una marcadísima tendencia á re- 
ducir las atribuciones fundamentales del 
!a esfera de la Administración, 



en sil sentido más amplio y comprensivo. 
Mientras esto no tenga su realización, lo 
que forma la vida política debe estar bajo 
la autoridad de los poderes generales de 
la nación, constituyéndose la descentra- 
lización en la parte administrativa. 

«Así, pues, las Corporaciones populares 
obrarán por derecho propio en lo relati- 
vo á la administración de sus distritos, 
pero tendrán sólo delegación en lo que se 
refiere al orden político. Es decir, qué la 
autonomía local alcanza á cuanto sea ne- 
cesario para la existencia de la colectivi- 
dad y al buen orden de las relaciones 
que por este concepto haya de tener con 
los individuos que la componen; pero no se 
extiende en manera alguna á las relacio- 
nes del individuo con el Estado en general, 
ni mucho menos á los intereses colectivos 
de esta entidad superior. 

»La nacionalidad, el orden, las institu- 
ciones, no peligrarán ciertamente porque 
los vecinos de un Municipio administren 
sus intereses y arreglen sus servicios co- 
mo mejor les plazca. España no dejará de 
ser lo que es porque los pueblos fijen sus 



presupuestos, nombren sus empleados y 
ejerzan libremente todas las funciones de 
la vida local, con independencia de las 
autoridades centrales y superiores, 

)iEn eambio, la Administración general 
ganará mucho con quedar libre de los 
infinitos pormenores de interés local que 
actualmente la abruman y la impiden 
concentrar su acción y sus esfuerzos en 
lo que atañe á los grandes intereses con- 
fiados á su vigilancia.» 



Los acuerdos de los Tribuniles municipales, ya, 
cuando funcionen solos, ya con asislericia de la 
represetUación de la Priñcipalia, se harán cons- 
tar en acta y se tomaren por mayoría aésoluía 
de votos, sin cuya condición no tendrán validez. 

Zas actas de sesiones del Tribunal municipal, 
con d sin asistencia de los Dele/jados de la Priñ- 
cipalia y del Devoto o Reverendo Cura párroco, 
se redactarán en castellano, si todos los que han 
de sMcriUrlas entienden la lengua oficial; pero 
en caso contrario, se redactarán en castellano y 
se verterán al dialecto local en un solo documen- 
to, de modo que las firmas autoricen ambas ver- 
siones. 



^ 



M vola del Oapildn á quien le sustituya será 
de calidad en los casos de empate. 

Se aplicarán estas mismus reglas á las Juntas 
provinciales y al voto del Presidente de sus se- 
siones. 

Para todas las deliberaciones, asi en el J'riliu- 
nal municipal cuando funcione solo, ó haya de 
jmiiarse con los Delegados de la Principalia. d 
con éstos y el Reverendo ó Beooln Cura párroca, 
como en la Junta proviuciai, se ka de entender ne- 
cesaria la presencia de la mitad más uno de los ia- 
4ividuos que tengan deredto á asistir en eadacaso. 

Siempre que á ima sesión del Tribunal muni- 
cipal tenga derecho á asistir el Reverendo ó I)e~ 
voto Cura párroco, el Capitá?i deberá prffoia- 
mente ponerse de acue-fdo con él acerca de la hora 
de la Junta. En todas estas sesiones los Párrocos 
ejercerán tan sólo /unciones de inspección y con- 
sejo, y no se computará su asistencia en el núme- 
ro de los que hayan de concurrir para la nalideg 
de las deliieraciones. 

Sólo cmiido la resolución fuere urgente se po- 
drá convocar una reunión extraordinaria para 
deliberar con los asistentes, sin número determi- 
nado, después de frustrarse por falta de número 
bastante la anterior sesión. 

Los Capitanes podrán imponer multas de me- 
dio peso, elevada hasta dos pesos en caso de re- 
incidencia, á los Tenientes y Representantes de las 
Principalias que, sin causa justi/icada. dejasen 
de asistir á cada sesión. 



Ley Unnicipal vigente en la Peninsula 

Art. 97. Las seaioneí do! Ajuntatnieoto serán ¡ 
blicas. Siílo serán secretas cuando así lo acordare la n 
yoTÍB de lüi asistentes, por ser los HSuntoB que en ellu 
bajan de tcataree relativos al orden piíblico, 
interior de la Corporacióo, 6 por afectar al decoro i 
¿sttt o de cualquiera de sus mienibros. 

lias sesiones se celebrarÁQ preciumcnte, pena de a 
iidad, en las Casas Coiisiatoriales, salvo los caaos de fuerza 

Estarán constantemente anunciados en los sitios de 
costumbre los días ; horas en que deban celebrarse las 
sesiones ordioarias. 

Art. 98. Loa Alcaldes, Teuienice y Aegidores est&n 
obligados á concurrir puntualmente í todas las Besiones 
ordinarias y extraordinarias, no impidiéndosela justa 
causa, que acreditaran en su caao. 

La Calta de asistencia bace incurrir por cada 
UDH multa con arreglo í la siguiente escala: 

En ]os pueblos de mí» de 30.000 habitantes. 5 peaetaü 

Ídem de iu6b de 15.000 x -- ^ 

Tdem de más de 8.000 » : 

En los detnáa 1 

Esta disposición es aplicable á loa Vocales de la Junta 
municipal, pero las multas serán por cantidad cuádruple 
respecto á la primera, y doble de cata respecto á la se- 

Art. 99. Los Alcaldes, Tenientes y Regidores tieuM 
todos voz y yuto en las seaioues y acuerdos del Ayutit 

Son igualmente responsables por los acuerdos que ai 
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toricen coa au voto, aiu que por ningún concepto lea sea 
permitido ubatenerse de emitirlo. 

Art. loo. La presidencia del Ayuntamiento corres- 
ponde hI Alcalde. En an defecto, presidirAn los Tenientei, 
j & falta de todoa, el llegidor Decauo y loa demía, por el 
orden que se determina en el art. 52. 

El Gobernador preside slu voto cuando aaiste k laa 
Beriones del Ayuntamiento. 

Art. 101. FÁ Alcalde podrH convocar á seaióo extra- 
ordinaria cuando lo juxgue oportuno, y debe hacerlo 
siempre que se lo prevenga el Gobernador, ó lo reclame 
la tercera parte de loi Concejales. 

Art. 102. En toda convocatoria para aeaióo extraor- 
dinaria se expresarán los asuntos que hayan de tratarse 
en ella, y do podrá el Ayuntamiento oouparBe de ningún 
Otro en la misma teeióa. 

La» convocatoñaa ee horfcn con un d!a de anticipación 
por lo menoa, á uo ser en loa casoa de mayor urgencia, 
y quedarán sujetos los acuerdos L ratiflcacidn en la aeai^n 
inmediata. 

Art. 103. Toda eeiiáa con carácter de ordinaria, 
fnera de los días sefialadoa, conforme el art. S7 de esta 
ley, así como cualquiera extraordinaria uo convocada por 
el Alcalde en la forma y con las circunstanciaa que pre- 
TÍeucn los artículo a anteriores, ó en que ae tratare de no 
aaunto no anunciado en la convocatoria, ea nula y de nin- 
gún valor, y nnloa tambiéu loa acuerdoa en ella toniadoa. 

Art. 104. Para que haya aesidn ac requiere la pre- 
sencia de la mayoría del total de Concejales que según 
esta ley deba tener el Ayuntamiento. 

Si en la primera reunión no hubiera número siiüciente 
para acordar, se hará nueva citación para doa días des- 
pués, expresando la causa, y loa que coocurran pueden 
tomar acuerdo, cualquiera que aea su número. 



Art. loa. Todo asunto sobre que haya de resolver el 
Ayuntamiento serll primero discutido j hiegu vot&do. 

Se eutieude acordado lo que vutnreii k mitad más uno 
de los Concejales presentes en aesión. 

En caso de empale, se repetirá la votación en laseBlÓQ 
piísima ú eu la misma si el aaunio tuviere el carácter 
de urgente, 6 juicio de los asisteotes; y si aquél se repro- 
dujere, el voto del que presida aerñ decisivo, Si el Go- 
bernador de la proviucia presidiera accidentalmente, de- 
cidirá el voto de aquel Concejal í quien, según cata ley, 
corre Hpondiera ta presidencia, 

Art. 10(). Las votaciones serán nominales cuando no 
ñc trate de asuntos relativos á loa mismos Concejales ú & 
persuDBX de su familia dentro del cuarto grado, ea cuja 
caso serñu secretos, debiendo salir de la sesión mientnta 
se discuta y vote el asunto el Concejal interesado, 

Art. 107. De cada sesión se extenderá por el Secre- 
tario del Ayutitamieuto uu acta en que hao de constar 
los nombres del Presidenta y demás Concejales presen- 
tes, loa asuntos que se trataren ; lo resuelto sobre ellos, 
el resultado de las votaciones y la lista de las uominales 
cuando las hubiese. 

Siempre constarán en el acta k opinión de las mino- 
rías y sus fundamentos. 

El acta será firmada por loa Concejales que concurrie- 
ren & la seaióu, por loa presentes cuando ae di cueuta 
de ella, y por el Secretario. 

El acta de la sesión inaugural de cada Ayuntamiento 
aera firmada por todos loa que á ella concurran, expre- 
sando loa que no aabcu ñrmar. 

Art. 108, El libro de actas del Ayuntamiento es un 
instrumento público y solemne; ningún acuerdo que no 
conste explícita y terminan te mente eu el acta h que se 
refiere tendrá valor alguno. 
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Art. 110. Lab reglM anteriores se uplicar^a 6. Isa 

!s de 1u Junta muiiicípal. Be llevarán sue 

Q libros aepnritdcia de las del Ayuntamiento, y son 

análogas furmalidadea, precAUcioues y requisitos, salvo 

lo en contrario dispuesta pur esta ley. 

Alt. 111. Loa trámites de instrucc¡i5ii y diacusióa no 
KrTÍrán nuuca de excuaa á loa Ayuntamientos para di- 
latar el cunipl i miento de ks obligacioues que las leyes 



Notas 

Es seguro que el modo de funcionar los 
Tribunales municipales se ha relegado 
aquí á los Reglamentos: á diíerencia de lo 
sucedido con las Leyes Municipales de la 
Península, en las que se ha procurado de- 
terminar todas aquellas condiciones indis- 
pensables para que pueda haber verdade- 
ra discusión y acuerdo, y para garantizar 
la autenticidad y validez de este último. 

Probablemente esus Reglamentos, en la 
materia de que ahora se trata, resultaran 
calcados, con las modificaciones indispen- 
sables, en los artículos de la Ley penin- 
sular que hemos transcrito, y á los que 
en ésto, como en todo, no podrá menos 
de reconocerse en Filipinas la autoridad 
de derecho supletorio. 



No dice el Real decreto si las sesiones 
de los Tribunales municipales han de ser 
piíblicas 6 secretas. Quizá esto último se 
imponga al principio en algunas localida- 
des por falta de elementos para que sean 
públicas, como por carecer de local ade- 
cuado; pero es lo cierto, que la tendencia 
en estos asuntos debe encaminarse siem- 
pre á la publicidad, no sólo porque ésta 
es garantía de honrada administración, 
sino porque puede servir de meiUo para 
ir educando á los administrados, é inte- 
resarles en la mejor gestión de los inte- 
reses públicos. 



Zo establecido por este decreto no releva de las 
obligacioMs que para con la provincia y para co^ 
el Mstado tienen actualmente los Tribunales de 
los pueblos y los Cabezas de Barangay, los OMe- 
les continuarán, como al presente, auxiliando á 
la Administración general y ala local con arre- 
glo íí las leyes y reglamentos vigentes. 



Claro está que cuanto dispongan las 
leyes y Reglamentos hoy vigentes, ha de 
entenderse derogado desde que empiece á 
regir el Real decreto de 19 de Mayo ul- 
timo. Así lo establece además el art. 53. 



Ya hemos indicado, at anotar el art. 12, 
que por la misma naturaleza de las cosas, 
los Capitanes no podrán menos de desem- 
peñar ciertas funciones con el carácter de 
Belegados del Gobierno; lo mismo suce- 
derá con los Tribunales municipales. Pero 
ha rie tenerse sumo cuidado de no recar- 
garles con atenciones que no sean de todo 
punto indispensables, so pretexto de au- 
xilio á la Administracióngeneral, porque, 
si tal se hiciera, se habría malogrado en 
parte la eficacia de la reforma. Si las car- 
gas, de que por otro respecto, se les alivia 

los Tribunales de los pueblos y á los 
I Cabezas de Barangay viniesen á gravitar 



sobre ellos á la sombra de este artículo, 
nada habríamos adelantado, ni en el ca- 
mino de quitar odiosidad á las funciones 
concejiles, ni en el de dirigir las activi- 
dades de las Principalías hacia la mejora 
de la Administración local. 



Cuando los Tribunales municipales, para M- 
cer efectivas responsabilidades de primeros o se- 
gundos contribuyentes, á los Qoiemadores de 
protinda para fiacer cumplir las resoluciones que 
adoptaren ciimo superior jerárquico é Inspector 
de aquellas Corporaciones, necesitaren proceder 
por via de apremio por falta de pago de cantida- 
des liquidas y determinadas, serán aplicables las 
reglas que la legislación de Hacienda pática se- 
ñala para estos procedimientos. 

Ley Municipal vigente en la Península 

Art. 152. Para baoer eftotiva la recaudación serán 
■plicablea los mcdius de apremio cu primeros y segundos 
CODtríbuyeutea, díctadoa cu favor del Estado, 

Notas 

Una vez más se aplica á Filipinas la 
legislación dictada para la Península; y 



no es necesario decir que esa aplicación 
liabrá de adaptarse á los elementos de que 
en el país se dispone, para lo cual bastan 

los dictados del buen sentido. 



Nótese quo ol apremio sólo podrá ex- 
pedirse por cantidades liquidas y deter- 
minadas. Así es que, cuando se trate, por 
ejemplo, de quo el Gobernador de la pro- 
vincia haga efectivas de los Tribunales 
municipales cantidades que éstos deban 
ingresar en la Caja del «Haber de los pue- 
blos», ó en las del Tesoro, no deberá uti- 
lizar contra ellos el procedimiento de 
apremio sin previa liquidación, que ha 
de levantarse con audiencia de los mis- 
mos. A este principio no puede faltarse 
jamás, pues es considerado como de de- 
recho universal. Si los Tribmiales muni- 
cipales, ó los que deban exhibir cantida- 
des de aquellas á que se refiere el artículo 
que anotamos, se propusieran obstruir el 
pago á pretexto de liquidación, el Gober- 
nador de la provincia, sin prescindir por 



eso de aquélla, tiuue sobrados medios pan 
hacer que no se la dilate más del tiempl 
necesario. 



A7iles de l.^ de Enero d6 ISM, cada Junta pro-i 
tiitcial sovieíerá á la aprobación, del Ooberíiaiot 
general el proyecto de reglamento que, según ¿ofS 
drcunstancias de la respectiva provincia, estímeX 
más á propósito para la fiel y ordenada ejecución 
de los preceptos A que quedan sornetidas la orga- 
nización y la administración de los THbwnaUs 
mumópales. Bl ffodieí-m general aprobará los 
reglamentos con audiencia del Gonsejo de Admi- 
nistración. 



Consigna este articulo un principio su- 
mamente racional, que ojalá sepan des 
arrollar con acierto las Juntas provinJ 
cíales: que cada una formará el proyecto ' 
de reglamento que estime más conforme 
á las circunstancias de la respectiva pro- 
vincia. Importa mucho que en esto liaya 
bastante amplitud de criterio, y es de es- 
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perar que no bahrá de faltarles ni al Con- 
jo de Administración ni al Gobernador 
general. 

En cuanto al sistema de contabilidad, 
formularios, etc., sí creemos que debe 
aspirarse ála uniformidad completa, como 
ya lo indicamos al anotar otros artículos. 
Esa uniformidad no contrariai'á en ma- 
nera alguna la previsora disposición del 
presente artículo. 



Quedan derngadas cuantas disposiciones se 
opongan á las conleitidas en este decreto. 



El precepto es usual y corriente en su 
enunciación: pero en la multitud y com- 
plejidad de disposiciones que han venido 
rigiendo en Filipinas, paróceuos que no 
dejarán de surgir dudas, dado lo conciso 
de este Real decreto con relación á la ex- 
tensísima materia que abarca, acerca de 
las prescripciones legales que quedan sub- 



sistentes y las que hay que considerar, no 
sólo expresa, sino virtualmente deroga- 
das; sobre todo cuando se trate de aplicar 
el art. 50. El tiempo dirá si s(*i infunda- 
das nuestras previsiones. 



1.' MI Gobernador general determinará lo 
conducente á que el dia 1." de Enero de 1894 
quede plankado y en ejecución lo que ordena este 
decreto. 

2." Los GoberTiadores de proñncia harán por 
si la primera vez el nomÉramienio de ¡os cuatro 
Vocales de la Jimia provincial que habrán de 
ser elegidos por los Capitanes cuando estén cons- 
tituidos los Tribunales municipales, sujetándo- 
se para aquel nombramiento á las calidades exi- 
gidas á los que hayan de ser designados por 
elección. 

3." Se disolverán los Tribunales de mestizos 
de saugleg, refundiéndose en el Ayuntamiento, 
donde lo hubiere, con sujeción al Meal decreto de 
12 de Noviembre de 1889, ó en el Tribunal mu- 
nicipal que se constituya con arreglo d estas dis- 
posiciones. Se exceptúan los Sarrios de la ciudad 
de Manila. 

4." Se declaran suisiilenies hasta su íermi- 



Mció/i. legal las contratas subastadas y adjudi- 
cadas á la publicación de este decreto m la Ga- 
ceta de Manila, de los arbitrios p.i6 han de for- 
mar el '^Haber ó ffacieiida de ¡os pueblos». 

Los ingresos que por estos contratos realicen 
los «Fócidos locales», serán distribuidos entre 
las Cajas del «.Jlaber de las piteólos» en la forma 
que el Gobierno general considere más equitativa. 

Dado en Palacio á dies y nueve de 
Mayo de mil ochocientos noventa y tres. — 
María Cristina.— -EÍ Ministro de Zlltra- 
mar, Antonio Maura y Montanoi-. 



Con acierto ha hecho notar el periódico 
conservador La Época una omisión c[ue, 
al leer estas disposiciones transitorias, 
salta á la vista: la de dejar subsistentes 
los Gobeniadorcillos y Principalias en los 
pueblos en que hay Ayuntamientos ^ cuan- 
do establecidos éstos, bien que mal, para 
nada sirven ni los primeros ni las se- 
gundas. 

Pero además, no se comprende cómo 



disponiendo el Real decreto que se disuel- 
van los TVibunales de mestizos de san- 
gley y se refundan en el Ayuntamiento, 
donde lo liubiere, no se ha dictado igual 
disposición en orden á los llamados Tribu- 
nales de naturales. Y todavía resulta peor 
lo que se determina respecto de los barrios 
de la ciudad de Manila, donde subsistirán 
conjuntamente Tr^unales de mestizos de 
sangley y Tribunales de naturales. jPor 
qué, como en otro lugar apuntamos, no se 
lleva también á esos barrios la reforma, 
concluyendo así con aquellos organismos 
cuya inutilidad es notoria y sólo sirven 
para alimentar luchas intestinas funda- 
das en los motivos más fútiles, y malgas- 
tar así fuerzas sociales á que debería dar- 
se empleo más provechoso? 



Autorízase al Gobierno general para 
distribuir entre las «Cajas del Haber de 
los pueblosii los ingresos provenientes de 
las contratas subastadas y adjudicadas á 
la publicación de este decreto en la Goce- 
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BSPERANZAS 



I 



Hemos dado cima é. nuestra tarea, encamma- 
da á llevar un grano de areiia al edificio de la 
regeneración de las Mas Filipinas, en lo que 
es piedra angular de toda sociedad civil: el Mu- 
nicipio. 

Ko hemos querido escribir un Tratado de De- 
recho municipal, y nadie podrá exigirnos lo que 
no entró en nueatro propósito. Reproducir e! 
decreto de 19 de Majo último; poner á. su lado 
preceptos de la legislación patria que pueden á 
las veces servirle de complemento, j añadir 
unas cuantas notas dirigidas á facilitar la ins- 
tauración de la reforma y á vulgarizar su cono- 
cimiento en el Archipiélago: he aquí nuestro 
modesto empeño. 

En vano será pretender que fructifiquen las 
mejores leyes en pueblos que renacen á la vida 
del derecho, si al propio tiempo no se cuida de 
extender la noción de ese derecho mismo para 
que nadie ignore dónde empieza y dónde acaba 
el suyo; que si los pueblos se pierden por la 



ineplitnd j la vtoleucía de los que maiMtiin, 
piérdense tambiéo por la ignurtuicm é íudUcl- 
ptina de los llamados á obedecer. 

Cnando eoire el hombre y el ciutladnao, eutre 
las costumbres y las leyes hay correspondencia 
armóaica, brilla en las sociedades prosperidad 
completa. Pero, desgraciadamt^iite, la liisturia 
nos enselva que esa correspondi'ucia armónica eá 
casi imposible, y por esto estamos coudenmlúe 
al eterno combate. ¡Siempre la luütia como ley 
de la Uumanidad! 

He aqal !o que sucede en Kilipinas: 

Ha tiempo que iiueslro Archipi^lag''^ offo- 
alzaba. Las costumbres no se armouiíEaban con 
las leyes. Olvidóse que las leyes so Imu lieclio 
para las sociedades, y no las soeiodadi'» para las 
leyes. La sociedad adelantada era re^fida por 
una institución decrópitu que uo pudla rntUTn- 
cer sna neceaidadt^B actuales. Su anlla-uo Jta- 
ranffaj/, que un dia resfalaba aruu'iiiicanKuite 
las relaciones jurídicas do mu indlviduoH oon 
respecto al Iiogar, ft la vecindad y A la ¡rntriit, 
estaba debilitado y exánime, lil sí'cristcj d» nnii' 
loe vinculos dol hombre en mis tros atipoctoH dü 
miembru de la familia, do vocíno do mu loca- 
lidad y de ciudadano do la patria w habla per- 
dido. Y es que we huida postertíado, HÍ nu olvl* 
dadu, tiu tradicional Municipio, rpie ihiba vldu 
y salud á sus iudividuüs, moralidad y cullurtt 
&sua puebloíi. 

m Ministro de IJUrumar tm uiiuiK^Indu aii\i 



solidarse. En cambio, eudonde las garantías no 
existan ó sean insuficientes, allí las corpora- 
cioues municipales lian de vacilar y derrum- 
barse. 

Baste lo indicado, en lugar de lo mucho que 
en el silencio dejamos, para que ae comprenda 
que la representación en Cortea es el aire vital, 
el oxígeno necesario para la vida de Filipinas; 
y que sin ella y las demás garantías k que 
nos hemos referido, el Municipio arrastrará 
siempre vida lánguida j enfermiza (1). 

Tenga entendido el Ministro, que ese pueblo 
no es indiferente á los beneficios, como no es 
indiferente & su destino. Fl inóralo es despre- 
ciable, había dicho un adagio tagalog de remo- 
tísima antigiledad, antes de que Soliia dijera en 
Grecia: No hay iiiayor criminal que el ingrato. 



SI) Loa inconveníentea del gisteina actiinl Boa m^il- 
Cíi; algUDo seDala j'a un periúdico tía conservador 
"" a La Época, eo Ibb sigiiienteB frasea, que copiamos 
de un artículo que en 3 de Julio del corriente año con- 
■BgTít á laa reibrmae del Sr. Maura: 

iiPero concedido ese voto eu pro de ia totalidad det 
proyecto, no podemoa ntenaa de oponer algiiuaB obser- 
vacionea al articulado, y ee netmible que éstaa vengan 
despui'B de publicarEe el decreto, pites no es lo cotuún 
que en tales circunstancias se atiendan, j menoa por el 
mismo qae laa ha desconocido. Esto es consecneucia M- 
gica del sistema anticonstitucional, pero cnnauetudina- 
tío, de legislar por decretos para Uhramar, cuando lo 
legal es que se rija aquella parte de la Monarquía por 
leves especiales, y en EspaEía, laa leyes capeciales ó no, 
solo las Cortes con el Bey pueden hacerlas.r 
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Las fuerzas vitales no le han abandonado; aun 
vive en au pecho la esperanza y en au corazón 
ta fe, y sahe conservar eleraamente el nombre 
de sus bienhechores. 

Adelante, Sr. Maura, no liaya reposo, que el 
reposo en los Gobiernos es la muerte. El sol del 
porvenir se acerca. No nos sorprenda dormidos 
la luz lie la mañana. El progreso no camina, 
vuela, y desprecia en su vuelo rápido á los pue- 
blo's que sorprende dormidos. Sus coronas y 
sonrisas son para los que le reciben preparados. 
Por eso, ¡cu&n difícil después nivelarse siquie- 
ra coa los que recibieron aquellas sonrisas pre- 
ñadas de poder y de fortuna! 



Contemplemos su camino. 

El Mediterráneo encerró la civilización del 
mundo antiguo: en él cruzaron los bajeles de 
(írecia y de Roma. 

El Atlántico encierra la civilización moderna: 
en el g-raa mar humean los barcos de vapor que 
unen los pueblos; se extiende el telégrafo, que 
borra las distancias; resplandece la luz eléctrica, 
que suprime la noche. Pero hay un mar más 
grande que el Atlántico, y es el Pacifico. Este 
comienza ya á reflejar eu sus extendidas aguas 
los primeros rayos de la civilizacióa del por- 
venir. 



Allí se presentan gigantescos pueblos con 
nuevo vigory nueva vida. Allí América, con sus 
novísimos inventos y sus rirgenes tierras, de- 
mandaníio triple número de humanidad que la 
existente. Allí Australia, con sus minas de oro. 
tan grande como el continente europeo. Allí el 
Japón, esa Grecia y Roma á un tiempo mismo 
de la región oriental, por sus artes y su poder 
asimilador. Allí la China, que encierra ella sola 
la tercera parte de la humanidad, y cuyas mura- 
llas agrietadas no pueden ya contener la explo- 
sión cercana de sus 500 millones de habitantes, 
aterrando al mundo con prrixima Invasión. Allí 
Sumatra, allí Java, allí los vastos territorios 



¡Oh afortunada España! En el Mediterráneo, 
en el Atlántico, en el Pacífico, en los tres 
mares puede ondear gloriosamente tu bandera 
gualda y roja. En los tres mares tienes riberas 
donde levantar tu noble castillo. Acá, la Penín- 
sula, con el castillo edificado por fenicios y grie- 
gos, cartagineses y romanos, godos y árabes. 
Allá, Filipinas, con el castillo formado por ma- 
layos, semitas y oceánicos. Acá, por los pueblos 
del pasado y del presente. Allá, por los pueblos 
del pasado y del porvenir. Y allá y acá, como 
fondo y limite de tu horizonte, los resplandores 
del sol. Acá, los del sol que sucumbe; allá, loa 
del sol que nace y rasga el velo de las edades 
futuras, que alumbra playas nuevas y nuevas 
generaciones y nuevos pueblos de incalculables 
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e iucreibles iniciativas y de fortunas 
locas é inmensas. 

Considérese ahora un instante ese mar exten- 
so llamado Pacífico, el mayor de todos loa mares 
de nuestro planeta, poblado de esos puebloa gi- 
gantes, con máquinas poderosas de movimiento 
febril, con cien y cien medios extraordinarios 
que apenas la imaginación puede comprender, 
dispuestos todos á arrollar á los débiles que en 
su paso vertiginoso encuentren. Y en medio de 
la conjuncién de ese espantable movimiento, en 
medio de la afluencia de las corrientes, colo- 
qúese nuestro castillo, si bravo y fuerte, en 
punto codiciado como Manila, puerto de obli- 
gada escala, con una babia espléndida, que 
puede contener holgadamente todas las escua- 
dras de la tierra, con unas playas ansiadas por 
su riqueza y por su amenidad; y dígase si es 
para vivir descuidados entre tanta codicia, tan- 
ta fuerza y ambición tauta. 

Por otro lado, miremos los pueblos del Norte. 
Todos buscan las regiones meridionales. Ingla- 
terra, Alemania, Francia y las demás naciones 
poderosas precipítanse, arrabátanse los desier- 
tos de África para preparar el próximo refugio. 
La Invasión del hielo y de la nieve se acerca; y 
contra esa invasión no hay medio humano de ■ 
resistencia. Sigamos los instintos de la huma- 1 
nidad, que la humanidad es eminentemente ló- 
gica eu sus instintos, y ella nos declara que en 
las regiones tropicales está el próximo porvenir 



del mundo. Todo nos demuestra que nuestn 
Archipiélago no debe ser descuidado, pues fi 
zosameute será pronto acaricicido por el futuroJ 
por el más grande, por el más espléndido pro-*{ 
gres o . 

Y nosotros en verdad auhelamos que sea a( 
rielado con España. 

El gran deseo que agita nuestra alma, el 
que perseguimos incansables en nuestro cami- 
no, es la eterna unión de España y de Filipinas, 
la unión indisoluble de las dos razas; unión de 
fraternidad y ¿e igualdad al pie de un solo al- 
tar, con los ojos puestos en uu mismo Dios. 

En este siglo, siglo de libertad y de armo- 
nía, la verdadera nuión de los pueblos sólo m 
verifica por el pensamiento que da larga vida &. 
todas sus grandes obras. Propio era de los tiem- 
pos pasados encontrar un mundo y conquistarlo, 
pero propio es de nuestros tiempos buscar ideas 
que enlacen corazones. Obras más duraderas 
son las de predicación, de amor y de frater- 
nidad. 

Nuestro deseo es que jamás se rompa la unión 
del pueblo filipino con el pueblo ibero, porqué- 
sabemos que este pueblo está amasado con 
gre oriental, y tiene impresa en la conciencia Isi 
idea de la unidad humana, la igfualdad social: 
porque sabemos que la raza española es cosmo-' 
polita y formada para la fuaióa de las razas, 
para vivir en todos los climas, lo mismo para 
llano como para el monte, para la pobreza 



I 



como para la abundancia, para el sufrimiento 
como para el placer y el regalo. Por esto quere- 
mos ser siempre españoles; poi-que podemos ser 
españoles filipinos, siti que nadie se despoje de 
su honor y dig-nidad. 

Queremos extender eata obra de la intelig-en- 
cia, al par que obra del sentimiento, á ese mi- 
llón de filipinos independientes que, refugiados 
cual en otras asturianas montañas, ostentan el 
nombre de iniieles ó igorrotes, para quienes son 
juguetes todos los cañones del mundo, cuando 
de morir por su independencia se trata; para 
quienes son los 350 años transcurridos de con- 
tinuado cerco y terrible sitio, como una breve 
noche de verano, por velar y defender sus ho- 
gares, su Numancia, su Sagunto, au Zaragoza. 

To quiero que llegue un dia en que se pueda 
decirles en castellano, alta, noble y franca- 
mente: Seguid nuestro ejemplo, que mantene- 
mos g\ pacto de sangre celebrado entre nuestro 
rey Lacandola y el representante del Monarca 
español Legazpi. Somos los del sangiugó. Es que 
Espafia es nación que despliega en sus manos 
bandera de progreso, nación que nos ayuda á 
defender nuestros iniereses, que nos comunica 
sus ideas, que nospreparaálosgrandesadveni- 
mientos del cercano porvenir. Esa España no es 
raza que esclaviza, sino raza que da alientos y 
fuerzas, raza que dignifica, que hace generales 
ít los indios, como los Capúlong y Balagtás, que 
hace obispos á los indígenas, como los Espele- 



